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MEDIDA COMISIÓN TÍTULO 

P. DEL S. 1461

(Por el señor Martínez 
Maldonado) 

SEGURIDAD PÚBLICA 

(Con enmiendas en la 
Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Titulo) 

Para crear la “Junta de Revisión de 
Convicciones Condenas Erróneas del 
Gobierno de Puerto Rico”, adscrita al 
Departamento de Corrección y 
Rehabilitación de Puerto Rico, a los fines 
de facultar a dicho ente a evaluar 
reclamaciones de casos ya adjudicados 
donde se plantee la inocencia del acusado 
mediante evidencia nueva; y para otros 
fines relacionados. 

R. C. DEL S. 452

(Por el señor Muñiz Cortés) 

DESARROLLO DEL OESTE 

(Con enmiendas en la 
Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para denominar la carretera desde el 
kilómetro 14.6 del barrio Rocha, justo frente a 
la antigua escuela Jorge Washington, de la 
Carretera 112, hasta el cruce con la PR-125 
del barrio Capa Capá en el Municipio de 
Moca, con el nombre de Luis A. "Toñito” 
Pérez, quien se desempeñó como un gran 
líder comunitario; autorizar la instalación 
de rótulos; autorizar el pareo de fondos; y 
para otros fines relacionados.  

18va Asamblea 
       Legislativa 

7ma  Sesión 
  Ordinaria   
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R. DEL S. 512

(Por la señora Padilla 
Alvelo) 

EDUCACIÓN Y REFORMA 
UNIVERSITARIA 

(Informe Final) 

Para ordenar a la Comisión de Educación 
y Reforma Universitaria del Senado de 
Puerto Rico realizar una investigación 
exhaustiva sobre la proliferación de 
instituciones que ofrecen grados de forma 
acelerada, a fin de constatar que las 
mismas cumplan con las leyes y 
reglamentos aplicables. 

R. DEL S. 884

(Por la señora Laboy 
Alvarado; Coautora Peña 

Ramírez) 

SEGURIDAD PÚBLICA 

(Informe Final) 

Para ordenar a la Comisión de Seguridad 
Pública del Senado de Puerto Rico realizar 
una investigación abarcadora sobre el 
perfil de los incidentes criminales en la 
zona turística de San Juan; la viabilidad de 
establecer acuerdos colaborativos entre la 
policía municipal, la estatal y la Guardia 
Nacional para implementar rondas 
preventivas de manera continua e 
ininterrumpida; la posibilidad de integrar 
las unidades de arresto del Departamento 
de Corrección y Rehabilitación durante la 
búsqueda de fugitivos/as y las rondas 
preventivas; y, la posible implantación de 
un ciclo de reuniones con las comunidades 
y comerciantes mas afectados/as para 
diseñar estrategias que incluyan su apoyo. 

P. DE LA C. 2168

(Por el representante 
Navarro Suarez) 

BIENESTAR SOCIAL Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA:  Y GOBIERNO 

(Con enmiendas en el 
Decretase)

Para enmendar los Artículos 7 y 9 de la 
Ley 223-2011, según enmendada, conocida 
como “Ley Protectora de los Derechos de 
los Menores en el Proceso de Adjudicación 
de Custodia”, a los fines de contemplar la 
enajenación parental en la determinación 
de custodia. 
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P. DE LA C. 2468

(Por los representantes 
Méndez Núñez, Soto 
Torres y Parés Otero) 

HACIENDA; Y DE BANCA, 
COMERCIO Y COOPERATIVISMO 

(Con enmiendas en la 
Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Titulo) 

Para establecer la “Ley Complementaria 
para Atender los Efectos de la Economía 
Puertorriqueña Provocados por la 
Emergencia del Covid-19”; establecer 
política pública específica; establecer 
programas gubernamentales, medidas 
económicas o contributivas tales como: 
programa para el pago expedito de 
cuentas por pagar a proveedores del 
Gobierno de Puerto Rico; programa de 
crédito contributivo reembolsable a 
industria o negocio por nómina pagada; 
programa de arrastre de pérdidas netas en 
operaciones hacia años anteriores; pérdida 
neta en operaciones a arrastrarse en años 
contributivos siguientes; exención 
temporera de servicios rendidos a otros 
comerciantes y a servicios profesionales 
designados; posponer temporeramente la 
contribución mínima tentativa a 
corporaciones; posponer la radicación de 
las declaraciones informativas requeridas 
en las Secciones 1063.01 a la 1063.16 de la 
Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 
conocida como el “Código de Rentas 
Internas para un Nuevo Puerto Rico”; 
posponer temporeramente el Informe de 
Procedimientos Previamente Acordados o 
Informe de Cumplimiento; bono especial a 
trabajadores especialistas de 
infraestructura crítica de la Autoridad de 
Energía Eléctrica; establecer una extensión 
automática de licencias o permisos que 
autorizan una actividad comercial; exclusión 
del ingreso bruto para propósitos de 
contribución sobre ingresos e ingreso 
sujeto al pago de patente municipal por 
cancelación de deuda y recibo de 
subsidios; contribución especial para 
pagar por adelantado ganancias de capital 
a largo plazo; contribución especial sobre 
distribuciones de dividendos o dividendos 
implícitos; vigencia retroactiva de 
solicitudes de decretos bajo la Ley Núm. 
60-2019, según enmendada, conocida
como “Código de Incentivos de Puerto
Rico”; cumplimiento automático con
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requisitos elegibles de decretos de 
incentivos; programa de ayuda económica 
para hospitales privados; extender a los 
hospitales los límites de responsabilidad 
que tiene el Gobierno de Puerto Rico; 
horario especial de apertura de negocios o 
industrias; eximir del requisito de 
declaraciones juradas ante notario 
público; extender radicación de planillas 
de contribución sobre ingresos para el año 
contributivo 2019; extender fechas límites 
de la planilla mensual del impuesto sobre 
ventas y usos; eliminar el pago de 
impuesto sobre ventas y usos en la 
importación y compra de partidas 
tributables para la reventa; eliminar la 
retención por servicios profesionales; 
prohibir desahucios de arrendamientos 
sobre vivienda principal; programa para 
usar tarjeta del programa de asistencia 
nutricional en restaurantes; establecer 
facultades especiales de reglamentación; y 
para otros fines relacionados. 



GOBIERNO DE PUERTO RICO 

18va. Asamblea 7ma.  Sesión 
Legislativa  Ordinaria 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1461

INFORME POSITIVO 

11 de mayo de 2020

AL SENADO DE PUERTO RICO:  

La Comisión de Seguridad Pública del Senado de Puerto Rico, previo estudio y 
consideración, tiene bien a someter a este Alto Cuerpo su Informe Positivo con relación 
al Proyecto del Senado 1461 de 16 de noviembre de 2019, de la autoría del senador 
Martínez Maldonado, recomendando su aprobación, con las enmiendas incluidas en el 
entirillado electrónico que se acompaña.  

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto del Senado 1461 propone crear la “Junta de Revisión de Convicciones 
Erróneas del Gobierno de Puerto Rico”, adscrita al Departamento de Corrección y 
Rehabilitación de Puerto Rico, con el objetivo de que este organismo evalúe 
reclamaciones de casos criminales ya adjudicados donde se exponga la inocencia del 
convicto mediante evidencia nueva. 

INTRODUCCIÓN 

La Exposición de Motivos del P. del S. 1461 expresa que la Sección 11 del Artículo 
2 de la Constitución de Puerto Rico establece varios de los derechos de un acusado en 
procesos criminales. Entre ellos, se resalta la presunción de inocencia de todo acusado, el 
derecho a presentar prueba a su favor y a estar representado por abogado. No obstante 
ello, en la búsqueda justicia, se indica que han ocurrido convicciones erróneas debido a 
incongruencias en el proceso investigativo. 

Según expone el proyecto, el “National Registry of Exonerations” reportó que para 
el año 2018 hubo un récord de 151 personas convictas que fueron posteriormente 
exoneradas a causa de haber sido convictas erróneamente. En varios casos, ello se debió 
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a identificaciones equivocadas, prueba pericial de poca confiabilidad, confidencias falsas, 
representación legal inadecuada, testigos mendaces e incluso conducta inadecuada del 
Estado. Ante esta situación, se han establecido organizaciones tales como el “Innocence 
Proyect”, con el fin de hacerles justicia a personas que fueron erróneamente convictas. La 
medida declara que en la mayoría de los estados de los Estados Unidos existen 
“Conviction Integrity Units”, las cuales se encargan de evaluar la reclamación realizada 
por algún convicto sobre convicciones erróneas y determinar si lo alegado es cierto. Entre 
sus capacidades, estas entidades tienen la facultad de ordenar pruebas de ADN y someter 
el caso para nuevo juicio. Hoy día, existen alrededor de 44 unidades de revisión de 
convicciones en los Estados Unidos. 

Ahora bien, se manifiesta que, según estadísticas provistas por el Proyecto 
Inocencia de Puerto Rico, de 2.4% a 5% de las personas confinadas son inocentes; es decir, 
que en la isla actualmente existen de 300 a 600 confinados erróneamente condenados. Se 
resalta además que el 75% de las convicciones revocadas se han podido lograr mediante 
el análisis de pruebas de ADN. 

La medida destaca que el Proyecto Inocencia, en conjunto con la Sociedad para la 
Asistencia Legal, han instado varias reclamaciones exitosas sobre alegadas convicciones 
erróneas. El Proyecto Inocencia provee representación legal a personas que, según surja 
de una investigación neutral, fueron convictas injustamente, enfatizándose en casos de 
evidencia biológica. Esta organización cuenta con la cooperación interagencial para 
lograr sus objetivos.  

En virtud de lo anterior, se expresa en la medida que es pertinente la creación de 
la Junta de Revisión de Convicciones Erróneas en Puerto Rico, a fin de facultar a este 
organismo para evaluar los casos ya adjudicados en los que potencialmente se haya 
establecido una convicción de manera errónea. 

ALCANCE DEL INFORME 

Para el estudio del P. del S. 1461, esta Comisión de Seguridad Pública evaluó los 
memoriales explicativos de la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana de 
Puerto Rico; la Junta de Libertad Bajo Palabra; la Comisión de Derechos Civiles; el 
Departamento de Justicia; el Departamento de Corrección y Rehabilitación; y la Sociedad 
para Asistencia Legal de Puerto Rico. Así también, el día 3 de marzo de 2020, en el Salón 
de Audiencias Luis Negrón López y en el horario de 9:00 am a 12:12 pm, la Comisión de 
Seguridad Pública, celebró una Vista Pública, donde se discutió el Proyecto del Senado 
1461. A dicha Vista Pública comparecieron:  

• El Lcdo. Julio Fontanet Maldonado, Director y Fundador del Proyecto Inocencia,
acompañado de la Lcda. Vanessa Mullet Sánchez;

• La Lcda. Yahaira Colón, en representación de la Sociedad para la Asistencia Legal;
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• La Lcda. Charlene Rivera Agosto, Sub Secretaria del Departamento de Corrección
y Rehabilitación,  acompañada de la Lcda. Julie Gómez, Directora de la Oficina
Asuntos Legales;

• y el Lcdo. Yamil Juarbe, Fiscal de Distrito, en representación del Departamento de
Justicia, acompañado del Lcdo. Daniel Vélez, Secretario Auxiliar del Área de
Legislación, la Lcda. Huldalí Figueroa López y la Fiscal Vanessa Birriel Figueroa.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Como punto de partida, se resalta de antemano que, tras evaluar con detenimiento 
las ponencias antes mencionadas, esta Comisión determinó acoger ciertas 
recomendaciones de las agencias y entidades que participaron en la evaluación de esta 
medida, por entender que fortalecerían la intención legislativa del proyecto y haría su 
aplicación más efectiva.  

FACULTAD DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD 
INTERAMERICANA DE PUERTO RICO 

En primer lugar, la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana de 

Puerto Rico, representada por el Dr. Julio E. Fontanet Maldonado, reiteró que apoya el 

proyecto de ley energéticamente. En su escrito expresó la importancia de conseguir 
evidencia biológica para someterla al análisis de ADN, y destacó lo oneroso que es 
obtener dichos análisis del Departamento de Justicia y lo difícil que ha sido lograr un 
nuevo juicio para la persona erróneamente convicta. Sostuvo que lo propuesto en el 
proyecto “va a permitir, por un lado discriminar entre casos meritorios e inmeritorios, 
pero sobre todo agilizar el reclamo, la excarcelación y la exoneración de personas 
convictas erróneamente.”1   

En el examen llevado a cabo del proyecto por el Dr. Fontanet Maldonado, se 
concurrió con lo propuesto sobre la composición de la Junta (Art. 3); las prohibiciones 
impuestas a los miembros de la Junta (Art. 6); la información necesaria para someter un 
reclamo para revisar la convicción de un condenado (Art. 7); la prioridad a convicciones 
por delitos graves sobre las menos graves (Art. 9); y los procesos de revisión y evaluación 
de la Junta de una solicitud (Art. 10). 

No obstante lo anterior, el Dr. Fontanet Maldonado recomendó ciertas enmiendas 
a la medida. En específico, sugirió lo siguiente:  

• Añadir como requisito al Artículo 8 que la condena no esté en proceso
de apelación en Puerto Rico.2 Es decir, que el dictamen sea final y firme.

1 Memorial Explicativo del P. del S. 1461 de la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana de 
Puerto Rico de 2 de marzo de 2020, pág. 3.  

2 Id.  
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• Aunque está de acuerdo con lo expresado en los dos primeros párrafos
del Artículo 11, consideró que lo dispuesto en su tercer párrafo es
innecesario, ya que la medida no obliga al Departamento de Justicia a
allanarse a una recomendación de exoneración que pudiera emitir la
Junta. Entiende que la Asamblea Legislativa no puede imponer
determinado curso de acción sobre un asunto discrecional y ministerial
del Departamento de Justicia, y por ende, de la Rama Ejecutiva. Ante
ello, recomendó eliminar dicho párrafo.3

• En cuanto a las determinaciones de la Junta luego de concluida la
investigación, contenidas en el Artículo 11, señaló que el informe debe
ser notificado a la persona que solicitó la investigación, al tribunal que
sentenció al convicto y al abogado que lo representó. Asimismo, se debe
compeler a la Junta a comparecer ante el tribunal cuando la persona está
en desacuerdo con el informe emitido para instar una acción solicitando
la revisión del análisis de ADN en virtud de la Ley Núm. 246-2015,
conocida como “Ley de Análisis de ADN Post Sentencia”,4 o como parte
de una petición de nuevo juicio. Aunque la Junta no acoja la revisión de
la condena, ello no impide a que la persona o el Departamento de Justicia
pueda acudir al tribunal bajo estos supuestos.5

• Por último, sugirió que en vez de “convicciones erróneas”, se utilice la
frase “condenas erróneas”.

JUNTA DE LIBERTAD BAJO PALABRA 

Por su parte, la Junta de Libertad Bajo Palabra (JLB) expresó que su finalidad es 
la administración de un sistema de libertad condicional como medio de rehabilitación del 
miembro de la población correccional que, cuando cumple con los requisitos impuestos, 
puede ser considerado para el disfrute del privilegio de libertad bajo palabra en la libre 
comunidad.6 Explicó que lo dispuesto en la medida no afecta los procedimientos 
ventilados ante la JLB, ya que los procedimientos bajo su jurisdicción comienzan post-
sentencia.  

Pese a lo anterior, manifestó que se debe aclarar quién de la Junta de Libertad Bajo 
Palabra es la persona que será miembro de la Junta creada por el proyecto de ley (Art. 3). 
Advirtió que, debido al alto volumen de casos que se atienden, la designación (ya sea el 

3 Id., pág. 4. 
4 34 LPRA sec. 4021 et seq.  
5 Id. 
6 Escrito presentado por la Junta de Libertad bajo Pablara el 18 de diciembre de 2019 en torno al P. del S. 

1461, pág. 1. 
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Presidente de la JLB o uno de los miembros asociados) pudiese generar conflicto con las 
funciones ya impuestas a ellos.   

COMISIÓN DE DERECHOS CIVILES 

La Comisión de Derechos Civiles endosó lo propuesto por el P. del S. 1461, con 
ciertas enmiendas. En cuanto a lo dispuesto en el Artículo 2 sobre el propósito de la 
medida, indicó que la solicitud a la Junta debe hacerse previo a instarse una petición bajo 
la Ley Núm. 246, supra, o un nuevo juicio.7  

Sobre lo expresado en el Artículo 3 del proyecto, opinó que es necesario aumentar 
a siete (7) los miembros de la Junta, con el objetivo de incluir a un funcionario del 
Negociado de Ciencias Forenses, un trabajador social y un abogado de la Rama Ejecutiva. 
Analizó que la inclusión de estas personas le daría continuidad a los trabajos efectuados 
por la Junta.8 De igual manera, recomendó añadir un artículo que disponga que el 
Secretario del Departamento de Corrección y Rehabilitación destaque, por lo menos, dos 
(2) funcionarios administrativos para apoyar los trabajos de la Junta.9

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA 

En primera instancia, el Departamento de Justicia (DJ) destacó que una Unidad 
de Revisión de Convicción (“Conviction Integrity Unit”, CIU) es una entidad que evalúa 
las reclamaciones de convictos por alegadas condenas erróneas.10 Estas unidades revisan 
extrajudicialmente las reclamaciones de inocencia post-sentencia de los confinados.11  

Precisado lo anterior, el DJ explicó que estas unidades generalmente están 
adscritas a las fiscalías con el fin de lograr una sana administración de justicia. Estas 
unidades investigan las reclamaciones que les llegan y emiten recomendaciones. Queda 
a la discreción del Fiscal de Distrito o Jefe de Fiscales el solicitar al tribunal la anulación 
o revocación de una condena, o sentar bases para un nuevo juicio.12 A manera de ejemplo,
mencionó el Programa de Integridad de Convicción de Manhattan-Nueva York, el cual
está compuesto de: un Comité de Integridad de Convicción; un Jefe de Integridad de
Convicción; y un Panel Asesor de Política de Integrada de Convicción. Este Programa
está adscrito al Departamento de Justicia, y los miembros que lo componen es personal
de la fiscalía.

7 Memorial Explicativo de la Comisión de Asuntos Civiles sobre el P. del S. 1461 de 14 de febrero de 
2020, pág. 4. 

8 Id., pág. 5. 
9 Memorial Explicativo de la Comisión de Asuntos Civiles sobre el P. del S. 1461 de 14 de febrero de 

2020, pág. 5. 
10 Escrito presentado por el Departamento de Justicia el 26 de febrero de 2020 en torno al P. del S. 1461, 

pág. 2. 
11 Id. 
12 Id. 
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Ahora bien, sobre lo dispuesto en el P. del S. 1461, el DJ consignó reservas para 

su aprobación. Notó que el Artículo 1 de la medida adscribe la Junta al Departamento de 
Corrección y Rehabilitación. Opinó que el propósito de la medida estaría mejor servido 
si la Junta está adscrita al DJ. Ello, ya que sería similar a lo dispuesto en otras 
jurisdicciones, como el ejemplo del Programa creado en Nueva York. En cuanto a lo 
expresado en el Artículo 2, consideró que se debe aclarar el concepto de “probabilidad 
sustancial”, ya que es confuso y similar al concepto de “probabilidad razonable”.13 De 
igual manera, indicó que el proyecto debe acoger los requisitos establecidos en las Reglas 
de Procedimiento Criminal14 y la jurisprudencia relacionada como fundamento para 
tomar la acción correspondiente.   

De otra parte, mencionó la Ley Núm. 246, supra, la cual permite presentar una 
moción ante el tribunal para realizar análisis de ADN sobre evidencia 
independientemente de que se haya utilizado o no en juicio, “pero que esté en poder del 
Instituto de Ciencias Forenses, Departamento de Justicia o de la Policía de Puerto Rico, 
así como de cualquier otra evidencia que haya sido encontrada con posterioridad al 
juicio.”15 Esta Ley además permite al Ministerio Público presentar una moción en 
oposición a la solicitud del convicto.16 Ante ello, expresó que el Artículo 7, que le concede 
la facultad a la Junta de atender solicitudes de revisión de una condena. Consideró 
necesario que, de establecerse una unidad como la CIU, se debe hacer referencia en la 
medida al procedimiento que establece la Ley Núm. 246, supra. Observó también que las 
facultades de revisión otorgadas a la Junta y la fuerza de ley de sus determinaciones, 
según se dispone en el Artículo 11 de la medida, “en efecto la convierten en un 
mecanismo alterno o incluso ‘jurado revisor’ de asuntos ya adjudicados.”17 Por ello, no 
recomendó que se cree dicho mecanismo alterno.18 

De otra parte, expresó que en el Artículo 3, que dispone sobre la composición de 
la Junta, se debe considerar la inclusión, como miembro, de un representante del 
Ministerio Público con experiencia en el área criminal, y que el ex juez sea una que haya 
atendido casos criminales en el Tribunal de Primera Instancia.19 De otro lado, señaló que 
no deber ser parte de la Junta un funcionario de la Junta de Libertad Bajo Palabra, pues 
sus funciones se limitan a conceder el privilegio de liberar a la comunidad a personas que 

13 Id., pág. 3. 
14 Específicamente las Reglas 187 a 192, las cuales versan sobre la concesión y los fundamentos para 

celebrar un nuevo juicio.  
15 Art. 3 de la Ley Núm. 246, supra; 34 LPRA sec. 4022. 
16 Escrito presentado por el Departamento de Justicia el 26 de febrero de 2020 en torno al P. del S. 1461, 

pág. 4. 
17 Id. 
18 Id. 
19 Id. 
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están cumpliendo sentencias.20 Recomendó que se debe incluir o un abogado con 
experiencia en el área criminal o un representante del Negociado de Ciencias Forenses; 
experto en el área de investigaciones forenses o de conducta humana.21 

De igual manera, consignó las siguientes recomendaciones: 

• Debe incluirse en el Artículo 8, dentro de los requisitos para iniciar una
investigación, que sólo se revisarán sentencias finales y firmes.22 De lo
contrario, la “revisión de la Junta violentaría conceptos de separación de
poderes y de agotamiento de procesos cardinales a nuestro
ordenamiento jurídico.”23 Asimismo, se debe aclarar lo dispuesto en el
inciso (6)24 de dicho Artículo, ya que es ambiguo. También se debe
corregir en el inciso (8) la referencia que se hace a “Unidad”, ya que debe
leer “Junta”.

• El Artículo 9 de la medida sólo debe proceder para la revisión de delitos
graves o delitos menos graves, pero cuya pena es de delito grave.25

• Lo expresado en la última oración del Artículo 926 debe formar parte de
los requisitos del Artículo 8 de la medida. No obstante, consideró
prudente que las evaluaciones se limiten a aquellas sobre corrección de
la convicción “y no meros reclamos de error en la sentencia, ya que la
misma es un ejercicio discrecional de derecho por el tribunal.”27

• Sobre el Artículo 10, que dispone el proceso de revisión de la Junta,
advirtió que el lenguaje utilizado es sumamente amplio y pudiese
incidir en información privilegiada. Es importante ser más específico
para salvaguardar privilegios aplicables.28

• La medida no es clara en que el informe de determinaciones de la Junta
será remitido al tribunal para la revisión de la sentencia, lo cual es

20 Id., pág. 5. 
21 Id. 
22 Id. 
23 Escrito presentado por el Departamento de Justicia el 26 de febrero de 2020 en torno al P. del S. 1461, 

pág. 5. 
24 El inciso dispone que “los registros de casos necesarios para la nueva investigación de la reclamación 

deben existir y estar disponibles para su revisión.”  
25 Id. 
26 La última oración del Art. 9 del proyecto expresa que “los reclamos sobre legítima defensa o que se 

basen en que la sentencia impuesta es errónea no aplicarán para la evaluación de la Junta.”  
27 Escrito presentado por el Departamento de Justicia el 26 de febrero de 2020 en torno al P. del S. 1461, 

pág. 5. 
28 Id. 
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sumamente importante al ser éste el único con la potestad para anular o 
revocar una convicción. Ello, en consideración del principio de la 
separación de poderes. Asimismo, se debe aclarar que la Junta tendrá 
capacidad jurídica para comparecer ante los tribunales para poder 
procesar la reclamación. 

• Observó que la medida no dispone de forma clara la asignación de
fondos para operar la Junta.

En atención a lo antes esbozado, el Departamento de Justicia manifestó que la Junta 
establecida en el proyecto no cumple con los fines de una Unidad de Integridad de 
Convicción como las instauradas en varias jurisdicciones de los Estados Unidos. Por ello, 
no favoreció la aprobación del P. del S. 1461, según redactado.   

DEPARTAMENTO DE CORRECCIÓN Y REHABILITACIÓN 

El Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) destacó que “el proyecto 
requiere de enmiendas sustanciales para que sea viable.”29 Indicó la necesidad de que 
otras agencias analicen la constitucionalidad de la medida. Entre las recomendaciones 
ofrecidas por el DCR, destacamos las siguientes:  

• En cuanto a las determinaciones de la Junta contempladas en el Artículo
11 de la medida, se debe considerar que la Asamblea Legislativa tiene la
facultad de delegar poderes a una agencia de manera amplia, siempre y
cuando se establezcan parámetros para dirigir la agencia y limitar su
ejercicio de discreción.30 Empero, opinó que se debe definir un plazo
para resolver las reclamaciones ante la Junta, con el fin de ofrecer
garantías mínimas procesales a los ciudadanos. Asimismo, expuso que
aunque la legislatura puede disponer que las determinaciones de una
agencia no estarán sujetas a una revisión judicial, ello no impide que
luego que se agoten los recursos administrativos no se pueda ir en
auxilio de los tribunales.31 Esto no aplica si se violentaron derechos
constitucionales.32

29 Memorial Explicativo del P. del S. 1461 del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 3 de 
febrero de 2020, pág. 8. 

30 Id., pág. 9. 
31 Id. 
32 Id. 
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• La Junta debe estar sujeta a la Ley Núm. 38-2017, según enmendada,
conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del
Gobierno de Puerto Rico.”33

• Expresó que en los Estados Unidos existen unidades tales como
“Conviction Integrity Unit” (CIU), similares a lo sugerido en la medida.
Destacó la “North Carolina Actual Innocence Commission”, la cual tiene
como fin auspiciar estudios, investigaciones y recomendaciones sobre
identificación de testigos, pruebas ADN y confesiones falsas. Esta es una
agencia independiente con el objetivo de revisar reclamos de inocencia.
Esta entidad ha sido exitosa, en parte porque tiene el poder de investigar
y anular condenas.

• Otro aspecto que destacó el DCR es que se debe hacer un estudio sobre
la viabilidad presupuestaria de la medida propuesta, ya que este tipo de
entidad refleja un alto costo y de recursos humanos para su
establecimiento y funcionamiento.

Por último, el DCR expresó que su ley orgánica le confiere la facultad para 
implementar la política pública relacionada con el sistema correccional y la rehabilitación 
de adultos y menores. Es un sistema integrado, dirigido a la seguridad y administración 
correccional, con el fin de armonizar el proceso de imposición de penas y medidas de 
seguridad, reducir sentencias, rehabilitación moral, social y educativa para fomentar la 
integración en la sociedad.34 Es por ello que opinó que lo propuesto en el P. del S. 1461 

“escapa a las funciones delegadas al DCR”.35 La agencia “sólo puede ejercer los poderes 
que [le] han sido conferidos expresamente en su ley orgánica y aquellos implícitos que 
sean razonablemente necesarios para llevar a cabo los conferidos expresamente.”36 

SOCIEDAD PARA LA ASISTENCIA LEGAL DE PUERTO RICO 

La Sociedad para la Asistencia Legal de Puerto Rico (SAL) destacó en su análisis 
de la medida la importancia de la doctrina de separación de poderes. Expresó que dicha 
doctrina está expresamente consagrada en nuestra Constitución37 y que la jurisprudencia 
en reiteradas ocasiones ha señalado que nuestro sistema de gobierno está compuesto por 

33 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
34 Refiérase al Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación, Plan Núm. 2-

2011, según enmendado, 3 LPRA XVIII et seq. 
35 Memorial Explicativo del P. del S. 1461 del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 3 de 

febrero de 2020, pág. 11. (Énfasis nuestro) 
36 Id. 
37 Art. I, Sec. 2, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. 
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tres ramas, separadas e independientes, cada uno con facultades disímiles y 
delimitadas.38 La Rama Legislativa tiene el deber de crear y aprobar leyes; la Ejecutiva de 
poner en vigor las mismas; y la Judicial el interpretarlas.39 

De otra parte, explicó la diferencia entre una convicción y sentencia: la convicción 
es la decisión tomada por un juez o jurado para encontrar al acusado culpable del crimen 
por el cual está en juicio,40 mientras que la sentencia se define como el “pronunciamiento 
hecho por el tribunal en cuanto a la pena que se le impone al acusado.”41 Habiendo hecho 
esta aclaración, la SAL brindó cinco (5) ejemplos de instancias en las que impugnan 
convicciones erróneas: inadecuada representación legal; supresión de evidencia por el 
Ministerio Público; identificación errónea del acusado;  evidencia forense mal manejada; 
y confesiones falsas. 

Según lo antes expresado, la SAL opinó que se debe determinar qué es lo que se 
va a atender en la medida para así determinar qué forma procesal se va a utilizar. Expresó 
que el proyecto tiene que dejar claro “cómo procesalmente se anulará o dejará sin efecto 
una sentencia y cómo las facultades y responsabilidades reconocidas a [la] Junta inciden 
sobre la normativa establecida actualmente en nuestro ordenamiento para reclamar un 
nuevo juicio por descubrimiento de prueba.”42   

Manifestó que los reclamos para solicitar un nuevo juicio están recogidos en las 
Reglas 187-192 de las Reglas de Procedimiento Criminal. Recalcó que la medida no puede 
ir por encima de las facultades de los tribunales y establecer “determinaciones que no son 
revisables por los tribunales[,] salvo algunas instancias específicas y mayormente con el 
propósito de exigir el cumplimento de una determinación de la Junta.”43  Por tal razón, 
observó la importancia de dejar claro cómo lo expresado en el proyecto interactúa con lo 
dispuesto en nuestro ordenamiento legal.  

En cuanto a lo dispuesto en la Ley Núm. 246-2015, la SAL indicó que dicha 
legislación establece un mecanismo procesal post-sentencia para que los convictos 
sentenciados puedan reclamar su inocencia. La Ley dispone los términos para solicitar el 
análisis de ADN, la facultad del tribunal de considerar la solicitud y los procedimientos 
de obtención y análisis de muestra. Señaló que era preocupante que la medida no hiciera 
mención alguna de esta Ley, además de no establecer procedimiento alguno si, entre las 
determinaciones de la Junta, se solicita realizar una prueba de ADN. Recomendó que 

38 Memorial Explicativo del P. del S. 1461 de la Sociedad para la Asistencia Legal de Puerto Rico de 26 de 
febrero de 2020, pág. 6. (Citas suprimidas)  

39 Id. (Cita suprimida) 
40 Id., pág. 7. (Cita suprimida) 
41 Id. (Cita suprimida) 
42 Id., pág. 13. 
43 Id. pág. 14. (Negrillas omitidas) 
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deben existir estándares de preservación y conservación de evidencia que pudiese en el 
futuro ser objeto de un reclamo de inocencia, para así ofrecer garantías de confiabilidad. 

Observó que es importante que las determinaciones de la Junta sean revisables al 
amparo de la Ley Núm. 38-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”,44 específicamente 
los Artículos 4.1, 4.5 y 4.6.45 Consideró que es imprescindible que se deban conceder todas 
las garantías de un debido proceso de ley para aquellos solicitantes que reclaman su 
inocencia.  

Por último, recomendó que se evalúe lo propuesto en el proyecto cautelosamente, 
para que sus disposiciones estén en armonía con el ordenamiento jurídico actual para 
facilitar el proceso de investigación y de revocación de un reclamo de inocencia. La SAL 
finalizó haciendo hincapié en que se debe incorporar en nuestro ordenamiento jurídico 
la figura del Juez de Vigilancia, proveniente de España. Este servidor tiene el fin de 
salvaguardar los derechos de los confinados, atendiendo ante los tribunales cuestiones 
relacionadas con la ejecución de las penas privativas de libertad. Ellos se concentran en 
la etapa del cumplimiento de la sentencia.  

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES 

Luego de un exhaustivo análisis, la Comisión de Seguridad Pública entiende que 
el fin perseguido por la medida es uno indudablemente meritorio en proveer mecanismos 
para liberar a personas que han sido erróneamente convictas. Así pues, tiene como fin 
último el rectificar la libertad del ser humano, que es un derecho fundamental en nuestra 
sociedad.  

Conforme a lo antes expuesto y tras analizar detenidamente las ponencias 
presentadas, se recomienda la aprobación del P. del S. 1461, con las enmiendas plasmadas 
en el Entirillado Electrónico que forma parte de este informe. Destacamos que aunque el 
Departamento de Corrección y Rehabilitación, manifestó que las facultades propuestas a 
la Junta de Revisión de Convicciones Erróneas van más allá de las facultades que le han 
sido concedidas por el Plan de Reorganización Núm. 2-2011, según enmendado, 
mediante ésta legislación se amplían y se les otorga facultad para lo propuesto. Así pues, 
entendemos que dicho Departamento es el idóneo y deberá suplir los recursos 
administrativos, investigativos, de fondos y lo requerido para operar la entidad cuya 
creación se propone en esta medida. De esta forma, entendemos que se viabiliza la 
efectiva ejecución de la intención legislativa.  

Así también, se acogieron recomendaciones vertidas en torno a la inclusión de la 
Ley Núm. 246-2015. De igual modo, se acogieron múltiples enmiendas de índole técnica 

44  3 LPRA sec. 9601 et seq. 
45  Id., secs. 9671, 9675 y 9676. 
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a fin de fortalecer la intención legislativa de la medida. De otra parte, se recomienda que 
el Departamento de Corrección y Rehabilitación, consigne los fondos en su presupuesto 
para la ejecución de esta legislación o que la Asamblea Legislativa asigne nuevas partidas 
presupuestarias a la entidad.   

Al tenor de lo anterior, la Comisión de Seguridad Pública del Senado de Puerto 
Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del Proyecto del Senado 
1461, con las enmiendas que se incluyen en el Entirillado Electrónico que forma parte de 
este Informe.  

Respetuosamente sometido, 

Hon. Henry E. Neumann Zayas 
Presidente   
Comisión de Seguridad Pública 



(Entirillado Electrónico) 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

18va. Asamblea 6ta. Sesión 
Legislativa  Ordinaria 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1461
  16 de noviembre de 2019 

Presentado por el señor Martínez Maldonado 

Referido a la Comisión de Seguridad Pública 

LEY 

Para crear la “Junta de Revisión de Convicciones Condenas Erróneas del Gobierno de 
Puerto Rico”, adscrita al Departamento de Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico, 
a los fines de facultar a dicho ente a evaluar reclamaciones de casos ya adjudicados 
donde se plantee la inocencia del acusado mediante evidencia nueva; y para otros 
fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 La Constitución de Puerto Rico, en su Artículo II, Sección 11, establece varios de 

los derechos de un acusado en procesos criminales.1 Entre ellos, resalta la presunción de 

inocencia de todo acusado, el derecho a presentar prueba a su favor y a estar representado 

por abogado. Estos derechos reconocidos a un acusado en un proceso criminal hacen de 

nuestro sistema de justicia uno de avanzada y balanceado. Sin embargo, no está ajeno de 

errores, y en ocasiones ocurren convicciones condenas erróneas debido a incongruencias 

en el proceso investigativo.  

Según el “National Registry Of of Exonerations”, para el año 2018, ascendía a 1,639 

años la cantidad de tiempo perdido en prisión por acusados que luego fueron exonerados 

1 Const. P.R. art. II, sec. 11 
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por no haber cometido el delito del que se les acusó y sentenció.2 Además, según consta 

en dicho informe, para el año 2018 hubo un récord de 151 personas convictas exoneradas 

por convicciones condenas erróneas.3 Muchos de estos casos, en ocasiones, se debe a 

resultaron de identificaciones erróneas, prueba pericial de poca confiabilidad, confidencias 

falsas, representación inadecuada, testigos mendaces o peor aún, por conducta 

inadecuada del Estado.  

Por ello, debido a que el problema de convicciones condenas erróneas se tornó en 

un asunto de preocupación en varios estados, se fueron desarrollando entes y 

organizaciones como el “Inoccent Innocence Project”, con el propósito de hacerle justicia 

a estos convictos. Gracias a los logros obtenidos por organizaciones como éstas estas, hoy 

en día en la mayoría de los estados existe lo que se conoce como “Conviction Integrity 

Unit”, el cual se encarga de evaluar la reclamación realizada por algún convicto sobre 

convicciones condenas erróneas y determinar si lo alegado es cierto. Entre sus 

capacidades, puede ordenar pruebas de ADN y someter el caso para nuevo juicio. 

Al día de hoy, existen alrededor de 44 unidades de revisión de convicciones 

alrededor de todos Estados Unidos. Según estadísticas del Proyecto Inocencia de Puerto 

Rico, de 2.4% a 5% de las personas confinadas son inocentes; es decir que en Puerto Rico 

actualmente existen de 300 a 600 confinados inocentes. Otro dato sorprendente, es que en 

el 75% de las convicciones condenas erróneas que han sido revocadas mediante el análisis 

de pruebas de ADN, se ha debido a han sido consecuencia de la identificación errónea del 

sospechoso. 

Puerto Rico no ha estado ajeno a este tipo de casos y gracias al Proyecto Inocencia, 

en conjunto con la Sociedad para la Asistencia Legal, se han llevado a cabo varias 

reclamaciones exitosas sobre alegadas convicciones condenas erróneas. Dicho proyecto 

provee representación legal a personas que, según surja de una investigación neutral, 

2 National Registry of Exonerations, 2018 Report, pág. 1, (abril/2019) 
3 Id. pág.2 
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fueron convictas injustamente. Esto lo hacen brindándole énfasis a casos de evidencia 

biológica, mediante cooperación interagencial. 

Es por ello que, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente crear la Junta de 

Revisión de Convicciones Condenas Erróneas del Gobierno de Puerto Rico, adscrita al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico, a los fines de facultar a 

dicho ente a evaluar reclamaciones de casos ya adjudicados donde se plantee la inocencia 

del acusado mediante evidencia nueva. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

 Artículo 1. Se crea la Junta de Revisión de Convicciones Condenas Erróneas del 1 

Gobierno de Puerto Rico, adscrita al Departamento de Corrección y Rehabilitación de 2 

Puerto Rico. 3 

Artículo 2. Propósito 4 

El propósito de esta legislación es brindar una herramienta de justicia adicional 5 

a nuestro componente ordenamiento legal, procurando por la revisión de convicciones 6 

condenas erróneas impuestas por un alguna sala del Tribunal General de Justicia de Puerto 7 

Rico. La Junta no funcionará como un jurado revisor de los acontecimientos ya 8 

adjudicados por un jurado o un tribunal de derecho; sino que evaluará reclamaciones 9 

de inocencia que ocurran cuando exista evidencia nueva que demuestre que se llevó a 10 

cabo una convicciones condenas errónea. La Junta investigará y determinará si la 11 

evidencia nueva brinda una probabilidad sustancial razonable de que la convicción 12 

condena del acusado fue errónea. La “probabilidad razonable” se refiere a la existencia de 13 
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probabilidad suficiente para cambiar el resultado de una convicción, de conformidad con los 1 

estándares requeridos para ello en las Reglas de Procedimiento Criminal. 2 

Artículo 3. Composición de la Junta 3 

La Junta estará compuesta por  (5) seis (6) miembros, nombrados por el 4 

Gobernador, con el consejo y consentimiento del Senado. Los miembros de la Junta 5 

seleccionarán de entre ellos por mayoría de votos al director y al subdirector, quien 6 

quienes ocupará ocuparán el cargo durante el término de su nombramiento. y El 7 

subdirector sustituirá al director durante su ausencia en todas sus funciones. 8 

Los miembros de la Junta deberán ser: Un (1) ex fiscal, un (1) ex juez que haya 9 

atendido una sala criminal, un (1) miembro de la Junta de Libertad bajo Palabra, un 10 

(1) funcionario del Negociado de Ciencias Forenses, un (1) miembro del Proyecto Inocencia11 

que deberá ser abogado y un (1) Profesor de Derecho en el área criminal de 12 

cualesquiera de las Universidades de Derecho de Puerto Rico. Las personas 13 

seleccionadas para formar parte de la Junta deberán ser mayores de edad, residentes 14 

de Puerto Rico, de probidad moral y con reconocido conocimiento e interés en los 15 

procesos penales. 16 

Los nombramientos serán por un término de seis (6) años. El nombramiento 17 

para cubrir una vacante que ocurra antes de expirar el término de un miembro de la 18 

Junta se expedirá por el resto del término. Los acuerdos y determinaciones de la Junta 19 

serán adoptados por mayoría de sus miembros. 20 
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La Junta adoptará un reglamento para su funcionamiento. Al momento de 1 

constituirse la Junta en pleno, deberá deberán estar presente por lo menos tres (3) de 2 

los miembros que forman parte de la Junta. 3 

Los miembros de la Junta, no recibirán compensación alguna por el desempeño 4 

de sus funciones. Sin embargo, si el Secretario del Departamento de Corrección y 5 

Rehabilitación identifica los fondos necesarios, tendrán derecho al cobro de dieta por la 6 

cantidad de cincuenta (50) dólares, por cada día o fracción de día que dediquen a sus 7 

gestiones oficiales como miembros de la misma. Lo antes expuesto, no será de 8 

aplicación a los funcionarios públicos que formen parte de la Junta. 9 

Artículo 4. Remoción de los Miembros de la Junta.  10 

El Gobernador podrá remover a cualquier miembro de la Junta por 11 

incapacidad, ineficiencia, negligencia, o conducta impropia en el desempeño de su 12 

cargo, previa la formulación y notificación de cargos por escrito, y dicho miembro 13 

tendrá la oportunidad de defenderse, por sí o por medio de abogado, ante el Secretario 14 

de Justicia o ante el funcionario que éste designe. Los cargos deberán ventilarse dentro 15 

de treinta (30) días, contados a partir de su notificación al querellado, y la evidencia y 16 

recomendaciones del Secretario de Justicia en relación con los cargos serán sometidas 17 

al Gobernador para acción definitiva. 18 

Artículo 5. Fondos  19 

Se faculta a los miembros de la Junta, al igual que al Secretario de Corrección, 20 

a realizar los acuerdos colaborativos necesarios para la implementación y ejecución de 21 
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esta Ley. Igualmente, podrán El Secretario de Corrección y Rehabilitación deberá solicitar 1 

aquellos fondos federales que apliquen a lo aquí dispuesto., tales como los concedidos al 2 

amparo del Justice for All Act of 2004. De otra parte, se designará cualquier cantidad adicional 3 

de fondos no comprometidos del Tesoro Estatal que sea identificada por la Oficina de Gerencia 4 

y Presupuesto o la Asamblea Legislativa para llevar a cabo los fines de esta Ley. 5 

Artículo 6. Prohibición 6 

Se prohíbe que un miembro de la Junta participe en la evaluación de alguna 7 

reclamación de la cual haya sido parte como abogado, fiscal o juez, en función de su 8 

práctica previa a formar parte de la Junta. Tampoco se permitirá que un fiscal, policía 9 

o investigador que haya formado parte del proceso de algún caso bajo evaluación,10 

forme parte del proceso llevado a cabo por la Junta. Sin embargo, esta prohibición no 11 

será de aplicación si la Junta interesa entrevistarlos para recibir alguna información 12 

pertinente del caso. 13 

Artículo 7. Reclamación 14 

La reclamación la podrá realizar el convicto, un familiar de éste o su abogado, 15 

cuando sea su interés que se revise su convicción condena. Para ello, deberá someter 16 

por escrito su reclamo ante la Junta y proporcionar la siguiente información: 17 

1. el nombre del convicto;18 

2. el número de caso y el año de la convicción condena; y19 

3. una descripción de la base fáctica para el reclamo de inocencia.20 
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Si se solicita una prueba de ADN, la solicitud debe contener una descripción 1 

del material que se analizará y una explicación de cómo los resultados de la prueba de 2 

ADN respaldarán el reclamo de inocencia. 3 

Artículo 8. Requisitos 4 

Antes de iniciar la investigación del caso en cuestión, deberá cumplirse los 5 

siguientes requisitos: 6 

1. la convicción tiene que haber sido impuesta por un Tribunal de Puerto7 

Rico y la sentencia a ese efecto deberá ser final y firme;8 

2. el perjudicado debe estar vivo y cumpliendo condena;9 

puramente legal; 10 

4. debe existir evidencia nueva y creíble;11 

5. el reclamante debe ofrece ofrecer nueva evidencia sobre su inocencia que12 

pueda ser investigada, corroborada y fundamentada;13 

6. los registros de casos necesarios para la nueva investigación de la14 

reclamación deben existir y estar disponibles para su revisión;15 

7. el reclamo no debe ser frívolo; y16 

8. el reclamante debe aceptar y cooperar plenamente con la Unidad Junta;17 

y18 
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9. el reclamante no debe estar tramitando o haber tramitado previamente el1 

procedimiento que provee la Ley Núm. 246-2015, según enmendada, conocida como 2 

“Ley de Análisis de ADN Post Sentencia”. 3 

Si los criterios de revisión se cumplen de otra manera, la Junta investigará el 4 

reclamo independientemente de los posibles escollos de procedimiento que existan 5 

para un litigio formal del reclamo. 6 

Por otra parte, se dispone que los reclamos sobre legítima defensa no cualificarán para 7 

la evaluación de la Junta. Tampoco se atenderán reclamaciones en torno a errores de la sentencia 8 

dictada que no se relacionen con nueva evidencia. 9 

Artículo 9. Prioridad 10 

La revisión de convicciones por delitos graves tendrá prioridad sobre la 11 

revisión de convicciones por delitos menos graves. Además, tendrán prioridad los 12 

reclamos presentados por personas que se encuentren encarcelados sobre los que se 13 

encuentren beneficiándose de algún tipo de método alterno de reclusión para cumplir 14 

su sentencia. 15 

Por otra parte, los reclamos sobre legítima defensa o que se basen en que la 16 

sentencia impuesta es errónea no aplicarán para la evaluación de la Junta. 17 

Artículo 10. Proceso de Revisión 18 

Cuando se reciba un escrito solicitando la revisión de una convicción condena 19 

errónea se le asignará un número de caso o expediente. La Junta revisará cada solicitud 20 
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y podrá solicitar aquella información necesaria para sustentar la reclamación, siempre 1 

y cuando la misma no sea privilegiada. Si la solicitud no contiene la información necesaria, 2 

la Junta podrá devolver la solicitud para que el reclamante complete la información 3 

requerida. 4 

Si la Junta determina que los requisitos y los criterios necesarios para la 5 

evaluación del caso no son cumplidos, le notificará al solicitante o su representante 6 

que no se tomará acción alguna al respecto. Tal determinación será sin perjuicio de los 7 

mecanismos que tiene disponibles el peticionario bajo otras leyes y reglas. 8 

Si el reclamante cumple con todos los requisitos, la Junta le notificará sobre su 9 

decisión y comenzará su investigación al respecto. Tal determinación será notificada a la 10 

persona convicta y al familiar de la persona convicta que presentó el reclamo. 11 

Si la Junta determina que el caso procede para evaluación, el proceso de 12 

investigación incluirá, pero sin limitarse a: 13 

1. una revisión completa del expediente del caso, documentos de14 

apelaciones de existir, mociones radicadas luego de la convicción15 

y toda evidencia relevante;16 

2. información de testigos de la defensa y su abogado;17 

3. información sobre confidentes o testigos del Estado; y18 
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4. las transcripciones de los procesos, todo así como cualquier otro1 

documento, evidencia o material que entienda pertinente para su2 

investigación.3 

Artículo 11. Determinaciones de la Junta 4 

La Junta tendrá total discreción sobre la decisión de iniciar la investigación del 5 

caso, cómo se investigará el reclamo y cómo se resolverá este. Las determinaciones de 6 

la Junta no podrán ser revisadas por ningún tribunal. Sin embargo, las 7 

determinaciones de la Junta tendrán fuerza de Ley, y en caso de una acción en 8 

contrario a lo dispuesto por la Junta, ésta podrá acudir al Tribunal a exigir su 9 

cumplimiento, de acuerdo a lo establecido en los Artículos 12, 13 y 14 de esta Ley. 10 

No habrá un plazo para resolver las reclamaciones presentadas ante la Junta, 11 

pero estas éstas deberán será ser atendidas con la premura que requiere dentro de las 12 

circunstancias de cada caso y de acuerdo a los recursos de la Junta. Esto se hará 13 

tomando en cuenta el tiempo transcurrido de los hechos por los cuales el reclamante 14 

fue imputado de delito y la complejidad del caso. 15 

El Departamento de Justicia no dará su consentimiento a la exoneración de una 16 

convicción por motivos de inocencia, a menos que la nueva investigación del caso 17 

establezca de manera clara y convincente la inocencia del convicto basada en la 18 

existencia de nueva evidencia creíble. 19 

Luego de que la Junta revise una solicitud y determine que dicho reclamo 20 

cumple con todos los criterios establecidos en esta Ley, preparará un memorándum 21 
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resaltando los méritos del caso y toda la información pertinente del caso, el cual será 1 

notificado al tribunal sentenciador, al abogado que representó a la persona convicta, a la persona 2 

convicta y al familiar de la persona convicta que presentó el reclamo. 3 

Las determinaciones de la Junta podrán incluir, sin limitarse a: 4 

1. La realización de una prueba de ADN por un laboratorio certificado para5 

probar la inocencia del convicto o para probar que fue otra la persona6 

que cometió el delito;7 

2. el reclamo de inocencia es válido;8 

3. el reclamo de inocencia no es válido;9 

4. que más información es necesaria para tomar una determinación; y10 

5. cualquiera otra evidencia pertinente al caso que cumpla con el derecho11 

vigente.12 

Luego de determinar que el caso analizado reúne todos los criterios y se establece una 13 

probabilidad razonable de que la convicción es errónea, la Junta asistirá al peticionario en el 14 

comienzo del proceso que se provee al amparo de la Ley Núm. 246-2015, según enmendada, 15 

conocida como “Ley de Análisis de ADN Post Sentencia”, de así interesarle al peticionario. Se 16 

dispone que la Junta tendrá capacidad jurídica para comparecer a nombre del peticionario y 17 

cumplir con los requisitos en dicha Ley. 18 
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 No obstante lo anterior, el peticionario, por sí o por medio de su representación legal, 1 

podrá determinar no acogerse a dicho mecanismo y proceder por conducto de su representación 2 

legal según los mecanismos provistos en las Reglas de Procedimiento Criminal. 3 

Artículo 12. Expedición y forma de citación 4 

 Toda citación requiriendo a un testigo para que comparezca ante la Junta, con 5 

el propósito de declarar, o de producir o entregar documentos u objetos, o para ambas 6 

cosas, podrá ser expedida por el pleno de la Junta, cuando se desea que comparezca 7 

el testigo y al efecto bastará que: 8 

1. Se precise en ella en dónde se llevará a cabo el acto;9 

2. vaya dirigida al testigo;10 

3. se requiera que dicho testigo comparezca en el día, hora y lugar11 

determinado, y de ser necesario, se requieran los documentos u objetos 12 

interesados; y 13 

4. lleve la firma del Director de la Junta.14 

Artículo 13. Forma, diligenciamiento y honorarios 15 

 La manera en que se diligenciará la citación será prescrita por la Junta mediante 16 

su reglamento.  La citación podrá ser enviada por correo ordinario, correo electrónico 17 

o presentada personalmente al testigo o su representante autorizado, por el personal18 

contratado a estos efectos. 19 

Artículo 14. Penalidad por no comparecer o rehusar contestar 20 
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 Cuando un testigo citado de acuerdo con los Artículos 12 y 13 de esta Ley no 1 

comparezca a testificar o no produzca los libros, papeles, récords o documentos, según 2 

haya sido requerido, o cuando cualquier testigo así citado rehusare contestar cualquier 3 

pregunta pertinente al asunto bajo investigación ante la Junta, ésta levantará un acta 4 

que contenga una relación de hechos donde se exponga lo sucedido. Dicha acta deberá 5 

ser firmada por el Director, y deberá ser entregada al Secretario de Justicia, quién 6 

tendrá el deber de formular las acusaciones correspondientes acudir ante el Tribunal 7 

de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan., para solicitar auxilio del Tribunal, so 8 

pena de desacato civil, conforme con lo expuesto en el Artículo 15 de esta Ley. 9 

Igual procedimiento se seguirá en caso de que cualquier testigo incurra en 10 

perjurio en una declaración ante la Junta, en cuyo caso el Ministerio Público deberá 11 

presentar la correspondiente denuncia. y si fuere declarado culpable, se castigará de 12 

conformidad con a las penalidades que fija el Código Penal de Puerto Rico. 13 

Artículo 15. Procedimiento judicial para obtener cumplimiento; desacato 14 

 Además de lo dispuesto en el Artículo 14 de esta Ley, cuando Cuando un testigo 15 

citado de acuerdo con los Artículos 12 y 13 de esta Ley no comparezca a testificar o no 16 

produzca los libros, papeles, récords o documentos u objetos, según haya sido 17 

requerido, o cuando cualquier testigo así citado rehusare contestar cualquier pregunta 18 

con relación a cualquier asunto o investigación que esté pendiente ante la Junta, según 19 

lo dispuesto en el Artículo 12 de esta Ley, la Junta podrá solicitar, por conducto del 20 

Secretario de Corrección y Rehabilitación, el auxilio la ayuda de la Sala Superior de San 21 
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Juan del Tribunal de Primera Instancia para requerir la asistencia y la declaración de 1 

testigos, y la producción y entrega de documentos u objetos solicitados en el asunto, 2 

pesquisa o investigación que dicha Junta esté llevando a cabo.  3 

Radicada la petición ante la Sala Superior de San Juan del Tribunal de Primera 4 

Instancia, si surgiera de ésta que el testigo incumplió la orden de la Junta, dicho 5 

tribunal deberá expedir una citación requiriendo y ordenando al testigo para que 6 

comparezca y declare o para que produzca la evidencia, documentos u objetos 7 

solicitados o para ambas cosas ante la Junta; y cualquier desobediencia a la orden 8 

dictada por el Tribunal será castigada por éste como un constituirá desacato civil al 9 

mismo. 10 

 Si el testigo incumpliere con la orden del Tribunal dictada bajo apercibimiento 11 

de desacato civil, al celebrarse la vista de desacato, el testigo podrá levantar en ella 12 

todas las cuestiones constitucionales, legales y de hecho que estimare pertinentes. En 13 

ningún caso existirá el derecho a descubrimiento de prueba a favor de un testigo citado 14 

a comparecer ante la Junta. 15 

Artículo 16. Reglamentación; Acuerdos colaborativos 16 

La Junta, en conjunto con el Secretario del Departamento de Corrección y 17 

Rehabilitación, deberá preparar y aprobar los reglamentos pertinentes para gobernar 18 

sus asuntos internos, en un término de ciento ochenta (180) días, luego de la 19 

aprobación de esta Ley. Mediante los mismos dicha reglamentación se establecerán los 20 
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parámetros y procedimientos para implementar las disposiciones de esta Ley, siempre 1 

y cuando no contravenga nada de lo dispuesto en la misma. 2 

Copia de los reglamentos aprobados por la Junta deberán ser registrados ante 3 

el Secretario de Estado de Puerto Rico, no más tarde de los cinco (5) días laborables 4 

posteriores a su aprobación. Los reglamentos de la Junta no estarán sujetos a Ley 38-5 

2017, según enmendada, conocida como la “Ley de Procedimiento Administrativo 6 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”. 7 

Asimismo, se faculta a los miembros de la Junta, al igual que al Secretario de Corrección 8 

y Rehabilitación, a realizar los acuerdos colaborativos necesarios para la implementación y 9 

ejecución de esta Ley. 10 

Artículo 17. Separabilidad 11 

Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada inconstitucional o nula, por 12 

Tribunal un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no afectará, 13 

perjudicará ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará 14 

limitado al párrafo, inciso o artículo de la misma que así hubiese sido declarado 15 

inconstitucional o nulo. 16 

Artículo 18. Vigencia 17 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 18 

Artículo 18. Informes ante la Asamblea Legislativa 19 
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La Junta, por conducto del Secretario de Corrección y Rehabilitación, presentará un 1 

informe ante la Asamblea Legislativa al cabo de los seis (6) meses de aprobarse esta Ley, en el 2 

que detallará todas las gestiones efectuadas en cumplimiento de esta Ley. Posteriormente, la 3 

Junta deberá rendir un informe anual, en o antes del 30 de junio de cada año. 4 

Artículo 19. Vigencia 5 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 6 
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AL SENADO DE PUERTO RICO 

La Comisión de Desarrollo del Oeste del Senado de Puerto Rico,
recomienda la aprobación con enmiendas de la Resolución Conjunta del Senado
452.

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La Resolución Conjunta del Senado 452 tiene como propósito denominar la
carretera 112 del Barrio Rocha hacia el Barrio Capa en el Municipio de Moca, con 
el nombre de Luis A. 11Tofuto" Pérez, quien se desempeñó como un gran líder
comunitario; autorizar la instalación de rótulos; autorizar el pareo de fondos.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Según se desprende de la Exposición de Motivos la Resolución Conjunta
del Senado 452, Don Luis Antonio Pérez Colón nació en Aguadilla, Puerto Rico el
16 de mayo de 1947. Cursó sus estudios primarios en la Segunda Unidad de Hato
Arriba, ahora conocida como la Escuela Bernaldo Méndez Jiménez, y se graduó de
la Escuela Superior Manuel Méndez Liceaga de San Sebastián en el 1966. Al
terminar su escuela superior partió hacia Nueva York donde junto a dos de sus
hermanos fundaron el Pérez Brothers Restaurant, especializados en comida criolla.
En el verano de 1981 mudarse a Puerto Rico y residir en el sector Magueyes del
barrio Rocha de Moca. En el 1982 inició labores en el Departamento de Agricultura
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donde se desempeñó como obrero, capataz y supervisor de brigadas bajo el 
programa de Administración de Servicios y Desarrollo Agropecuario. En 
diciembre de 2010 decidió acogerse a los beneficios de la jubilación, esto luego de 
28 años de excelentes servicios al Gobierno de Puerto Rico. 

¡ / íJ¡//7 Mostrando su compromiso con el prójimo, se destacó como un gran lider 

r ( comunitario. Tanto así, que dedicó sus esfuerzos a procurar ayudas y servicios 
__,,, para los residentes de su comunidad, tales como: la construcción y mejoras al 

Centro Comunal, cancha de baloncesto, el parque de pelota y trabajos de asfalto a 
caminos rurales. Fue parte de los voluntarios del primer programa de Consejos 
de Seguridad Vecinal de Puerto Rico, adoptado para mediados de la década de los 
80. A su vez, fue miembro fundador de la Asociación de Amigos de Rocha Inc.,
entidad sin fines de lucro que perseguía allegaT fondos para actividades
deportivas y caritativas del barrio. En el año 2009 fue convocado parn cubrir una
vacante de Legislador Municipal en el Municipio de Moca, posición que
desempeñó por el resto del cuatrienio y para la cual fue electo en las elecciones
generales de 2012. En esta encomienda presidió la Comisión de Agricultura y fue
secretario de la Comisión de Presupuesto.

Don Luis Antonio Pérez Colón, siempre tuvo muy claro la importancia del 
servicio a Dios y al prójimo. Postulante de la fe católica, fue Legionario de María 
por 35 años, matrimonio acogedor de parejas próximas a contraer nupcias, 
cursillista y miembro activo de la renovación carismática. Toñito, como 
cariñosamente lo llamaban sus más allegados, fue un hombre que vivió 
plenamente todo lo que la vida le ofreció. Disfrutaba viajar en compañía de su 
familia, la que para él siempre fue primero. Falleció en su residencia del Barrio 
Rocha el 26 de octubre de 2017, a la edad de 70 años. Por su trayectoria, ha logrado 
trascender la memoria de quienes lo conocieron y en los cuales dejó su huella. 

La Comisión de Desarrollo del Oeste del Senado de Puerto Rico, como paTte 
de la evaluación e investigación la Resolución Conjunta del Senado 452, le solicitó 
memoriales a las siguientes oficinas, departamentos y entidades: Municipio 
Autónomo de Moca, al Departamento de Transportación y Obras Públicas, 
Legislatura Municipal de Moca e Instituto de Cultura Puertorriqueña. 

A continuación, la descripción de las ponencias recibidas. 

Municipio Autónomo de Moca, Alcalde José Avilés Santiago 
Legislatura Municipal de Moca, Hon. Félix A. Hernández Méndez, Presidente 

Según se desprende del memorial emitido por el Hon. Félix A. Hemández 
Méndez, el mismo expresó que el Sr. Luis Pérez "Toñito" vivió la mayor parte de 
su vida en el Barrio Rocha de Moca, donde se dedicó a contribuir con su trabajo y 
esfuerzo al desarroUo de la comunidad. Los vecinos de este barrio están 
sumamente agradecidos por las aportaciones que este realizó. Además, el 
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honorable presidente reconoce la labor realizada por "Toñito" como Legislador 
Municipal, cargo que ocupó desde el 2009 hasta el 2016 donde presidio la 
Comisión de Agricultura, Industria y Comercio. El Hon. Félix A. Hernández en 
cumplimiento con su deber ante esta honorable Comisión de Desarrollo del Oeste, 
facilitó la Resolución Núm. 30 serie 2019-2020, Titulada; "Para endosar la rn.edidn

R.C. del S. 452 de In Autoría del Senador Han. Luis D. Muñiz Cortés, que tiene como
propósito designar la carretera estatal PR- 112, con el nombre de Luis A. "Toñito'1 Pérez
Colón (Q.E.P.D), en el Barrio Rocha de Moca; y para otros fines.".

Esta Resolución fue creada con la intensión de avalar la legislación y 
aprobación de esta medida. La Resolución Municipal fue aprobada el 4 de 
diciembre de 2019 por la Legislatura en Sesión Ordinaria con la mayoría de los 
votos afirmativos. A su vez, fue firmada el 5 de diciembre de 2019 por el Hon. José 
Avilés Santiago, Alcalde de Moca, el cual avala totalmente dicha medida 
legislativa. Este memorial demuestra el total apoyo y respaldo de la Asamblea 
Municipal del Municipio de Moca y su Alcalde ante la intensión o propósito de 
esta medida. 

Legislatura Municipal de Moca, Hon. Etienne Tamil Vega Hernández, 

Legisladora 

La Hon. Etienne Tamil Vega Hemández, Legisladora Municipal del 
Municipio de Moca, expuso que al Sr. Luis Antonio Pérez Colón no tan solo fue 
un gran líder comunitario en su Barrio Rocha sino que también fue una persona 
que participaba activamente de las actividades de la iglesia específicamente de la 
capilla Nuestra Señora de la Providencia del Barrio Rocha. Según la Hon. Vega 
Hemández los que conocieron y tuvieron el honor de ser amigo de este servidor 
Don Luis es un orgullo y están sumamente agradecidos con la ardua labor que 
siempre realizó en beneficio de su barrio y pueblo. La honorable Legisladora 
expresa que fueron muchos los consejos que recibió por parte de Don Luis lo cual 
la ayudo a forjarse. La misma, cuenta que dentro de las labores que este ejercía el 
más recordado es su afán de mantener las áreas verdes de su comunidad 
embellecidas. También, recuerda que el mismo era devoto a Dios y compartía la 
palabra bíblica con sus vecinos casa por casa. Es por estos motivos, que la Hon. 
Vega Hernández recomienda la aprobación de esta medida. 

Departamento de Transportación y Obras Públicas 

El Sr. Carlos M. Contreras Aponte, Secretario del Departamento de 
Transportación y Obras Públicas, expuso sobre la Resolución Conjunta del Senado 
452 que el mismo tiene conocimiento de lo valioso que es para los constituyentes 
ser honrado por medio de nombramientos y rotulaciones. No obstante, este 
departamento fomenta que se identifiquen las carreteras únicamente utilizando 
numeraciones. A los fines de la medida bajo consideración, estos proponen lo 
siguiente; denominar la carretera 112 del Barrio Rocha hacia el Barrio Capa en el 
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Municipio de Moca, con el nombre de Luis A "Toñito" Pérez, ordenar a la 
Comisión Denominadora de Estructuras y Vías Públicas de Puerto Rico, al 

✓, -� Departamento de Transportación y Obras Públicas y al Gobierno Municipal de

f}/ ) Moca, realizar los b·ámites pertinentes para la implantación de esta Resolución.

j,? ( / Además, autorizar al Municipio de Moca, en coordinación con el Departamento 
\._..- de Transportación y Obras Públicas de Puerto Rico, a peticionar, aceptar, recibir, 

preparar y someter propuestas para aportaciones y donativos de recursos de 
fuentes públicas y privadas; parear cualesquiera fondos disponibles con 
aportaciones federales, estatales, municipales o del sector privado; así como a 
entrar en acuerdos colaborativos con cualquier ente, público o privado, dispuesto 
a participar en el financiamiento de esta rotulación y el Departamento de 
Transportación y Obras Públicas y/ o la Autoridad de Carreteras y Transportación 
deberá proveer la asesoría técnica necesaria para velar por que la rotulación del 
tramo aquí designado cumpla con las especificaciones establecidas en el "Manual 
de Dispositivos Uniformes para el Control de Tránsito en las Vías Públicas 
(MUTCD)". Dicho manual es el documento federal que contiene los parámetros 
para dar uniformidad a los dispositivos de control de tránsito en toda carretera 
disponible al ciudadano. Esto, según establece el Sr. Carlos M. Contreras Aponte, 
es indispensable para continuar recibiendo la ayuda de fondos federales. Estos 
añaden que en ocasiones no cuentan con el espacio requerido para dicha 
rotulación lo que podría ocasionar contaminación ambiental. 

Por otra parte, el personal técnico de la División de Reglamentación y 
Control de Tránsito de la Autoridad de Carreteras y Transportación expresó no 
tener objeción ante la legislación y aprobación de la medida donde se designe la 
carretera PR-112 completa desde su intersección con las carreteras PR-13 y PR-459 
en el Municipio de Isabela hasta la carretera PR- 125 del Municipio de Moca. Su 
evaluación acerca de la medida que presenta la honorable Comisión de Desarrollo 
del Oeste, es basada en la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según enmendada. 
La cual establece que le corresponde a la Comisión Denominadora de Estructuras 
y Vías Públicas de Puerto Rico, evaluar las designaciones con nombre que sean 
propuestas siguiendo normas y procedimientos de plena justicia. A la luz de lo 
anterior, no les compete analizar sobre nombramientos, por lo que su aportación 
circunscribe a la rotulación de la carretera que contempla esta medida y las 
regulaciones aplicables. Aun así, consideran que Puerto Rico está atravesando una 
dificultad fiscal que amerita una mejor administración de los recursos y no creen 
pertinente utilizarlos en esta rotulación. Recomiendan, que la medida aprobada 
entre en acuerdos colaborativos con cualquier entidad privada que cubra los 
costos de la rotulación. 
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RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

La Resoluci6n Conjunta del Senado 452 tiene la intensi6n de denominar la
carretera 112 del Bardo Rocha hacia el Barrio Capa en el Municipio de Moca, con
el nombre de Luis A. "Tofrito" P6rez, quien se desempei6 como un gran lider
comunitario; autoriza! la instalaci6n de r6fulos; autorizar el pareo de fondos,
debido a su gran aportaci6n comunitaria al Barrio Rocha det Municipio Autonomo
de Moca. Por consiguientei fueron solicitados memoriales a la Legislatura
Municipal de Moca, al Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas,
Instituto de Cultura Puertorriqueia y al Municipio de Moca. En los hallazgos y
resultados obtenidos se encuenhan las expresiones del Hon. Felix A. Hemendez
Presidente de la Legislatura de Moca y el Alcalde de Moca, el Hon. Jos6 Avil6s
Santiago, los cuales expresan que es para cllos un orgullo honrar a un excelente
seNidor comunitario y su excelente labor como Legislador Municipal como lo fue
Don Luis. Estos para demostlar su a favor por la R.C. del S. 452 aprobaron la
Resoluci6n Nrim. 30 seie 2019-2020, Tihtlada "Para endaar la medila R.C. del 5.

452 dc la Autori.t del Senador Hon. Luis D. Mufiiz Cortis, que tiene cofio propdslto
designar Ia cffrctefi estotal PR- 112, co el nombre de Luis A- "Toiito" Pirez Col6n
(Q.E.P.D), en el Barrio Rocha de Moca; y pnra otros fnes." aprobad.a el 4 de diciembre
d,e 2019."

Consecuentemente, el Hon. Etienne Y. Vega Hernandez, certific6 en su
memodal emitido su gran admiraci6n por la labor en calidad de persona que
realiz6 "Toiito" como cariiosanente lo llamaban. Ademiis, testific6 que los
consejos brindados por Don Luis hacia su persona sirvieron de guia para su
desarrollo. Por oha parte, el Departamento de Obras Ptbtcas estableci6 que 6stos
favorecen que las carreteras se rofulen num6ricamente, aun asi no les compete a

ellos tomas esta decisi6n sino que le corresponde a la Comisi6n Denominadora de
Eshucturas y Vias Priblicas de Puerto Rico, evaluar las designaciones con nombre
que sean propuestas siguiendo normas y procedimientos el personal t6cnico de la
Divisi6n de Reglamentaci6n y Control de Transito de la Autoridad de Carreteras
y Transportaci6n expies6 no tener obieci6n ante la legislaci6n y aprobaci6n de la
medida donde se designe la carretera PR-112 completa desde su interseccion con
las carreteras PR-13 y PR-159 en el Municipio de Isabela hasta Ia carretera PR- 125
del Municipio de Moca. Es por esto, que no existe ninguna objeci6n contundente
para que esta medida sca legislada y debidamentc aprobada por la Honorablc
Asamblea Legislativa de Puerto Rico.
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Conforme a lo expresado, vuesha Comisi6n de Desarrollo det Oeste del
Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n recomienda la aprobaci6n
con enmiendas de la Resoluci6n Conjunta del Senado 452.

Respetuosamente sometido,

Hon. Luis
Presidonte

Muiiz Cort6s

Comisi(in Desarrollo
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Referi&t a la Comisiitn del Desarrollo del Oeste

RESOLUCION CONJUNTA

I'ara denominar la-€a++e+e+a dcsde el kil6nrfro 14.6 dcl ltnrrio Rot:|1tl, jtlsta li1\ttc n Lu n tifltn
escuelo lotge Washi gton, de la Cateteta 11). hash el ctuce con li PR-125 del bnrio
eapa QEi en el Municipio de Moca, con el nombre de Luis A. 'Tofrito" Perez,
quicn sc descmpeii6 como un gran lider comunita o; autodzar la instalaci6n de
16tulos; autodzar cl pareo de fondos; y para ohos fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Don Luis Antonio P6rez Col6n naci6 €n Aguadilla, Puerto Rico el 16 de mayo de

1947. Fue el octavo de nueve hijos producto de la uni6n del Sr. Luis P6rez Anglada y la

Sra. Eugenia Col6n Rodriguez. Se<+i6 Don Tofuto creci6 en el bario Saltos de San

Sebasti6n, ayudando junto a sus hermanos en las labores de la finca. Curs6 sus estudios

primarios en la Segunda Unidad de Hato Arriba, ahora conocida como la Escuela

Bemaldo M6ndez Jim6nez, y se gradu6 de la Escuela Superior Manuel M6ndez Liceaga

de San Sebastian en el 1955. Al terminar su escuela superior patti6 hacia Nueva York

donde junto a dos de sus hermalos fundaro\ el Pirez Brothers Reslmtlarlr, especializados

(ENTTRTLLADO ELECTRONTCO)

/ R. C. del S.452
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tti
I en'comida criolla. En diciembre de 1969 regresa a Puerto Rico y contrajo matrimonio

con Maria Elena Vargas P€rez. En 1970 deciden trasladarse a Brooklyn, New York,

donde establecieron su residencia por doce afros, liempo en el cual procrearon sus tres

retoios, Elena, Cynthia y Luis Antonio.

En el verano de 1981 deciden mudarse a Puerto fuco y residir en el sector

Magueyes del barrio Rocha de Moca. En el 1982ainici6 labores en el Departamento de

Agricultura- 5e !!g!!h_!g desempei6 como obrero, capataz y supervisor de brigadas

bajo el programa de Adminishaci6n de Servicios y Desarrollo Agropecuario. En

diciembre de 2010. decidi6 acoge$e a los beneficios de la jubilaci6n, esto luego de 28

aflos de excelentes servicios al Gobiemo de Puerto Rico.

Mostrando su compromiso con el pr6iimo, se destac6 como un gran llder

comunitado. Procur6 ayudas y servicios a los residentes de su comunidad, tales como

la conshucci6n y mejoras al Centro Comunal, cancha de baloncesto, el parque de pelota

y trabaios de asfalto a caminos rurales. Iue parte de los voluntarios del primer

piograma de Conseios de Seguddad Vecinal de Puerto Rico, adoptado para mediados

de la d6cada de los 80. Fue miembro fundador de la Asociaci6n de Amigos de Rocha

Inc., entidad sin fines de lucro que perseguta allegar fondos para actividades deportivas

y caritativas del barrio. En el ano 2009. fue convocado para cubrir una vacante de

Legislador Municipal en el Municipio de Moca, posici6n que desempei6 por el resto

del cuatrienio y para la cual fue ele.to en las elecciones generales de 2012. En esta

encomienda presidi6 la Comisi6n de Ag cultura y fue secretario de la Comisi6n de

Presupuesto.

Siempre tuvo muy claro la importancia del servicio a Dios y al p!6iimo.

Postulante de la fe cat6lica, fue Legionario de Mada por 35 aios, matdmonio acogedor

de parejas pr6ximas a conbaer nupcias, culsillista y miembro activo de la renovaci6n

carism6tica. Toiito, como caririosamente lo llamaban sus mas allegados, fue un hombre

que vivi6 plenamente todo lo que la vida le ofreci6. Disfiutaba viaiar en comPaiila de

su familia, la que para 6l siempre fue primero. Falleci6 en su residencia del Barrio

/.
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Rocha el 26 de octubrc de 2017, a la edad de 70 afros. Por su tayectoda, ha logrado

hascender la memoria de quienes lo conocieron y en los cuales dei6 su huetla.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Secci6n 1.-Se denomina €aIre+era Mio

2 .capa desdc el kil6ntlro 14.6 del bnrrio Rochtl, jltslo ftute n ln nnlieta escu(ltl lorue

1 l\lnsl ittlo , tlc li C.trrct(.ra 11 htlsttl rl rnrce co li PR 125 del hnttio qLi en el Municipio

4 de Mrra, con el nombre de Luis A. "Tonito" Pdrez, quien se desempei6 como un gran

5 lider comunitario.

6 Secci6n 2.-Se ordena a la Comisi6n Denominadora de Estructuras y Vias

7 P(blicas de Puerto Ri.o, al Departamento de Transportaci6n y Obras Pfblicas y al

8 Gobieino Municipal de Moca, realizar los tramites pertinentes para la implantaci6n de

9 esta Resoluci6n Coniunta.

l0 Secci6n 3.- A fin de lograr la rotulaci6n aqui designada, se autoriza al Municipio

ll de Moca, en coordinaci6n con el Departamento de Transpoltaci6n y Obras Pfblicas de

l2 Pue o Rico, a peticionar, aceptar, recibir, preparar y someter propuestas para

13 aportaciones y donativos de recursos de fuentes piblicas y privadas; parear

14 cualesquiera fondos disponibles con aportaciones federales, estatales, municipales o del

l5 sector privado, asi como a enhar en acuerdos colaborativos con cualquier ente, p(blico

l6 o privado, dispuesto a participar en el financiamiento de esta rotulacion.

17 Secci6n 4.- El Departamento de Traisportaci6n y Obras pibl_icas y/o la

18 Autoridad de Carreteras y Transportaci6n debere proveer la asesoria t6cnica n€resaria

I



4

I para velar por que la rotulaci6n del hamo aqut designado cumpla con las

2 especificaciones establecidas en el "Manual de Dispositivos Uniformes para el Control

3 de Tr6nsito en las Vias Priblicas (MUTCD)" y cualquier otra reglamentaci6n aplicable.

4 Secci6n s.-Esta Resoluci6n Coniunta comenzarA a regir inmediatamente despu6s

5 de aprobaci6n.

0,
/.
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18va Asamblea   7ma  Sesión 
Legislativa  Ordinaria 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 512

Informe Final 

 10 de mayo de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Educación y Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico, 
rinde su Informe Final sobre la R. del S. 512. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La Resolución del Senado 512 tiene como objetivo ordenar a la Comisión de 
Educación y Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico realizar una 
investigación exhaustiva sobre la proliferación de instituciones que ofrecen grados de 
forma acelerada, a fin de constatar que las mismas cumplan con las leyes y reglamentos 
aplicables. 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Según se desprende de la Exposición de Motivos de la medida, la educación 
juega un papel importante en el desarrollo de la sociedad puertorriqueña. La educación 
en Puerto Rico no se limita a la educación pública y privada, básica y superior, han 
surgido nuevas modalidades educativas, como la educación acelerada. La educación 
acelerada es una modalidad no tradicional, en la que se ofrecen los cursos o asignaturas 
básicas académicas de nivel secundario, en un término menor al establecido por el 
Departamento de Educación.  

En Puerto Rico, durante los pasados años, se han proliferado las instituciones 
educativas como alternativa para completar la escuela de forma acelerada y a distancia. 
Lamentablemente, han surgido serios cuestionamientos en cuanto a la calidad de 
educación que en ellos se ofrece. 
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COMENTARIOS RECIBIDOS 
 

Para un completo análisis de esta medida y a los fines de llevar a cabo el estudio 
ordenado se celebró una Vista Pública ante nuestra comisión el pasado 2 de mayo de 
2018. A la misma asistió representación del Departamento de Educación, Departamento 
de Justicia y Consejo de Educación de Puerto Rico. Por otra parte, la Oficina de Gerencia 
y Presupuesto sometió sus comentarios por escrito. 

 
Inicialmente, el Departamento de Educación indicó que presentó una ponencia 

en torno al P. del S. 649, el cual busca incluir unos requisitos adicionales para las 
instituciones privadas de educación básica. En dicha ponencia, el Departamento apoyó 
su aprobación reconociendo los objetivos del proyecto y compartiendo las 
preocupaciones de la Asamblea Legislativa en torno a la proliferación desmedida de 
estas instituciones. 

 
El Departamento fomenta la diversidad educativa a través del área de Educación 

Alternativa adscrita a la Subsecretaría para Asuntos Académicas. El programa brinda 
servicios a estudiantes mayores de 16 años y adultos y ofrece el examen de equivalencia 
de escuela superior a todos los adultos que lo soliciten. Además, le da la oportunidad a 
la ciudadanía en general de completar sus estudios superiores. También, en el área de 
Educación Alternativa vela por que el programa utilice métodos validados de 
enseñanza y cumpla con todos los requisitos estatales y federales. Todo lo anterior son 
reforzados por ofrecimientos similares de los consorcios municipales, el Departamento 
de la Familia y de Vivienda, todos subvencionados con fondos federales del programa 
WIOA. 

 
Por otro lado, la Comisión cito al entonces Consejo de Educación de Puerto Rico 

(CEPR) quien era la agencia reguladora independiente, con funciones cuasi-judiciales y 
cuasi-legislativas, que se encargaba de administrar la política pública sobre los 
estándares de la educación de Puerto Rico. También, evaluaban y emitían licencias a 
instituciones educativas tanto públicas como privadas que operaban en Puerto Rico 
desde el nivel elemental hasta universitario, sin menoscabar la autonomía de dichas 
instituciones y las post-secundarias no universitarias.  

 
En su ponencia hicieron referencia al Proyecto del Senado 649 y 888 lo cuales 

recogen, según ellos, todas las preocupaciones. Reconocieron la proliferación de los 
centros educativos como alternativas para completar la escuela de forma acelerada. De 
hecho, resultaba ser una opción en la medida en que tuvieran el compromiso de proveer 
a los estudiantes de las competencias y destrezas necesarias para completar estudios. 
Sin embargo, en nuestro sistema no tienen los recursos suficientes para garantizar del 
todo la calidad académica de los egresados de dichas instituciones educativas. 
Lamentablemente, es una realidad que no todas las instituciones que ofrecen estos 
programas le proveen al estudiante herramientas necesarias para obtener el diploma de 
cuarto año, entre ellas que el estudiante tome parte de sus clases de forma presencial. 
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En el comienzo, la modalidad de escuelas aceleradas ofrecía alternativas al 
estudiante adulto mayor de 18 años y con alto aprovechamiento académico que pudiera 
culminar en corto tiempo su grado de escuela superior. Para los años 90 existían 37 
instituciones con licencias para ofrecer cursos acelerados, donde se brindaba la escuela 
superior en un periodo de 2 años. Al momento de celebrar la vista pública, existen 74 
instituciones con licencias para ofrecer estos cursos y muchas de ellas en un mes 
aprueban un grado y en tres meses o menos se obtiene la certificación de cuarto año. 

 
No obstante, el CEPR demostró especial interés en buscar soluciones para 

salvaguardar la calidad de la educación provista a cada uno de los estudiantes que se 
matriculan en estas instituciones educativas. Es por ello que, dentro del Reglamento de 
Licenciamiento de Educación Básica incorporó varias disposiciones relativas a 
establecer procesos más rigurosos para estas entidades. A pesar de sus esfuerzos, 
solicitaron a este Alto Cuerpo la aprobación de requisitos y lineamientos más estrictos 
que les permitan llevar a cabo una gestión más efectiva y les otorguen recursos que los 
ayuden a fiscalizar y dar continuidad a su trabajo, realizando monitorias periódicas 
para corroborar el fiel cumplimiento de las instituciones con relación a los requisitos 
esbozados en la Ley y Reglamentos para este sector. 

 
En cuanto al Departamento de Justicia expresó sus comentarios legales sobre la 

medida. En el mismo indica que el Consejo de Educación no será una entidad de 
enfoque dirigista sino una que propicie el surgimiento y desarrollo de nuevas ofertas 
educativas necesarias para el desarrollo integral del pueblo. Asimismo, coordinará, 
desarrollará y pondrá en acción los elementos de política pública sobre licenciamiento 
de las instituciones educativas y cómo promover una oferta educativa que sea atractiva 
a la población infantil, juvenil y adulta. 

 
Para cumplir con lo anterior, se le confirió al CEPR amplias y diversas facultades 

para expedir y renovar licencias a las instituciones de educación básica e instituciones 
de educación superior que lo soliciten para establecer, operar y ofrecer servicios 
académicos a la población estudiantil en Puerto Rico. De igual modo, le correspondía 
adoptar y promulgar reglamentos para la concesión de licencias a instituciones de 
educación y los procedimientos para la acreditación de estas. 

 
Por último, la Oficina de Gerencia y Presupuesto sometió sus comentarios por 

escrito y en el mismo resalta el amplio poder de investigación y fiscalización que posee 
la Asamblea Legislativa, el cual ha sido reconocido como un elemento necesario para 
ejecutar la facultad de hacer leyes.  

 
Por otro lado, mencionó que la agencia colabora en evaluaciones de aquellos 

proyectos de ley que inciden en el uso de fondos públicos. De igual forma, su área de 
competencia incluye tanto asuntos de índole programáticos y de gerencia 
administrativa, como asuntos municipales y de tecnología de información del Gobierno. 
Por consecuencia, al evaluar la medida en referencia encontraron que no dispone de 
asignaciones presupuestarias, ni asuntos relacionados a su área de competencia. Por lo 



Página 4 

 

Comisión de Educación y Reforma Universitaria 

 

que, solicitaron ser excusados y recomendaron que se tome en consideración la opinión 
del Departamento de Educación y del entonces Consejo de Educación. 

 
Es imperativo, por parte de la Comisión, traer a la atención que meses luego de 

celebrada la vista se aprueba el Plan de Reorganización del Consejo de Educación de 

Puerto Rico. Como consecuencia de este Plan, se aprueba la Ley 212-2018, según 

enmendada, mejor conocida como “Ley de Registro y Licenciamiento de Instituciones 

de Educación”, la cual tiene el propósito de ejecutar y dar cumplimiento al Plan de 

Reorganización del Consejo de Educación de 2018 (en adelante Plan) adoptado al 

amparo de la Ley 122-2017, el cual creó la Junta de Instituciones Postsecundarias 

adscrita al Departamento de Estado y le transfirió facultades y poderes previamente 

atendidas por el Consejo de Educación de Puerto Rico. 

A estos fines la nueva Junta de Instituciones Postsecundarias, entre otras cosas, 

regula las Instituciones de Educación con modalidad acelerada. Ante la importancia de 

regular la educación con modalidad acelerada, se dispuso en la Ley que todas 

Instituciones de Educación Básica con Modalidad Acelerada que estén operando a la 

fecha de vigencia de esta Ley 212, supra, y que no se encuentren acreditadas, contarían 

con un término de dieciocho (18) meses para obtener la acreditación requerida. Además, 

estas Instituciones de Educación Básica con Modalidad Acelerada, son tan reguladas 

por la Junta que estas deben tener como requisito para operar, la acreditación, a 

diferencia de las Instituciones de Educación, que será un proceso voluntario que será 

realizado por entidades privadas cualificadas y reconocidas.   

Por consiguiente, al certificar a estas Instituciones no solo tienen que cumplir con 

todos los requisitos aplicables a toda Institución de Educación Básica; además deben 

certificar que:  

1)  sirve únicamente a estudiantes mayores de dieciséis (16) años;  

2) se encuentra acreditada;   

3) no menos del ochenta por ciento (80%) de las horas crédito se completan de 

forma presencial, y  

4) cuál será la metodología educativa utilizada para cumplir con el restante 

veinte por ciento (20%) de las horas crédito.  La cantidad de horas crédito necesarias 

para que un estudiante complete un grado bajo esta modalidad se regirá por las Cartas 

Circulares o Reglamentos que a estos efectos emita el Departamento de Educación para 

el Sistema de Educación Pública. 

HALLAZGOS 
 

 Luego del análisis, esta Comisión presenta las siguientes recomendaciones: 
 

1. Solicitar la lista de todas las instituciones con modalidad acelerada, y 
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2. Continuar evaluando sobre los servicios que les brindan a los estudiantes que se 

matriculan en Instituciones de Educación Básica con modalidad Acelerada. 
 

 
CONCLUSIÓN 

 
Por todo lo antes expuesto, la Comisión de Educación y Reforma Universitaria 

del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación del Informe Final de la R. del S. 
512. 
 
Respetuosamente sometido, 
 
 
 
Hon. Axel F. “Chino” Roque Gracia 
Presidente     
Comisión de Educación y Reforma 
Universitaria 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. DEL S. 884

INFORME FINAL 

11 de mayo de 2020

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Seguridad Pública del Senado de Puerto Rico, previo estudio, 

consideración e investigación sobre la Resolución del Senado 884, presenta ante este 

Honorable Cuerpo su Informe Final, con los hallazgos, recomendaciones y conclusiones 

alcanzadas. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La Resolución del Senado 884, ordenó a la Comisión de Seguridad Pública del 

Senado de Puerto Rico realizar una investigación abarcadora sobre el perfil de los 

incidentes criminales en la zona turística de San Juan; la viabilidad de establecer acuerdos 

colaborativos entre la policía municipal, la estatal y la Guardia Nacional para 

implementar rondas preventivas de manera continua e ininterrumpida; la posibilidad de 

integrar las unidades de arresto del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

durante la búsqueda de fugitivos/as y las rondas preventivas; y, la posible implantación 

de un ciclo de reuniones con las comunidades y comerciantes más afectados/as para 

diseñar estrategias que incluyan su apoyo. 
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INTRODUCCIÓN 

Según la Exposición de Motivos de la R. del S. 884 mientras la mayoría de las 

familias puertorriqueñas disfrutaban de un fin de semana largo dado la conmemoración 

del Día de la Raza, la zona turística del Condado fue duramente golpeada por la 

criminalidad. Según fuera reseñado por algunos medios de la isla, entre el viernes 5 de 

octubre y la madrugada del domingo 7 de octubre del año 2018. Así las cosas, se destaca 

que, para el mes de junio del 2018, la Policía registró un aumento significativo en el hurto 

de celulares y vehículos en la zona del Condado y la calle Loíza. En aquel momento, de 

acuerdo con las declaraciones del Capitán Jesús Cordero, el plan de la Policía consistía en 

destinar el 40% del personal que trabajaba en dicha área a laborar en el turno de 8:00 pm 

a 4:00 am que es cuando mayormente se reportan los incidentes. De igual forma, explicó, 

que para el área del Condado se destinarían efectivos de la Policía con el objetivo de 

reforzar la seguridad del área residencial y turística mediante el ofrecimiento de rondas 

acontecidos en la zona turística.  

Dada la situación antes expuesta, es urgente que se desarrollen nuevas estrategias 

y se amplíen las ya existentes para atender la situación de la criminalidad en la zona 

turística. El área del Condado, al igual que la calle Loíza, son importantes nichos de la 

industria del turismo en Puerto Rico. Si queremos continuar promoviéndolos como tal, 

es imperativo que reforcemos la seguridad del área tanto para las personas que nos 

visitan de otros países, como para el turista local, los comerciantes y los residentes del 

área, quienes son parte vital del desarrollo económico y social de Puerto Rico.  

Establecido lo anterior, se reconoce en la medida, que la situación fiscal de la 

Policía es una precaria, en gran medida debido a los recortes impuestos por la Junta de 

Supervisión Fiscal al componente de seguridad. Por tal razón, se entendió meritorio 

explorar la posibilidad del desarrollo de alianzas entre los diversos sectores, las cuales 

redunden en una mayor y más efectiva utilización de los recursos tanto estatales como 

municipales. Esto, unido a la integración de la ciudadanía y los comerciantes en el 
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proceso de desarrollo de iniciativas noveles para rescatar las calles de la zona turística de 

los caprichos de los delincuentes, puede redundar en una zona turística segura para todos 

y todas. De hecho, si los esfuerzos desarrollados a partir de esta Resolución resultaran ser 

efectivos, los mismos podrían redundar en un modelo aplicable a todas las zonas 

turísticas de Puerto Rico. 

ALCANCE DEL INFORME 

Atendiendo su responsabilidad y deber ministerial en el estudio y evaluación del 

presente Proyecto, la Comisión de Seguridad Pública solicitó diversos memoriales 

explicativos relevante al proceso de análisis y realizó vista pública. Además, la Comisión 

realizó la Vista Pública el día 26 de mayo de 2019. A dicha audiencia compareció en 

representación del Negociado de la Policía de Puerto Rico, adscrito al Departamento de 

Seguridad Pública, el Teniente Coronel Juan Cáceres, Jefe de la Zona Policial de San Juan 

y la Lcda. Estrella Mar Vega, Asesora Legal del Negociado. De igual forma, en 

representación de la Compañía de Turismo de Puerto Rico, el Lcdo. Carlos Romo Aledo 

y el Sr. Roberto Soto. Así también, en representación del Departamento de Corrección y 

a la Guardia Nacional de Puerto Rico. Además, se analizaron los memoriales explicativos 

sometidos ante esta Honorable Comisión de las siguientes personas o entidades que 

aparecen a continuación.  

DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA 

 El Departamento de Seguridad Pública (DSP), remitió su memorial y más adelante 

remitió un requerimiento adicional, ambos firmados por el Capt. Elmer L. Román 

González, Exsecretario y el Teniente Coronel Henry Escalera, Comisionado del 

Negociado de la Policía de Puerto Rico. Nos informan sobre los Planes de Trabajo que, 

para el área turística, los agentes han tenido la misión principal de amortiguar la alta 

incidencia criminal mediante la realización de patrullaje preventivo y los servicios a pie 

(plantones). Esto último, con el objetivo de interactuar con las personas para lograr una 

mejor comunicación y respuesta efectiva a la protección de vida y propiedades. A su vez, 

se reforzó el control de tránsito vehicular, con el fin de velar por el disfrute de actividades 
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en un ambiente seguro. A tales efectos, los agentes tienen la tarea de vigilar, intervenir y 

arrestar aquellas personas que cometan actos delictivos y que infrinjan la Ley. Por este 

motivo elaboran planes de trabajos mensuales, semanales y de fines de semana, con el 

objetivo ulterior de minimizar la incidencia criminal, utilizando el patrullaje preventivo 

en colaboración con Policía Municipal. Así también, crearon Alianzas Comunitarias 

formales e informales con los residentes, comerciantes y los Concejales del Consejo 

Comunitario del Condado. 

Relativo a las estadísticas, hasta el momento de su exposición, el Comandante de 

Área de San Juan, Tnte. Cor. Juan Cáceres informó que, en comparación con el año 2018 

hasta mediados de 2019, en la zona turística se reflejó una baja en delitos contra la persona 

de un -69.65%. Destacaron el hecho que, no se había reportado ningún delito de asesinato 

hasta ese momento y que el delito de robo había reflejado una baja de -80%. Concerniente 

a los delitos contra la propiedad, habían reflejado una baja de un -35.7%. Por ejemplo, 

relacionado al delito de escalamiento expresó se había reportado uno (1), para una baja 

en ese momento, de un -83.3%. El único delito que había reflejado un aumento en 

comparación con el año anterior, era el de apropiación ilegal con un +44%. Señalaron que 

la mayoría de estos delitos fueron reportados dentro de hoteles, restaurantes, 

condominios con acceso controlado y estacionamientos privados con seguridad privada, 

donde la policía no tiene un acceso directo en materia de prevención. 

Puntualizaron que, mensualmente la alta oficialidad del área policíaca de San 

Juan, se reúne con los Concejales del Consejo Comunitario del Condado para la acción y 

solución de los problemas que enfrenta la comunidad. Dicho Consejo ha efectuado 

charlas educativas a la comunidad en temas tales como; seguridad, prevención y aspectos 

legales con relación a las Leyes y Ordenanzas Municipales.  

A continuación, se presenta una tabla comparativa e ilustrativa, que fuera provista 

por el Departamento de Seguridad Pública proveyendo la realidad del momento, en su 

escrito: 
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COMPAÑÍA DE TURISMO 

 La Compañía de Turismo nos remitió su memorial explicativo firmado por Carla 

G. Campos Vidal, Directora Ejecutiva y el requerimiento adicional firmado por Carlos J. 

Romo Aledo, Director de la Oficina de Planificación y Desarrollo. Nos informó que, la 

Compañía ha elaborado diversas iniciativas para promocionar el turismo de cada una de 

las regiones. Una de las estrategias desarrolladas es la de crear conglomerados de 

municipios organizados en regiones turísticas. Esta estrategia de planificación turística, 

conocida como "destinos dentro del destino", responde a la necesidad existente de 

promover el turismo fuera de los espacios que históricamente han sido el único enfoque 

de la actividad turística y de elaborar estrategias acordes con las necesidades de cada 

región. 

La Zona Turística del Condado pertenece a la Región Turística Metropolitana. Esta 

zona es tradicionalmente una de las más frecuentadas por nuestros visitantes, no solo por 

su accesibilidad de hospederías, sino por su cercanía a los cuerpos de agua, entiéndase 

playas. Recientemente, y luego de los Huracanes Irma y María, el deterioro del área se 

manifiesta significativamente, por las demoras en las obras de reconstrucción, la pobre 

iluminación, los negocios cerrados, las estructuras abandonadas, la proliferación de 

negocios que no cumplen con el código de requisitos para el área, entre otras. Así, 

también nos informa o recomienda lo siguiente: creación de una base de comunicación 

confidencial entre los hoteles y la policía para agilizar las llamadas de emergencia; la 

Compañía recopiló la data en poder de todos los departamentos de seguridad de las 

hospederías de la zona; como resultado de esta iniciativa, al presente existe una red de 

comunicación entre las hospederías que tiene como administrador a una persona 

designada por la PRHTA; entrenamientos al personal de seguridad de los hoteles sobre 

protocolos para evitar alterar una escena criminal; seminarios para todo el capital 

humano de las hospederías de la zona sobre manejo de protocolo en situaciones de 

escenas delictiva; instalación de cámaras de seguridad en toda la zona. 
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Además se informó que este sistema estaría instalado y operado por la policía 

municipal de San Juan; revocación de permisos a negocios que incumplan con 

regulaciones, códigos de orden público y leyes de la zona; adiestramiento a instructores 

de la Policía en cuanto a leyes y regulaciones pertinentes a las hospederías y otros 

negocios endosados y certificados por la Compañía; necesidad de más vehículos de 

transporte ligero, Segways (Segway Personal Transporter), para la Policía estatal en el 

área turística; reubicación del cuartel de la policía en la calle Loíza para la Escuela 

Luchetti en la Parada 18. Los residentes recomiendan esta reubicación ya que aseguran 

que es un lugar más céntrico y más adyacente a la zona turística. Esto favorecería a los 

turistas con la identificación adecuada de la facilidad. 

Asimismo, nos informa que en cuanto al traslado del Cuartel de la Policía en la 

calle Loíza a la Escuela Luchetti en la Parada 18, vale destacar que la Carta Circular Núm. 

25-2014-2015 es la que establece las normas y procedimientos para maximizar el uso de 

los planteles escolares cerrados. A la luz de la referida Carta Circular, corresponde al 

Comité Evaluador creado a su amparo, y no a la Compañía, atender las alternativas de 

uso para la Escuela Luchetti, así como al Comisionado de la Policía de Puerto Rico. 

DEPARTAMENTO DE CORRECCIÓN Y REHABILITACIÓN 

  El Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR), remitió su memorial 

explicativo, donde nos informa que, los oficiales de custodia del DCR se deben limitar a 

atender las situaciones de seguridad, inherentes a fugas y otros incidentes relacionados a 

las instituciones correccionales. Cualquier ampliación de esa función, debe hacerse sin 

que se afecte la función medular de dichos agentes para preservar el orden y la 

estabilidad del sistema correccional. 

El DCR está consciente que la misma es un paso de avance en la protección de los 

derechos de los ciudadanos, sin embargo, el aumento de responsabilidades no es 

equiparado adecuadamente. Los oficiales correccionales son olvidados y no son 

equiparados con los agentes del orden público o con profesiones de igual o mayor riesgo. 

Parte de esto es que no se considera a los Oficiales de Custodia (Oficiales Correccionales) 
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como un agente del orden público o las vastas definiciones sobre ese término tienen 

distintos significados dependiendo en el contexto y la ley que se utilice. Los oficiales de 

custodia son servidores públicos que a diario realizan tareas que ponen en riesgo su vida, 

familia, y propiedad. 

Así, nos informa que reconoce que la conducta de la población correccional es una 

vulnerable a incidentes violentos por el alto nivel de estresores existentes en nuestras 

instalaciones. Son estos servidores públicos los encargados de custodiar y velar por el fiel 

cumplimiento de la política pública del DCR, sobre seguridad, a través de todos los 

centros correccionales existentes en Puerto Rico. Conforme a la descripción de los riesgos 

que, de estos funcionarios, resulta justo que se identifiquen alternativas que incentiven y 

reconozcan su labor. Asimismo, se observa cómo en nuestro ordenamiento jurídico el 

concepto de agente del orden público no se encuentra definido de manera uniforme, 

creando una disparidad en términos de facultades y derechos, dependiendo de la 

definición que contenga la ley en cuestión. 

Para realizarles justicia a los oficiales correccionales, se debe comenzar por 

estandarizar la definición en todas las leyes de seguridad pública para que cada vez que 

se realicen enmiendas a beneficios o se hable de agentes del orden público, nuestros 

oficiales correccionales se consideren automáticamente incluidos. Debemos proveer 

igualdad y justicia para el Cuerpo de Oficiales de Custodia, para poder equipararlos en 

trato y reconocimiento con el resto de los Oficiales de Orden Público del Gobierno de 

Puerto Rico. 

GUARDIA NACIONAL DE PUERTO RICO 

 La Guardia Nacional de Puerto Rico remitió su memorial, firmado por Joel J. 

Reyes, General de Brigada. Nos informa que es necesario tener presente que la GNPR no 

es una agencia de primera respuesta y que al tratarse de una fuerza militar debe ser 

utilizada como último recurso y solo cuando las autoridades civiles no tengan la 

capacidad para atender esa situación. Sin embargo, como parte de su misión estatal, la 
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GNPR siempre está lista para responder el llamado del Gobernador para apoyar a las 

agencias de ley y orden para garantizar la seguridad de los ciudadanos de Puerto Rico. 

Ahora bien, una movilización estatal de la GNPR requiere que el Gobierno de Puerto Rico 

provea los fondos necesarios para llevar a cabo la operación militar designada por el 

Gobernador. A tales efectos la Sección 2077 del Código Militar dispone que las unidades 

de la Guardia Nacional que reciban órdenes de movilización en casos que la seguridad 

pública así lo requiera se consideraran en Servicio Militar Activo Estatal. Las órdenes 

emitidas llamando a la GNPR al Servicio Militar Activo Estatal dispondrán lo 

correspondiente respecto de la transportación a proveerse, reembolso de gastos 

incurridos y la compensación a pagarse por los servicios a prestarse. Es decir, no existe 

asignación de fondos federales o recursos disponibles internos de la GNPR para conducir 

una operación militar de esta naturaleza. Es por tal motivo, que el Gobierno de Puerto 

Rico tiene que identificar y asignar los fondos necesarios para llamar a la GNPR al 

Servicio Militar Activo Estatal por el tiempo que sea necesario para cumplir el objetivo 

de la misma. 

MARISOL JIMÉNEZ MELÉNDEZ 

 La residente del Condado Marisol Jiménez Meléndez, nos remitió su memorial 

explicativo. Nos informó que, según su percepción el Gobierno promueve a Puerto Rico 

como destino turístico, pero no puede garantizar la seguridad de los turistas ni tampoco 

de los residentes. Entiende que no se tiene calidad de vida si no podemos pasear por las 

calles o hacer ejercicio al aire libre, por miedo a ser víctimas de la criminalidad. El área 

de Condado es un centro turístico, que a su percepción ha sido abandonado, y expresa 

que cada vez que, asaltan a un turista hay una repercusión mediática negativa para 

Puerto Rico.   

Así también, detalló que, después de la situación con los huracanes había 

desmejorado la seguridad por la falta de iluminación en las calles y en la Avenida 

Ashford. Expresó que, la criminalidad había aumentado debido a la escasez de presencia 

policiaca en el área. Señaló preocupación sobre el hurto de automóviles, los asaltos a los 
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turistas y residentes, entre otros delitos. Destacó que, aunque en los pasados meses el 

Negociado de la Policía de Puerto Rico, comenzó nuevamente a patrullar el área de 

Condado, entendía la Sra. Jiménez, no había suficiente presencia policiaca y la 

criminalidad era prevaleciente. La situación es tan grave que se ha creado un grupo 

comunitario que se llama “Condado in Action” en el que se está tramitando la contratación 

de seguridad privada en Condado. 

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA 

 El Departamento de Justicia nos remitió su memorial explicativo, en donde nos 

informó que, constituye un propósito legislativo válido y legítimo el que la Comisión de 

Seguridad Pública del Senado se realice en una investigación exhaustiva y con carácter 

de urgencia, dirigidas eventualmente a atender la problemática de la criminalidad, que 

afecta principalmente la seguridad pública, y tiene un insoslayable impacto en la 

industria del turismo. 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 Como indicamos anteriormente, la Resolución del Senado 884 ordenó a la 

Comisión de Seguridad Pública del Senado de Puerto Rico realizar una investigación 

abarcadora sobre el perfil de los incidentes criminales en la zona turística de San Juan; la 

viabilidad de establecer acuerdos colaborativos entre la policía municipal, la estatal y la 

Guardia Nacional para implementar rondas preventivas de manera continua e 

ininterrumpida; la posibilidad de integrar las unidades de arresto del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación durante la búsqueda de fugitivos/as y las rondas 

preventivas; y, la posible implantación de un ciclo de reuniones con las comunidades y 

comerciantes más afectados/as para diseñar estrategias que incluyan su apoyo. De la 

información obtenida durante el proceso legislativo podemos resumir los siguientes 

señalamientos: 

1. El Departamento de Seguridad Pública informó que, a la fecha de redacción de 

su escrito y en comparación con el año 2018, los delitos contra la persona habían 

reflejado una baja de 69.65%, el delito de robo se redujo en 80%, los delitos 
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contra la propiedad mostraron una reducción en 35.7% y el delito de 

escalamiento había reflejado una reducción en 83.3%. No obstante, el delito de 

apropiación ilegal, en ese momento, había reflejado un aumento de 44%. 

2. La Compañía de Turismo nos informa que la zona turística de Condado es 

tradicionalmente una de las más frecuentadas por los visitantes de otros países, 

por la accesibilidad a las hospederías y por las playas colindantes. Sin embargo, 

se debe entrenar a los empleados de esas áreas para conservar las escenas de 

crímenes para que la policía pueda recopilar suficiente evidencia, poder 

identificar al sospechoso y dar con su paradero. 

3. El Departamento de Corrección y Rehabilitación nos informa que debemos de 

incluir a los oficiales de custodia en la definición de agentes del orden público. 

Por lo que estos también enfrentan altos niveles de estrés, agotamiento y 

consecuencias que los llevan a tener problemas con la salud mental. 

4. La Guardia Nacional de Puerto Rico nos informa que el Gobierno de Puerto 

Rico tiene que identificar cuando utilizar este recurso ya que no existe 

asignación de fondos federales para conducir una operación militar de esta 

naturaleza. 

5. La residente Marisol Jiménez Meléndez nos informa que la seguridad ha 

empeorado por la falta de iluminación en las calles. 

6. Ante esto, esta Honorable Comisión recomienda a este Alto Cuerpo que se 

debe de:  

a) Reforzar el patrullaje en las áreas con más alza de delitos ya que 

lamentablemente el patrullaje apenas se puede observar en las calles de 

Puerto Rico. Esto contribuye al alza de la comisión de actos delictivos. 

Asimismo, se debe de realizar mayor cantidad de bloqueos en las carreteras. 
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b) Realizar academias para reclutar nuevos integrantes al Negociado de la 

Policía de Puerto Rico para tener mayor cantidad de personas proveyendo 

seguridad en los lugares o sitios vulnerables. 

c) Acoger las recomendaciones provistas por la Compañía de Turismo y el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación.  

d) Proveer entrenamiento a los empleados de las áreas turísticas para 

conservar las escenas de crímenes. 

e) De ser necesario, utilizar la Guardia Nacional de Puerto Rico para disminuir 

la problemática de esta área en el que concurren los turistas. 

f) Colocar mayor iluminación en las calles del Condado y sus colindancias.  

La Comisión de Seguridad Pública del Senado de Puerto Rico, presenta ante este 

Honorable Cuerpo su informe final sobre la Resolución del Senado 884, con los hallazgos 

y recomendaciones para su consideración. 

 

Respetuosamente sometido, 
 

 
 
Hon. Henry E. Neumann Zayas     
Presidente         
Comisión de Seguridad Pública 
 

 



18va. Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. de la C. 2168

INFORME POSITIVO CONJUNTO 

7ma. Sesi6n 
Ordinaria 

Suscrito por las Comisiones de Bienestar Social y Asuntos de la Familia y 

Gobierno 

de mayo de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO 

La Comisi6n de Bienestar Social y Asuntos de la Familia del Senado de Puerto 
Rico y Gobierno, tras haber estudiado y considerado, de conformidad con las 
disposiciones del Reglamento del Senado, somete el presente informe positivo del 
P. de la C. 2168, y recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de la medida con
enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto de la Camara Numero 2168 tiene como prop6sito enmendar los 
Articulos 7 y 9 de la Ley 223-2011, segun enmendada, conocida como "Ley 
Protectora de los Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicaci6n de 
Custodia", a los fines de contemplar la enajenaci6n parental en la determinaci6n de 
custodia. 

ANALISIS DE LA MEDIDA 

Segun lo establecido en la Exposici6n de Motivos del Proyecto de la Camara 2168, 
despues de un divorcio o separaci6n, segun sea el caso, y una vez establecida la 
custodia de los hijos y / o hijas, el Estado garantiza el derecho tanto de los(as) 
menores, como de los progenitores, a relacionarse y mantener el apropiado lazo 
familiar. De esta forma, se le establece un regimen de visitas al progenitor no 
custodio; las mismas, tienen importantes funciones psicol6gicas para el desarrollo 
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de la infancia, además de salvaguardar el vínculo emocional entre el niño y sus
progenitores.

No obstante, y aun cuando el Estado garantiza el mencionado derecho, existen
ocasiones en la que una de las partes obstaculiza las relaciones filiales de sus hijos e
hijas con el otro progenitor. En ciertos casos, transformando la conciencia de sus
hijos mediante el uso de diferentes estrategias, con el objeto de impedir, obstruir o
destruir sus vínculos con el otro progenitor.

Esta conducta, conocida como Enajenación Parental, se origina
principalmente en el contexto de las disputas por la custodia y cuidado de los niños.
Los efectos de la enajenación parental sobre los menores y el progenitor enajenado
son considerados una variante de abuso emocional y psicológico, siendo una de las
formas más sutiles de maltrato infantil; que a su vez, puede producir daño
psicológico permanente en el vínculo con el progenitor(a) enajenado; así como, en el
desarrollo integral de los menores involucrados.

Aunque no existe un patrón aplicable a todos los casos, se han identificado
factores importantes que alertan a su presencia. Es por ello, que la determinación
judicial no debe sostenerse en enunciados legales sin la presencia de especialistas de
la conducta humana. En la mayoría de las jurisdicciones, se visualiza como un
problema a atenderse por la vía civil y no criminal. El proceso penal puede colocar
en la situación incómoda a los menores y familiares de testificar para penalizar a uno
de sus progenitores. Aparte de ello, la complejidad del comportamiento enajenante
presenta un reto para la legislación penal.

Entendemos que la determinación de custodia y su evaluación subsiguiente
ante el tribunal de familia es el mecanismo más adecuado para atender estas
situaciones y proveer los remedios que tiendan a adelantar la salud emocional del
menor y fortalecer las relaciones de familia en lo posible.

Por tal razón, la medida legislativa tiene como propósito asegurar el mejor
interés, la protección y el bienestar integral de la infancia y la adolescencia. Para
asegurar ese bienestar, deben proveerse oportunidades y esfuerzos razonables que
permitan conservar los vínculos familiares y comunitarios, cuando ello no les
perjudique. Por lo tanto, consideramos necesario actualizar las definiciones del
mencionado estatuto para que se garantice el bienestar y la protección de nuestra
niñez.

Para el análisis de la presente medida, la Comisión de Bienestar Social y
Asuntos de la Familia, del Senado de Puerto Rico, solicitó ponencias y memoriales
explicativos a las siguientes agencias y entidades con el conocimiento técnico y
especializado en el tema: Departamento de Justicia; Oficina de Servicios Legislativos
(OSL); Departamento de la Familia; Oficina de la Administración de los Tribunales
(OAT); Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico; Dra. Jennifer J.
Harman, Ph.D. (Profesora Asociada de Psicología, Universidad de Colorado, USA);



Programa de Psicología Social y Salud Aplicada; Acción para la Modernización de
las Leyes de la Familia en Puerto Rico.

Departamento de Justicia:

1. Comparece representado por su Secretaria, Lcda. Dennise N. Longo
Quiñones. Indica, en su ponencia escrita, estar de acuerdo con la aprobación
de la medida.

2. Sugiere, se incluya de forma expresa que todas las actuaciones que surgen del
Artículo 7, deben ocurrir de forma repetitiva; de modo que, constituyan un
patrón y no basado en hechos aislados. Además, que algunas de las conductas
que podrían ser consideradas como evidencia de enajenación parental, al
estar relacionadas, podrían consolidarse en un solo acápite; de manera que,
se simplifique la aplicación del estatuto. Como ejemplo plantea la siguiente
redacción, donde une varios incisos:

“Artículo 7

13)... (i) Llevar a cabo campaña de desacreditación o desvalorización del
otro progenitor.

(u) Impedir, dificultar u obstaculizar la comunicación o contacto con
el menor. Esto puede incluir actos como: impedir el derecho de visita
del otro progenitor o realizar actividades con los hijos durante el
tiempo de visita del otro progenitor, interceptar paquetes, cartas o
mensajes enviados a los hijos con el propósito de que no los reciba,
entre otros.

(iii) Negar u omitir de forma deliberada información sobre el menor.
Esto puede incluir: Impedir al otro progenitor el acceso a los
expedientes escolares, rehusar informarle a este de las actividades
escolares, familiares, sociales en las que está involucrado el menor,
tomar decisiones importantes, que no sean de emergencia, sin
consultar al otro progenitor, entre otras”.

3. En cuanto a la enmienda sugerida al Artículo 9, esta propone facultar al
Tribunal a tomar medidas cautelares ante la sospecha o planteamientos de
posible “enajenación parental”. De esta forma, el Tribunal podrá ordenar que
un trabajador social realice una evaluación a ambas partes, de ser necesario,
e informe sus hallazgos y recomendaciones.

4. Ante la realidad de que pueden presentarse situaciones en las que uno de los
progenitores intenta afectar, adversamente, la relación que el otro progenitor
tiene con sus hijos menores de edad, el Departamento de Justicia ayala las
enmiendas sugeridas por el proyecto.



Oficina de Servicios Legislativos (OSLI:

1. Comparece mediante memorando suscrito por su Director, Sr. Orlando
Pagán Ramírez. Este indica no hallar impedimento legal para que se apruebe
el proyecto propuesto. Además, recomienda lo siguiente:

2. Recomienda que en el Artículo 7, donde establece que “[a]l considerarse una
solicitud de custodia en la que surjan controversias entre los progenitores en
cuanto a la misma, el tribunal referirá el caso al trabajador social de relaciones
de familia”, se incluya la opción de que el menor sea evaluado por un
psicólogo; ya sea porque alguna de las partes lo han solicitado o porque el
tribunal así lo determine a instancia propia. Esto, para que pueda certificar si
la conducta de rechazo que demuestra el menor, hacia uno de sus padres, está
vinculada o presenta características de manipulación por parte del otro
progenitor enajenante o si por el contrario, es el resultado o consecuencia de
otros trastornos que esté sufriendo el menor; como pudieran ser el abuso o
maltrato ejecutado por el progenitor que recibe el rechazo.

3. Además, respalda la enmienda al Artículo 9 de la Ley Núm. 223, supra. Dicha
enmienda busca que se incluya la enajenación parental en el listado de
consideraciones que establece las condiciones para negar la custodia
compartida.

4. Añade, que el lenguaje propuesto le brinda las debidas salvaguardas y
facultades al tribunal para manejar los asuntos de custodia cuando se plantee
conducta que pudiera constituir enajenación parental. Es importante que se
reconoce la discreción del tribunal para tomar medidas y emitir órdenes que
a bien entienda pertinentes en cualquier etapa del proceso.

Departamento de la Familia

1. El Departamento de la Familia endosa la aprobación del Proyecto de la
Cámara número 2168.

2. La Ley número 223 establece como política pública del Gobierno de Puerto
Rico, la protección y garantía de los mejores intereses de los menores.
Ciertamente hay que considerar que la alienación parental constituye una
conducta que debe ser atendida con toda la rigidez e importancia que reviste
cualquier situación de maltrato infantil que adviene de los progenitores en
custodia compartida.

3. Debe fratarse como una manifestación cruda de maltrato infantil psicológico
y agresivo contra cualquier menor.

4. El Departamento de la Familia está militante en atender y colaborar en todas
las instancias que impactan a nuestros niños y adolescentes y apoya toda
legislación que afirmativamente afiance el mejor bienestar de los menores de
edad; el fortalecimiento de los vínculos afectivos parentales y las familias en
general. Continuarán con su indelegable responsabilidad de fiscalizar para
que se cumpla con la política pública del Gobierno de Puerto Rico;



procurando el bienestar de todos los niños con la esperanza, la confianza y
sobre todo por que se les garantice una vida plena de paz, salud, libre de
violencia y equidad.

5. Estos apoyan toda legislación que favorece, afirmativamente, la estructura
para cubrir las necesidades de esta importante población como la plasmada
en la medida.

Oficina de la Administración de los Tribunales (OAT):

1. Comparece mediante memorando suscrito por el Director Administrativo de
los Tribunales, Sr. Sigfrido Steidel Figueroa. Propone y comenta sobre
diferentes aspectos de la medida.

2. Explica que el uso del término “enajenación parental” está rodeado de
controversias en la comunidad científico social. Identificar “la presencia de la
enajenación parental”, como si fuera un síndrome o condición, requiere de
una evaluación especializada por parte de peritos en la conducta humana, la
cual queda fuera del alcance de la evaluación social que realizan los
trabajadores sociales en estos casos. Estos, como parte de su análisis, pueden
describir en sus hallazgos la presencia de conducta dirigida a obstaculizar las
relaciones filiales por parte de uno de los progenitores, sin llegar a
conclusiones sobre la presencia de la enajenación parental. En ese sentido,
sugieren que se elimine la primera oración del inciso (13) según propuesto
por entender que la intención legislativa quedaría bien servida por el resto
del texto propuesto.

3. El segundo párrafo del nuevo inciso 13 propuesto establece, a su vez, varios
subincisos en los cuales se describen diferentes conductas relacionadas con la
“enajenación parental”. Durante la evaluación y aprobación del P. de la C.
2168 en la Cámara de Representantes, se enmendaron los subincisos (i), (u),
(iii), (vii) y (xii) del inciso 13 para añadir en cada uno lo siguiente: “Cuando
se hace de manera repetutiva o con la intención de obstaculizar que el menor
se relacione con su progenitor o progenitora”. Esta frase no constituye una
oración que exponga una idea completa. Si bien, avalan la aclaración en estos
incisos de que la conducta descrita debe ser repetitiva o dirigida a
obstaculizar las relaciones filiales, dicen que esta frase debe ser incluida en la
primera oración y no como oración aparte.

4. Sobre la enmienda propuesta al Artículo 9 de la Ley de Custodia, supra, que
establece que el tribunal, ante el planteamiento de actos constitutivos de
enajenación parental, “ordenará una evaluación por un trabajador social”,
esta no especifica si se trata del trabajador social de Relaciones de Familia de
la Rama Judicial osi pudiera ser uno privado. En todo caso, sugerimos que,
de entender necesario evaluar al menor, la evaluación esté a cargo de un
psicólogo o profesional experto en la materia.



Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico

1. Comparece mediante memorial la Presidenta de la Junta de Directores, Dra.
Maribel T. López Ortiz, PhD. Expresa su oposición a la aprobación del
proyecto tal cual está redactado y proponen un abordaje diferente al grave
problema que puede representar la resistencia de uno o varios hijos e hijas a
relacionarse con el padre y la madre durante los procesos de adjudicación de
custodia en los tribunales del país.

2. Sobre esta concepción, incluye una generalización que ubica todas las
obstaculizaciones como enajenantes y que ignora las razones válidas
esbozadas por la literatura científica; en las cuales, un padre o madre puede
objetar que el niño se relacione con el otro padre. Indican que el problema
principal del proyecto es que ubica en un tema que cae dentro del espectro
de un tema mayor. La literatura esboza, claramente, que la enajenación puede
ser una de las varias razones por las cuales un niño o niña resiste el contacto
con su padre o madre.

3. El proyecto carece de un reconocimiento de otras razones por las cuales los
niños pueden rechazar a un padre o madre. Esto provoca que cuando un niño
resista relacionarse con un padre, el trabajador o trabajadora social forense,
inicialmente, levante la pregunta de si existe enajenación y no se analice la
pregunta mayor ¿por qué el hijo o hija resiste el contacto con su padre o
madre? La contestación a esta pregunta puede ser por enajenación, pero
también puede ser porque ese padre lo maltrató o esa persona infante o
juvenil observó a uno de sus progenitores maltratar al otro, o porque ese
padre o madre que alega enajenación nunca tuvo un vínculo cercano al niño-
a. Opina que el proyecto como está redactado no responde al mejor bienestar
del menor porque sesga de inmediato la resistencia de un niño o niña a la
hipótesis de enajenación. Sugiere que está incompleto en ese sentido.

4. Se recomienda que, en lugar de lo propuesto, la enmienda lea de la siguiente
manera:
“Si durante el caso, las personas infanto juveniles sujetas de una evaluación
forense de custodia, presentaran resistencias para relacionarse con sus
padres, analizarán las razones para dicha resistencia. Esto incluirá, pero no se
limitará a confirmar o descartar que esas resistencias se deban a un patrón de
enajenación por parte de la madre, el padre o cualquier otra persona
relacionada a las personas evaluadas.

Sobre esto, se recoge el sentir principal de la literatura científica sobre
custodia que invita a ampliar el espectro de la evaluación forense y a no
limitarlo al asunto de enajenación.

5. Indica, que otro aspecto importante del proyecto, como está redactado son las
razones que evidencian la enajenación, que pudieran ser indicadores de
posicionamientos válidos de hijos e bijas para resistir las relaciones.



6. Se recomienda una enmienda para que en lugar de establecer los criterios, se
le exija a la Rama Judicial establecer un programa de adiestramiento a jueces-
as y trabajadores-as sociales de las Unidades de Relaciones de Familia sobre
las resistencias de los(as) hijos a relacionarse con su padre y las evaluaciones
en estos contextos. De forma tal, que se pueda tener los criterios necesarios
para hacer evaluaciones que incluyan, pero no se limiten, a la enajenación.

7. Es importante establecer al juez una serie de medidas cautelares que pueda
implementar en estos casos; de forma tal, que pueda considerar una serie de
alternativas. El objetivo de la intervención judicial no debe ser el castigo, ni
penalizar. El objetivo debe ser que, si existe enajenación, la misma se elimine
para que el(la) hijo(a) pueda gozar de su derecho a relacionarse libremente
con ambos progenitores.

8. Philip Stahl (2011), establece un espectro de recomendaciones de custodia que
puede establecerse cuando se comprueba la enajenación. Esto incluye:

a. Cambio de custodia al otro padre o madre.
b. Custodia compartida, con tiempo igual, con cada progenitor en un

arreglo supervisado por el tribunal.
c. Custodia al padre o madre que enajena, mientras se da la terapia y

coordinación de parentalidad para asistir y mejorar la relación del niño
con el padre enajenado.

d. Continuar la custodia al padre que enajena y tratar de que el padre
enajenado se aparte de la vida del niño-a, hasta que el menor esté
estable, sea mayor, o se encuentre estable para lidiar con los conflictos
que provoca el asunto de las relaciones con el padre enajenado.

9. Recomienda una enmienda para que establezca:

“Si tras conceder la cus todia compartida, uno de los progenitores de forma
temeraria, arbitraria e injustamente, se negare a aceptar dicha decisión, y
realizare actos para entorpecer la relación del otro progenitor con los hijos(as), el
tribunal podrá alterar el decreto y otorgarle la cus todia al otro progenitor(a).
Ante la negativa de un hijo o hija a relacionarse con el padre o madre, el tribunal
podrá ordenar una evaluación por un trabajador(a) social o un psicólogo(a),
quienes prepararán informes y presentarán sus hallazgos y recomendaciones al
tribunal. El tribunal podrá, de entenderlo necesario, evaluar a las partes o
cualquier otra prueba que estime pertinente.

Cuando de la evaluación sobre las razones por los que un hijo(a) resiste la relación
con el padre o la madre se determine que existe enajenación por parte de la
persona que tiene la cus todia de los (as) hijos (as), el juez(a) hará la determinación
de enajenación y evaluará una serie de medidas cautelares que incluyen, pero no
se limitan a las 24 mencionadas anteriormente.



Dra. ¡ennifer 1. Harman, Ph.D. (Profesora Asociada de Psicología, Uni’v. de
Colorado, USA) Programa de Psicología Social y Salud Aplicada

1. La Dra. Jennifer J. Harman, nos explica que la alienación parental se refiere al
rechazo de un niño a un padre por razones falsas, ilógicas o exageradas
(Harman, Bernet y Harman, 2019). Este resultado es causado por las
conductas enajenantes, que son acciones tomadas por una figura parental
para dañar o destruir la relación entre su hijo y otra figura paterna (referido
como el padre objetivo o enajenado). Estos comportamientos se expresan
como patrones o grupos de comportamientos a lo largo del tiempo y se
consideran forma grave de violencia familiar porque incluyen elementos de
violencia de pareja y conductas de abuso infantil.

2. Más de veintidós (22) millones de adultos en los EE.UU. son blanco de
conductas de alienación parental y 3.8 millones de niños, por lo menos, están
enajenados de un padre de manera moderada a severa. Todos estos
comportamientos están diseñados para lastimar al otro padre y su relación
con su hijo. Por lo tanto, la alienación parental es una forma de agresión
indirecta, con niños siendo utilizados como armas. Estos comportamientos
no son discretos, una sola vez eventos. Son campañas duraderas. Es por esta
razón, que la autora cree firmemente que la alienación parental como una
forma de violencia doméstica.

3. Las estrategias para abordar eficazmente la alienación parental no
funcionarán hasta que los sistemas de protección de menores, los sistemas
legales y judiciales comiencen a abordar la alienación parental por lo que es

violencia doméstica y maltrato de menores (Harmanet al., 2018).
4. Las intervenciones clínicas y psicosociales que deben aplicarse deben ser

elaboradas y adaptadas a partir de programas efectivos dirigidos a la
violencia doméstica. Enfoques terapéuticos para los niños deben ser
modelados a los mismos utilizados para abordar otras formas de maltrato de
menores. Estas intervenciones no son efectivas sin leyes firmes y su aplicación
a través, de una integración legal y emocional.

Acción para la Modernización de las Leyes de la Familia en Puerto Rico

1. Su presidente, el Lcdo. Eyal Rosenstock, indica que esta medida como escrita,
sin enmiendas, en el mejor de los casos, no tendrá impacto en detener el
maltrato de menores y la violencia doméstica, lo cual la enajenación parental
constituye. No aborda adecuadamente la conducta que los profesionales de
la salud mental están publicando en la actualidad como abuso infantil para



cometer violencia doméstica. En el peor de los casos agravará el abuso infantil
y violencia doméstica porque:

a) No define adecuadamente la conducta específica que manifiesta la
enajenación parental.

b) No define adecuadamente la conducta general como abuso infantil
según las doctrinas aceptadas de la psicología.

c) Aunque la enajenación no tiene su propio nombre en el DSM-V,
V61.20, “Parent Child Relational Problern”, V61.29 “Child affected by
Parental Relationship” y V995.51 “Child Psycological Abuse.

d) No define adecuadamente la conducta como violencia doméstica de
acuerdo con las doctrinas aceptadas de violencia doméstica. La
alineación parental es violencia hacia el cónyuge, excónyuge, pareja o
expareja utilizando al menor como arma.

e) Los trabajadores sociales a quienes esta legislación propuesta confía
para proteger a los menores del abuso infantil y para proteger a los
padres de la violencia doméstica, al evaluar la enajenación de los
padres, tendrán cero capacidad o capacitación para diagnosticar el
abuso psicológico infantil, diagnóstico que existe en el DSM-V.

Porque los trabajadores sociales:
i. No son psicólogos

u. No tienen licencia, ni están capacitados para realizar las
pruebas y análisis adecuados.

iii. Estarían practicando impericia.
iv. Estarían practicando mala psicología.
y. Estarían practicando psicología sin una licencia.

vi. Como resultado, no sabrán cómo detectar esta forma tan sutil
de abuso infantil y de violencia doméstica.

f) Como efecto, harán determinaciones de un falso negativo sin abuso

infantil, sin violencia doméstica, sin enajenación de los padres.
g) Y como consecuencia, el abusador intensificará su abuso tanto en el

niño como en el excónyuge. La intensificación del abuso es un síntoma
predecible de la patología. Cuando el abusador se entera de que puede
salirse con la suya, intensificará la conducta para mostrarle a la víctima
que tiene el control y que tiene el poder.

Recomendaciones iniciales:
Interferencia de custodia: añadir incumplimiento de relaciones filiales a la ley
de interferencia de custodia (derecho penal).

II. Colaboración con la escuela graduada en psicología Carlos Albizu y el
tribunal para implementar el programa judicial, dirigido por la psicología del
Dr.Childress para ayudar a los jueces de la Sala de familia a juzgar casos
relacionados con la enajenación de los padres.



III. Privar patria potestad: incluir las definiciones de Childress y Kruk, acerca de
la enajenación de los padres como abuso infantil y violencia doméstica como
motivos de privación de patria potestad.

Análisis Proyecto de Ley

Exposición de Motivos:
POSITIVO: “Vínculo Emocional y Afectivo adecuado entre padres e hijos; lazos
familiares”.

1. Esto se refiere al daño psicológico que ocurre en un niño y un padre siendo
víctima del padre enajenado en los sistemas de apego del cerebro, la
manipulación emocional, el abuso psicológico y la manipulación psicológica,
y el abuso psicológico en la víctima de violencia doméstica.

POSITIVO: “Transformar la conciencia de sus hijos”.
2. Childress refiere esto como la transferencia los delirios psiquiátricos de padre

a hijo, para inducir al niño a cortar emocionalmente a su propio padre para
que el menor pueda sobrevivir a los ataques emocionales de los padres
aliados.

3. Es la patología de un padre, transferido al niño (que es abuso infantil) para
eliminar a su otro padre (que es abuso infantil que resulta en violencia
doméstica).

POSITIVO: “abuso emocional y psicológico”.
Porque lo es — según Dr. Childress, Dr. Harmon, Dr. Kruk, Dr. Warshak y
psicólogos de Puerto Rico.

POSITIVO: “más sutiles de maltrato infantil”.

Similar a Childress.

POSITIVO: “puede producir daño psicológico permanente en vínculo con el
progenitor; así como, en el desarrollo integral de menor”.
1. Esto va a la par con Childress, Harman.
2. También, crea lesiones que duran hasta la edad adulta e incluso las próximas
generaciones.

POSITIVO: “determinación judicial basada en determinaciones de especialistas en
conducta humana”.

VER instrucciones sobre cómo diagnosticar.
No utilizar trabajadores sociales.



La definición de enajenación parental necesita estar en la legislación en:
a) definiciones de maltrato,
b) licenciatura y conocimiento, educación continua y denuncias obligatorias.

POSITIVO: “actualizador de variables”.
1. Esto es similar a Childress - definiciones de maltrato y violencia doméstica.

NEGATIVO: referir al trabajador social. Esto es absurdo. NO POSEEN LA
CAPA CITA ClON, EVALUAR Y DIAGNOSTICAR PATOLOGIAS NO ES SU
ENTRENAMIENTO.
1. ¿Cuáles instrumentos utilizaría el trabajador social para evaluar?
2. Los trabajadores sociales no son competentes para diagnosticar patología. La
enajenación de los padres es patología.

a. Un niño que rechaza a un padre no es normal. Es un síntoma de una
patología. Síntoma potencial de abuso psicológico. Por lo tanto, la
investigación debe ser hecha por un psicólogo.
Psicólogo capacitado en Psicología de Sistemas de Familia y en sistemas de
apego.
b. Debe ser un psicólogo competente en sistemas de apego, psicología de la
escuela de sistemas de familia, trastornos de la personalidad, corte emocional,
delirios persecutorios.

Ajustar: “art. 7(13)”
1. Debe incluir las definiciones de Childress de “enajenación de los padres”.
2. i-xii es demasiado limitante. La lista no debe ser una taxativa, sino solamente las
definiciones de conducta. Desarrollar una lista llevará al juzgador de los hechos a
buscar excluir conductas que no se encuentren en ese listado.

Ajustar: Sección 2 - debe referirse a Childress, en su libro de relaciones filiales y
custodie contingente, allí se detallan los procedimientos de protección infantil
requeridos por la ley para abuso infantil y para víctimas de violencia doméstica.

NEGATIVO: referir a la trabajadora social es impropio.
AJUSTAR: “terapia antes de la decisión de retirarla custodia”, siempre utilizar
primero procedimientos para proteger a un niño del abuso infantil.
Ajustar enmienda bajo custodia:
El Dr. Craig Childress dice que esto no es principalmente un problema de custodia.
Este es un problema de violencia de pareja íntima y este, es un problema de abuso
infantil. Esto significa que esto es esencialmente un problema de protección de
menores y un problema de protección de víctimas de violencia doméstica.

Articulo: Cambio en Ciencia: es maltrato, violencia. Publicado el 17 de enero de
2019



1. Este Artículo resume el contenido de dos nuevos artículos sobre el tema
de Alienación Parental que dio luz a las investigaciones sobre dicha
conducta como abuso y violencia de familia y como una forma de agresión
emocional humana.

a. “Parental Alienating Behaviors: An Unacknowledged Form
of Family Violence” (Harman, Kruk, & Hines, 2018),
publicado en Psychological Bulletin.

b. Parental Alienation as a Form of Emotional Child Abuse:
Current State of Knowledge and Future Directions for
Research” (Kurk, 2018) publicado en Family Science Review.

2. El Dr. Kruk expresa que “para que se señale violencia y maltrato, deben
de persentarse dos condiciones: (1) Lesión humana significativa; (2)
como resultado de la acción humana. “Una lesión humana significativa
causada por la acción humana esta presente de manera critica

3. El Dr. Kruk describe la alienación parental como:

a. “La renuencia de un niño(a) a tener una relación con un padre
o madre.

b. Por razones ilógicas, falsas o exageradas
3. Como resultado de que un padre participe en el uso a largo plazo de una

variedad de comportamientos agresivos que hieren, dañan y destruyen la
relación entre un niño(a) y el otro padre.

4. El padre objetivo “target” es demonizado y se socava su rol como un
padre digno del amor y la atención del niño(a).”

5. La definición Dr. Childress es similar y utiliza conceptos fundamentales
para la competencia profesional en la salud mental:
a. Una coalición intergeneracional que da como resultado
b. El contacto emocional de un padre por parte de un niño(a), para el cual

se requieren múltiples diagnósticos del trastorno de adaptación con
alteración mixta de las emociones y la conducta.

c. Problema relacional entre padres e hijos, niño afectado por la ansiedad
en las relaciones con los padres, abuso psicológico infantil,
confirmado.

6. Kruk identifica tres artículos que señalan cambió en la ciencia psicológica.
Estos artículos:

a. “Identifican y categorizan la alienación parental como una forma
de abuso infantil y de violencia familiar”.

b. Indican el descubrimiento científico de que la alienación parental
es más frecuente y pez~udicial de lo que comúnmente se supone,
y afecta a millones de niños y padres mundialmente.

c. Dicen que la falta de reconocimiento y negación del fenómeno
por parte de muchos profesionales de la salud legal y mental es
errónea.



d. Son un llamado a la acción para el desarrollo y prueba de
intervenciones educativas, de salud mental y de derecho efectivas
para prevenir y los efectos de la alienación parental como una
forma de terrorismo ínfimo.

e. Proporciona una revisión exhaustiva de la literatura y un
resumen de la investigación sobre los comportamientos de los
padres alienantes.

f. Informan que los comportamientos y los impactos alienante se
miden por definiciones legales actuales y de salud pública sobre
abuso infantil y de la violencia familiar.

g. Proporcionan un índice de conductas alienante de los padres
(Clasificación de las conductas abusivas de los perpetradores).

h. Categoriza los efectos de la alienación parental en niños víctimas
y padres objetivo (target).

i. Incluyen implicaciones para la política y la práctica tanto en el
campo legal como en el de la salud mental incluidas en las
estrategias preventivas y de tratamiento.

j. Proporcionan una visión global de alienación parental con
respecto a la identificación, etiología e intervención.

k. Discuten el cambio en el paradigma que está ocurriendo en la
prevención de alienación parental.

1. Abordan los malentendidos profesionales.
m. Examinan las implicaciones prácticas para los profesionales de la

salud mental.
7. Kurk advierte que la alienación parental “como una forma de violencia

familiar y abuso infantil requiere una amplia gama de intervenciones: una
respuesta de protección infantil, en reconocimiento de las necesidades de
seguridad de un niño afectado”.

Parental Alienation as Child Abuse and Family Violence, por Edward Kruk Ph,D.,
publicado en Psycology Today el 10 de enero de 2019. (Alienación Parental como
abuso infantil y violencia familiar)

1. Este Artículo resume el contenido de dos nuevos artículos sobre el tema
de Alienación Parental que dio luz a las investigaciones sobre dicha
conducta como abuso y violencia de familia y como una forma de agresión
emocional humana.

• “Parental Alienating Behaviors: An Unacknowledged Form of
Family Violence” (Harman, Kruk, & Hines, 2018), publicados en
Psychological Bulletin.

• “Parental Alienation as a Form of Emotional Child Abuse: Current
State of Knowledge and Future Directions for Research” (Kurk,
2018) publicado en Family Science Review.



2. Explica Kruk que “para que ocurra violencia y maltrato, se debe de
cumplir con dos condiciones: Lesión humana significativa y que sea como
resultado de la acción humana. La alienación parental es maltrato infantil
y abuso de parejas”.

3. La alienación parental se manifiesta tras la renuencia o rechazo del niño(a)
a tener una relación con uno de los padres por razones ilógicas, falsas o
exageradas.

4. Es el resultado de conductas agresivas de uno de los padres por un
periodo prolongado, que causan daño y destruye la relación entre el
niño(a) y el otro padre. Puede comenzar de forma sutil, con comentarios
negativos hacia el otro padre hasta una forma más severa de agresión y
control bajo coerción que trae como resultado el rechazo hacia el otro
padre.

5. Esta conducta se refleja, lo mismo en padre, que en madre, custodio o no.
Y es más predominante y perjudicial de lo que comúnmente se asume,
afectando a millones de niños y padres a nivel mundial.

6. La publicación de estos artículos refleja un cambio en la ciencia
psicológica dirigido a identificar y categorizar la alienación parental como
una forma de abuso infantil; así como, abuso familiar. Además, hacen un
llamado a los diferentes profesionales de la salud mental y legal a tomar
acción hacia el desarrollo de intervenciones dirigidas a prevenir y mitigar
los efectos de la alienación parental.

7. La alienación parental, al igual que cualquier forma de violencia familiar
y abuso infantil, requiere de una gama de intervenciones como lo son: la
intervención para proteger al niño, reconocer las necesidad de seguridad
de un niño afectado, inmediata reunificación familiar entre el niño y el
padre a quien fue dirigida la conducta, terapia familiar, reunificación
familiar, terapias... Aparte de, la aplicación legal, ya que la violencia
familiar es una forma de conducta delictiva y requiere de una respuesta
por parte del sistema de justicia penal.

Ponencia: Sra. Elizabeth Torres

1. Explica a través de su ponencia, cómo un niño fue manipulado y presionado
a declarar falsamente contra su padre. Este sufrió de tal manera que tuvo que
ser recluido por varios intentos en quitarse la vida, abuso de drogas,
depresión, entre otros; así mismo, cuenta el daño sufrido por su padre quien
al igual que su hijo, fue víctima de la enajenación. Este perdió todo.., su
trabajo, su esposa y su hijo y hasta sus ganas de vivir.

2. Puerto Rico necesita dar un paso al frente con sus reglamentaciones, que
vayan dirigidas en proveer lugar a desarrollar el conocimiento de los
profesionales que trabajan de cerca con las familias puertorriqueñas.



3. Ha sido el desconocimiento de los profesionales, que atienden estos asuntos,
lo que ha permitido que el padre enajenador prevalezca con demasiada
frecuencia en su agenda de odio hacia el niño y el padre enajenados.

4. Entre los logros recientes en el 2009, la Organización Mundial de Salud (OMS)
incluyó la alienación parental en la nueva clasificación internacional de
enfermedades.

5. Este logro, ha marcado el principio del camino rumbo a soluciones que
permitan erradicar el desconocimiento de los profesionales que se enfrentan
a esta epidemia y la inercia que aún prevalece en muchos países del mundo.

Asociación de Psicología de P.R.

1. Como representantes de los profesionales de la psicología y expertos en
conducta humana, entienden que la alienación parental es una forma de maltrato
de menores que produce daño emocional al amparo de la ley 246 de 2011.
También, que cuando se identifique la existencia de un patrón de alienación el
Estado debe actuar y responder con sanciones contra el progenitor o familiar
alienante. Favorecen las enmiendas promovidas por esta medida.

2. Sugieren que la persona que lleve acabo la evaluación forense, para
determinar si existe o no alienación parental, debe ser un profesional licenciado
como psicólogo, psiquiatra, consejero o trabajador social que tenga las
competencias necesarias; es decir, conocimiento actualizado sobre el tema. No
debe encomendarse una evaluación, de esta naturaleza, a un trabajador social de
la rama judicial, sin antes verificar que poseen las competencias necesarias para
este tipo de evaluación porque de ello depende el futuro y los intereses de los
menores.

Instituto de Terapia Familiar

1. Comparece mediante memorial la Directora, Sra. Rita Cordova Campos; y
expresa que el Instituto de Terapia Familiar ayala las enmiendas por entender
que las misma constituyen un paso de avanzada en los procesos de
reunificación familiar.

2. La validación de estas prácticas conductuales observadas en progenitores o
cualquier otra persona relacionada a los menores, ha estado a cargo
precisamente de Profesionales en Trabajo Social, con grados académicos a
nivel de maestría y doctorado, con especialidad en el área clínica y forense.
La formación académica de nuestra facultad profesional, ha venido
acompañada de una formación especializada sobre el tema por la Association
of Family and Conciliation Courts (AFCC) y por el High Conflict Institute,
EE.UU. Esto, en reconocimiento de que la naturaleza compleja sobre el tema
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de la enajenación parental, debe estar a cargo de profesionales con las
competencias necesarias para que los resultados de su evaluación pericial
sobre en el mejor interés de los menores.

3. En reconocimiento de lo anterior, es que muchos de los casos manejados por
las Unidades de Relaciones de Familia y Jueces adscritos a la Rama Judicial,
han recomendado favorablemente al Instituto para intervenir con familias y
niños que presentan dinámicas alienantes por demostrar eficacia en la
intervención profesional; dado a que nuestras bases en la intervención se
fundamentan en una metodología científica basada en evidencia.

4. La evidencia adquirida, con el manejo de estos casos, les ha permitido
desarrollar modelos de intervención no tradicionales tales como: Elaboración
de Planes Parentales a través de una Coordinación de Parentalidad;
Programa Vivencial llamado: “Permiso para Amar a mi Papá y Mamá;
Creación de mecanismos alternos para garantizar la comunicación entre los
progenitores; Relaciones Filiales Supervisadas en o fuera de las facilidades
terapéuticas; y Compartir videos informativos, por medio de la página del
Instituto de Terapia familiar en la red social de Facebook.

5. Esta experiencia profesional, hace que nos reafirmemos a favor de las
enmiendas a los artículos 7 y 9 de la Ley 223 del 21 de noviembre de 2011, Ley
Protectora de los Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicación de
Custodia de Puerto Rico.

IMPACTO FISCAL

La Comisión suscribiente entiende que esta medida no tiene impacto fiscal sobre
las finanzas del Gobierno de Puerto Rico; por lo que, no requeriría asignación
presupuestaria de fondos ordinarios por parte del Estado.

CONCLUSIÓN
El P. de la C. 2168, aquí examinado, busca promulgar que en caso de surgir una

controversia entre los padres respecto a la solicitud de custodia o decretada ya la
custodia compartida, uno de los progenitores realiza actos para obstaculizar la
relación del otro progenitor con los hijos, el tribunal podrá utilizar dicha realidad
para alterar el decreto y otorgarle la custodia al otro progenitor.

Las agencias gubernamentales consultadas con el conocimiento técnico y
especializado en la materia, como el Departamento de la Familia, Justicia, OAT y
OSL mostraron apoyo a la medida, por entender que va a favor de la protección de
la salud y los mejores intereses de los menores. Tanto la Secretaria de Justicia, como
OAT emitieron recomendaciones en la sintaxis, que fueron acogidas por esta
Comisión e incluidas en el entirillado electrónico que se acompaña.



Por su parte, el Colegio de Trabajadores Sociales de Puerto Rico mostró reservas
a la aprobación de la presente medida tal como está redactada. La razón esbozada
es por la falta de conocimiento y de adiestramientos sobre este tema por parte de los
encargados de la adjudicación de las controversias; así como, por no incluir en la
medida otros tipos de resistencias de los hijos(as) a relacionarse con sus padres ylas
razones para ello. Opinan que de esa forma informada y viendo todos los elementos,
que se pueda tener los criterios necesarios para hacer evaluaciones que incluyan,
pero no se limiten a la enajenación y que el objetivo de la intervención judicial no
debe ser el castigo, ni se debe penalizar.

Aunque podemos comprender su preocupación, no estamos de acuerdo con no
recomendar la aprobación de la presente medida porque no se incluyen en la misma
todos los posibles factores por los cuales un menor no desee relacionarse con uno de
sus progenitores. Entendemos que el Juez, cuando tenga ante sf las recomendaciones
de los profesionales asignados (Trabajadores Sociales, Psicólogos y Psiquiatras), los
informes con hallazgos y la prueba presentada por las partes, podrá ejercer su
discreción al momento de establecer razones y determinaciones en cuanto a custodia
del menor objeto de la enajenación o maltrato que sea aplicable.

A tenor con lo anterior, la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Familia;
y la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideración, recomienda la aprobación de la presente medida, con las enmiendas
incluidas en el entirillado electrónico que se acompaña.

Respetuosamente sometido,

~~~~enegas Brown
Presidenta
Comisión Bienestar Social y Asuntos de la Familia
Senado de Puerto Rico

(2 U4)

Hon. Carlos J. - e ateo
Presidente
Comisión de ob~ mo
Senado de P erto co
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Para enmendar los Artículos 7 y 9 de la Ley 223-2011, según enmendada, conocida 
como “Ley Protectora de los Derechos de los Menores en el Proceso de 
Adjudicación de Custodia”, a los fines de contemplar la enajenación parental en 
la determinación de custodia 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La familia es el principal protagonista en la crianza y desarrollo de nuestros 

menores. La experiencia familiar modula y guía a los niños a través de la infancia y 
hacia la madurez, es en la familia donde podemos encontrar las explicaciones al 
comportamiento y conducta de nuestros menores. Un vínculo emocional y afectivo 
adecuado entre padres e hijos se traduce en un desarrollo familiar saludable para 
ambos. Desafortunadamente durante las últimas décadas hemos visto cambios en la 
estructura familiar, esto debido al aumento de divorcios o separaciones.  

 
Después de un divorcio o separación, según sea el caso, y una vez establecida la 

custodia de los hijos y/o hijas, el Estado garantiza el derecho tanto de los(as) menores, 
como de los progenitores, a relacionarse y mantener el apropiado lazo familiar. De esta 
forma se le establece un régimen de visitas al progenitor no custodio; las mismas tienen 
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importantes funciones psicológicas para el desarrollo de la infancia, además de 
salvaguardar el vínculo emocional entre el niño y sus progenitores.  

 
No obstante, y aún cuando el Estado garantiza el mencionado derecho, existen 

ocasiones en la que una de las partes obstaculiza las relaciones filiales de sus hijos e 
hijas con el otro progenitor; en ciertos casos transformando la conciencia de sus hijos, 
mediante el uso de diferentes estrategias, con el objeto de impedir, obstruir o destruir 
sus vínculos con el otro progenitor.  

 
Esta conducta conocida como Enajenación Parental, se origina principalmente en 

el contexto de las disputas por la custodia y cuidado de los niños. Los efectos de la 
enajenación parental sobre los menores y el progenitor enajenado son considerados una 
variante de abuso emocional y psicológico, siendo una de las formas más sutiles de 
maltrato infantil, que a su vez puede producir daño psicológico permanente en el 
vínculo con el progenitor(a) enajenado; así como en el desarrollo integral de los 
menores involucrados.  

 
Aunque no existe un patrón aplicable a todos los casos, se han identificado 

factores importantes que alertan a su presencia. Es por ello que la determinación 
judicial no debe sostenerse en enunciados legales sin la presencia de especialistas de la 
conducta humana. En la mayoría de las jurisdicciones se visualiza como un problema a 
atenderse por la vía civil y no criminal. El proceso penal puede colocar en la situación 
incomoda de testificar para penalizar a uno de sus progenitores. Aparte de ello la 
complejidad del comportamiento enajenante presenta un reto para la legislación penal. 
Entendemos que debe ser la determinación de custodia y su evaluación subsiguiente 
ante el tribunal de familia es el mecanismo más adecuado para atender estas situaciones 
y proveer los remedios que tiendan a adelantar la salud emocional del menor y 
fortalecer las relaciones de familia en lo posible.  

 
Es política pública del Gobierno de Puerto Rico asegurar el mejor interés, la 

protección y el bienestar integral de la infancia y la adolescencia, y en el deber de 
asegurar ese bienestar, deben proveerse oportunidades y esfuerzos razonables que 
permitan conservar los vínculos familiares y comunitarios cuando ello no les 
perjudique. Por tal razón esta Asamblea Legislativa entiende necesario actualizar las 
definiciones del presente estatuto para de esta forma continuar garantizando 
efectivamente el bienestar y la protección de la niñez en nuestra isla. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se añade un nuevo inciso (13), y se reenumera el actual inciso (13) 1 

como inciso (14), en el Artículo 7 de la Ley 223-2011, según enmendada, para que se lea 2 
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como sigue: 1 

 "Artículo 7.-Criterios a considerarse en la adjudicación de custodia 2 

 Al considerarse una solicitud de custodia en la que surjan controversias 3 

entre los progenitores en cuanto a la misma, el tribunal referirá el caso al 4 

trabajador social de relaciones de familia, a la Unidad Social de Relaciones de 5 

Familia, o al profesional licenciado que entienda necesario, tales como psicólogos, 6 

psiquiatras, consejeros o trabajadores sociales, quien realizará una evaluación y 7 

rendirá un informe con recomendaciones al tribunal. Tanto el trabajador social, al 8 

hacer su evaluación, como el tribunal, al emitir su determinación, tomarán en 9 

consideración los siguientes criterios:  10 

(1) … 11 

(13)  Analizará la presencia de la enajenación parental, o cualesquiera otras 12 

razones que pudieran ocasionar la resistencia del menor para relacionarse con sus 13 

padres. Esta se refiere a la obstaculización por parte de uno de los 14 

progenitores de las relaciones filiales de sus hijos o hijas, menores de 15 

edad, con el otro progenitor, mediante el uso de diferentes estrategias, con 16 

el propósito de transformar o adoctrinar la conciencia de sus hijos o hijas, 17 

a los fines de denigrar, impedir, obstruir o destruir sus vínculos con el 18 

otro progenitor y  el menor de edad presenta pensamientos o sentimientos 19 

de rechazo hacia el otro progenitor; demuestra actitudes negativas hacia 20 

este o si, en efecto, se ha afectado el vínculo afectivo entre el menor y el 21 

otro progenitor. Todas las actuaciones que surgen del presente inciso deben 22 
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ocurrir de forma repetitiva de modo que constituyan un patrón y no basado en 1 

hechos aislados.  2 

 La enajenación parental podrá ser evidenciada, sin que se entienda 3 

como una limitación, de las siguientes maneras:  4 

(i)  Rehusar pasar las llamadas telefónicas o intentar dirigir el 5 

contenido de tales llamadas a los hijos. Cuando se hace de manera 6 

repetitiva o con la intención de obstaculizar que el menor se 7 

relacione con su progenitor o progenitora. 8 

(ii)  Organizar actividades con los hijos durante el período que el otro 9 

progenitor debe normalmente ejercer su derecho de visita o buscar 10 

formas de obstaculizar la reunión entre ellos. Cuando se hace de 11 

manera repetitiva o con la intención de obstaculizar que el menor 12 

se relacione con su progenitor o progenitora. 13 

(iii)  Interceptar cartas, mensajes o paquetes enviados a los hijos. 14 

Cuando se hace de manera repetitiva o con la intención de 15 

obstaculizar que el menor se relacione con su progenitor o 16 

progenitora. 17 

(iv)  Desvalorizar e insultar al otro progenitor delante los hijos. 18 

(v)  Rehusar informar al otro progenitor, a propósito, de las actividades 19 

en las cuales están implicados los hijos, tales como funciones 20 

escolares, familiares, sociales o de otro tipo.  21 

(vi)  Hablar de manera descortés del nuevo cónyuge del otro progenitor. 22 
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(vii)  Impedir al otro progenitor el ejercer su derecho de visita. Cuando 1 

se hace de manera repetitiva o con la intención de obstaculizar que 2 

el menor se relacione con su progenitor o progenitora. 3 

(viii)  Tomar decisiones importantes, que no sean de emergencia, sobre 4 

los hijos sin consultar al otro progenitor. 5 

(ix)  Cambiar (o intentar cambiar) sus apellidos o sus nombres. 6 

(x)  Impedir al otro progenitor el acceso a los expedientes escolares y 7 

médicos de los hijos. 8 

(xi)   Irse de vacaciones sin los hijos y dejarlos con otra persona, aunque 9 

el otro progenitor esté disponible y voluntario para ocuparse de 10 

ellos. 11 

(xii)  Desprestigiar la ropa o regalos que el otro progenitor les ha 12 

comprado, y prohibirles usarlos. Cuando se hace de manera 13 

repetitiva o con la intención de obstaculizar que el menor se 14 

relacione con su progenitor o progenitora. 15 

(xiii)  Amenazar con castigo a los hijos si se atreven a llamar, escribir o 16 

contactar el otro progenitor. 17 

(14)    Cualquier otro criterio válido o pertinente que pueda considerarse para 18 

garantizar el mejor bienestar del menor. 19 

 Sección 2.-Se enmienda el Artículo 9 de la Ley 223-2011, según enmendada, para 20 

que lea como sigue: 21 

“Artículo 9.-Cuando la custodia compartida no será considerada como beneficiosa y 22 
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favorable para los mejores intereses de los menores de edad. 1 

La custodia compartida no será considerada como beneficiosa y favorable para los 2 

mejores intereses de los menores de edad en los siguientes casos: 3 

(1) … 4 

(2) … 5 

(3) … 6 

(4) … 7 

(5) … 8 

(6) …  9 

(7) … 10 

(8) … 11 

Si tras conceder la custodia compartida uno de los progenitores, temeraria, 12 

arbitraria e injustamente se negare a aceptar dicha decisión, y realizare actos para 13 

entorpecer la relación del otro progenitor con los menores, el tribunal podrá 14 

alterar el decreto y otorgarle la custodia al otro progenitor. Ante el planteamiento 15 

de actos constitutivos de enajenación parental el tribunal podrá ordenar una 16 

evaluación por un trabajador social o un psicólogo, quienes prepararán informes 17 

y presentarán sus hallazgos y recomendaciones al tribunal. El tribunal podrá, de 18 

entenderlo necesario, evaluar a las partes o cualquier otra prueba que estime 19 

pertinente.  20 

Cuando se haya encontrado evidencia de que uno de los progenitores ha 21 

cometido enajenación parental, por la parte que, tiene custodia de los menores, el 22 
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tribunal, evaluará la remoción de la custodia u otras medidas cautelares a 1 

discreción del juzgador. Si es un pariente, madrastra, padrastro o pareja del 2 

progenitor, el tribunal tomará medidas de protección a los menores. 3 

 Cuando sea un progenitor que incurra en la conducta de enajenación 4 

parental, el tribunal evaluará ordenar terapia psicológica como medida de 5 

protección previo a decisión de remoción de custodia. En caso de ordenar 6 

terapias psicológicas, el tribunal evaluará el progreso de esta para hacer nuevas 7 

recomendaciones, de ser necesario y se ameriten. 8 

 Todo progenitor que causare daño emocional o psicológico a los menores 9 

por la conducta de enajenación parental, se le ordenará el pago por las terapias 10 

psicológicas que conlleven la reparación de dicho daño en los menores. 11 

 El tribunal tendrá la discreción para tomar las medidas y emitir las 12 

ordenes que entienda pertinentes en cualquier etapa del proceso.” 13 

Artículo Sección 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su 14 

aprobación.  15 



1gva Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

7ma Sesi6n 
Ordinaria 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. de la C. 2468

INFORME POSITIVO CONJUNTO 

13 de mayo de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisiones de Hacienda; y de Banca, Comercio y Cooperativismo del Senado 
de Puerto Rico, recomiendan la aprobaci6n con enmiendas del P. de la C. 2468. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto de la Camara 2468, (en adelante, "P. de la C. 2468"), tiene como 
. � prop6sito, establecer la "Ley Complementaria para Atender los Efectos de la Economia 

� � Puertorriquefia Provocados por la Emergencia del Covid-19"; establecer politica publica 
. t especifica; establecer programas gubernamentales, medidas econ6micas o contributivas 

I\� tales como: programa para el pago expedito de cuentas por pagar a proveedores del 
J Gobierno de Puerto Rico; programa de arrastre de perdidas netas en operaciones hacia 

afios anteriores; perdida neta en operaciones a arrastrarse en afios contributivos 
siguientes; exenci6n temporera servicios rendidos a otros comerciantes y a servicios 
profesionales designados; posponer temporeramente la contribuci6n minima tentativa a 
corporaciones; posponer la radicaci6n de las declaraciones informativas requeridas en 
las Secciones 1063.01 a la 1063.16 de la Ley Num. 1-2011, segun enmendada, conocida 
como el "C6digo de Rentas Intemas para un Nuevo Puerto Rico"; posponer 
temporeramente el Informe de Procedimientos Previamente Acordados o Informe de 
Cumplimiento; bono especial a trabajadores especialistas de infraestructura crftica de la 
Autoridad de Energia Electrica; exclusi6n del ingreso bruto para prop6sitos de 
contribuci6n sobre ingresos e ingreso sujeto al pago de patente municipal por 
cancelaci6n de deuda y recibo de subsidios; contribuci6n especial para pagar por 
adelantado ganancias de capital a largo plazo; contribuci6n especial sobre 
distribuciones de dividendos o dividendos implfcitos; vigencia retroactiva de 
solicitudes de decretos bajo la Ley Num. 60-2019, segun enmendada, conocida como 
"C6digo de Incentivos de Puerto Rico"; cumplimiento automatico con requisitos 
elegibles de decretos de incentivos; programa de ayuda econ6mica para hospitales 
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privados; extender a los hospitales los lirnites de responsabilidad que tiene el Gobierno
de Puerto Rico; horario especial de apertura de negocios o industrias; eximir del
requisito de declaraciones juradas ante notario publico; extender radicaciOn de planillas
de contribuciOn sobre ingresos para el aflo contributivo 2019; extender fechas lirnites de
Ia planilla mensual del impuesto sobre ventas y usos; eliminar el pago de impuesto
sobre ventas y usos en Ia irnportaciOn ‘ compra de partidas tributables para la reventa;
eliminar la retenciOn por servicios profesionales; prohibir desahucios de
arrendamientos sobre vivienda principal; establecer facultades especiales de
reglamentaciOn; y para otros fines relacionados.

ANALISIS Y DISCUSION DE LA MEDIDA

Segun se desprende de la ExposiciOn de Motivos de la medida, Ia OrganizaciOn
Mundial de Ia Salud (OMS), luego de haber declarado al COVID-19 como una
pandemia, está muy preocupada ante los alarmantes niveles de propagaciOn y la
inacciOn de algunos palses. De igual manera, reconociO que algunos palses están
teniendo dificultades para lidiar con Ia prirnera pandemia de Ia historia provocada por
un coronavirus. Algunos, por “falta de capacidad”, otros por “falta de recursos” y el
resto por “falta de decision”. Por otro lado, ante el crecirniento exponencial del COVID
19, el Centro para el Control y PrevenciOn de Enfermedades de los Estados Unidos
(“CDC”, por sus siglas en ingles) ha tornado medidas de seguridad y salud publica que
nos afectan a nivel nacional. El CDC establecio que el distanciamiento social y la
cuarentena ayudan a prevenir la exposiciOn con personas afectadas o que pudiesen
estar afectadas con el COVID-19.

Menciona que, en Puerto Rico hemos tornado rnedidas inrnediatas y drasticas
dirigidas a reducir Ia propagaciOn de este mortal virus. Para ello, la Gobernadora de

fl Puerto Rico declaro un estado de ernergencia el 12 de marzo de 2020 con elfin de lievar
a cabo todos los esfuerzos necesarios que permitan salvaguardar la salud, la vida y Ia
seguridad de todos los puertorriqueflos. Luego, tras cinco (5) casos confirrnados del
COVID-19, ‘v considerando las gufas nacionales emitidas por el CDC y la
recomendacion del Departamento de Salud del Gobierno de Puerto Rico, Ia
Gobernadora de Puerto Rico firrnO Ia Orden Ejecutiva 2020-23 (“OE 2020-23”) para
controlar la propagaciOn del virus. Aquf se establecieron rnedidas rigurosas de
aislarniento social y de cuarentena. Se ordenO un toque de queda para todos los
ciudadanos empezando a las 9:00 prn hasta las 5:00 am, desde el 15 de rnarzo hasta el 30
de rnarzo de 2020. La OE 2020-23, adernas, ordeno el cierre de todos los comercios en
Puerto Rico y de las operaciones gubemarnentales, excepto de aquellas relacionadas a
servicios esenciales. De igual rnanera, limitO a los ciudadanos a transitar 0 carninar por
las vIas publicas de 5:00 am a 9:00 pm, salvo algunas excepciones, a saber: adquisiciOn
de alirnentos, productos farmaceuticos y de primera necesidad; citas medicas, asistir a
hospitales, laboratorios o centros de servicio mEdico, hospitalarios; acudir al lugar de
trabajo para los empleados publicos y privados que realicen trabajos esenciales; retorno
al lugar de residencia habitual en una actividad permitida; acudir a instituciones
financieras; entre otras. Corno se puede constatar, la Orden Ejecutiva 2020-23 forzO un
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distanciarniento social para evitar que se siga propagando el virus en nuestra tierra. De
igual manera, el 30 de marzo de 2020, Ia Gobernadora, mediante la Orden Ejecutiva
2020-29 extendiO hasta el 12 de abril del corriente aflo las medidas tomadas para
controlar el riesgo de contagio de este virus COVID-19. Esta Asamblea Legislativa
concurre con las acciones de la Gobernadora en proteger Ia salud y el bienestar de
nuestra poblaciOn, y más cuando se trata de proteger a nuestros adultos mayores.

Senala ademas que, acciones drasticas similares a las que hemos tornado en
Puerto Rico, se han empezado a tomar en otros estados de la NaciOn. Ahora bien, estos
cierres totales tienen un efecto directo y devastador en nuestra econonmia. Asi Io ha
reconocido el Presidente del Banco de la Reserva Federal de San Luis, el cual estimO que
la tasa de desempleo en los Estados Unidos alcanzara un treinta (30) por ciento en el
segundo trimestre del 2020 debido a los cierres (“shutdowns”). Esto provocará una
calda de rnás de un cincuenta (50) por ciento en el Producto Interno Bruto (“GDP”, por
sus siglas en ingles). Ante esta proyecciOn, el Presidente de la Reserva Federal de San
Luis le solicitO al Gobierno Federal una respuesta fiscal poderosa (“powerful fiscal
response”) para reemplazar $2.5 trillones de dOlares en perdidas que se estiman para el
segundo trirnestre del 2020. Sugiere, ademas, que Ia rneta general de este estImulo
gubernarnental debe ser el sostener a todos los negocios e industrias y a las familias
estadounidenses.

Indica que, ante todo este escenario poco alentador, el Congreso Federal aprobO
un histOrico paquete de rnedidas de estimulo econOmico de más de dos (2) trillones de
dOlares para atender esta crisis provocada por el COVID-19, al aprobar la Ley de
Ayuda, Alivio y Seguridad EconOmica de Coronavirus (“CARES Act”). Segün expertos,

Sn esta IegislaciOn es el paquete de medidas más grande que se ha aprobado en Ia historia
V ‘ . de los Estados Unidos. Entre el paquete de medidas, se resaltan las siguientes: $250

f billones de dOlares para pagos directos a las familias y a los individuos; $350 billones
para préstamos a pequeflos negocios; $250 billones en beneficios de seguro de
desempleo; $500 billones para cornpaflIas severamente afectadas, $130 billones para
hospitales, $150 billones para gobiernos locales y estatales, entre otras. En Puerto Rico,
la Gobernadora anunciO en dIas recientes diversas propuestas y acciones ejecutivas
dirigidas a usar los recursos publicos para atender la crisis en nuestro Archipielago
como parte del Plan Estrategico para Reactivar Nuestra Economla, Apoyar a Nuestros
Comerciantes y Proteger a Nuestros Trabajadores. La expectativa es que estas medidas
econOmicas estatales de $787 millones puedan reactivar a corto plazo nuestra econornIa.
Para ello, esta Asarnblea Legislativa aprobO la ResoluciOn Conjunta 23-2020 donde
asignO la cantidad de $500 millones con cargo al Fondo General. Adernás, la
Gobernadora podra utilizar de Ia Reserva de Emergencia $160 rnillones para la cornpra
de equipos, materiales y suplidos para atender Ia crisis del COVID-19. Por ültimo, del
Presupuesto del aflo vigente se estarán reasignado $156.8 millones como parte de esta
primera fase del Plan Estratégico. Ciertarnente, esto es un primer paso para aliviar los
estragos de esta pandemia.

Menciona tarnbien que, esta Asamblea Legislativa entiende establecer un
segundo paquete de medidas que será complementario al paquete inicial presentado
por la Gobernadora. En este segundo paquete se atienden varios asuntos. Primero, se
crea un mecanismo para pagar de forma expedita las obligaciones a los contratistas y
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proveedores del Gobierno de Puerto Rico. De esta manera, las deudas acumuladas
actualmente se deben pagar dentro de 15 dias calendarios. Las obligaciones nuevas
contraidas por ci Gobierno se deben pagar dentro de 30 dias calendarios. Esta medida,
sin duda, ayudara al flujo de efectivo de muchas compafiuas, contratistas y empresarios
que Ic sirven bien a nuestro Gobierno pero que se tardan en cobrar. Para aumentar ci
flujo de efectivo de nuestros negocios, se permite ci mecanismo de retrotraer las
pérdidas a aflos anteriores (“carry back”), aumentando asI la posibilidad de recibir
inmediatamente reintegros por contribuciones pagadas en aflos anteriores. Respecto a
las ayudas que reciban los individuos o las entidades juridicas, se aclara que cualquier
cantidad que sea condonada o cantidades que se reciban como subsidios o estImulos
estarán excluidas del ingreso bruto para propOsitos de contribuciOn sobre ingresos,
incluyendo Ia contribuciOn basica alterna o ia contribuciOn alternativa minima, en
Puerto Rico o ei ingreso sujeto al pago de patente municipal. Esta disposiciOn es
analoga a la SecciOn 1106(i) de la Ley Federal CARES, Ia cual exime de tributaciOn Ia
condonacion de Ia deuda bajo el COdigo de Rentas Internas Federal; por lo cual, se
debera interpretar liberalmente a favor del contribuyente. Dc igual manera, se elimina
por lies (3) meses ci impuesto del cuatro (4) por ciento de toda facturaciOn que se
presente durante ci periodo de exenciOn por los servicios rendidos a otros comerciantes,
comünrnente conocido como B2B, y servicios profesionales designados, y se le da Ia
facultad al Secretario de Hacienda de extender esta exenciOn por periodos adicionales
de tres (3) meses. Tambien, se elimina temporeramente la contribuciOn minima
tentativa a corporaciones de $500 que establece el COdigo de Rentas Internas. Para ci
aflo contributivo 2019, en caso de que Ia corporaciOn haya pagado Ia contribuciOn
minima tentativa de $500, podra solicitar un reembolso al Departamento de Hacienda.

\çsjJ4Ademas como anunciO la Gobernadora, la radicaciOn de las planillas de contribuciOn
sobre ingresos se va a posponer para el 15 de julio de 2020. Tambien, se anunciaron

QJ’ otras medidas que atienden ci Impuesto sobre Ventas y Uso en los muelles,
radicaciOn de Ia planilia del IVU, Ia retenciOn del diez (10) por ciento por servicios
profesionales, entre otros. Esta Asamblea Legisiativa eleva a fuerza de ley estas
acciones administrativas tomadas por el Ejecutivo. De igual manera, esta pieza
legislativa pospone la radicaciOn de las declaraciones informativas, requeridas a los
negocios y empresarios, para el 31 de mayo de 2020. Otro de los beneficios a nuestros
empresarios pequeflos y medianos es que se le elimina el requisito de incluir junto a sus
planillas de contribuciOn sobre ingresos el Informe de Procedimientos Previamente
Acordados o Informe de Cumplimiento preparado por un Contador Publico
Autorizado. En sintonia con lo anterior, reconociendo que ci cierre total decretado por
la Gobernadora desde el 15 de marzo de 2020, pone al pais en una pausa donde se
detiene toda Ia actividad comercial, afectando directamente a todos los negocios y los
individuos y que la gran mayoria de las oficinas gubernamentales se mantienen
cerradas, incluyendo el Departamento de Hacienda, esta Asamblea Legisiativa entiende
prudente y necesario flexibilizar las fechas Ilmites de vencimientos de las licencias de
rentas internas, licencias o permisos expedidas por ci Gobierno de Puerto Rico, sus
agencias, instrumentalidades o municipios, cuyas fechas de vencimiento caigan a partir
del 1 de marzo de 2020.
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Finaimente, expresa que, con el ánimo de promover la actividad econOmica, para
ci aflo contributivo 2020 (para empresas con año natural o en el caso de aflos
econOmicos, para anos comenzados luego del 31 de diciembre de 2019 y antes del 1 de
enero de 2021), se reconoce un cumplimiento automatico a los Negocios Exentos que
tienen decretos con requisitos establecidos en ci COdigo de Incentivos de Puerto Rico,
en otras leyes de incentivos anteriores y en el propio decreto con elfin de garantizar Ia
continuidad de dichos decretos de exenciOn. Los requisitos o métricas que se
entenderan como cumphdos durante este aflo 2020 o hasta que dure Ia vigencia de esta
Ley, son: creaciOn y retenciOn de empleos, ingreso bruto o volumen de ventas; e
inversiOn en maquinaria y equipo. Esto ayudara a que las empresas con decretos de
exenciOn se puedan recuperar dcl impacto econOmico que ha provocado el COVID-19.
Conforme lo anterior, esta Asamblea Legislativa, y en el ejercicio de su poder de razOn
de Estado, v de conformidad con Ia SecciOn 18 del Articulo III de la ConstituciOn de
Puerto Rico, entiende necesario tomar medidas urgentes de acciOn para atender la
prevenciOn, contagio y tratamiento del coronavirus en Ia Isla.

La ComisiOn de Hacienda del Senado de Puerto Rico, como parte dei estudio y
evaluaciOn del P. de la C. 2468, solicitO Memoriales Explicativos a la Autoridad de
Asesorla Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico; al Departamento de Hacienda; a Ia
Oficina de Cerencia y Presupuesto; ai Departamento de Justicia; y al Centro de
RecaudaciOn de Ingresos Municipales. Al momento de Ia redacciOn de este Informe, no
se habIan recibido los comentarios escritos de Ia Autoridad de Asesoria Financiera y
Agencia Fiscal de Puerto Rico; de la Oficina de Gerencia y Presupuesto; y del
Departamento de Justicia.

El Departamento de Hacienda,’ expresO que, dentro del analisis que les compete,
r identificO ciertas medidas contenidas en la pieza legislativa que pudieran tener un

j’çv impacto fiscal. Por consiguiente, recomendO que, las mismas fueran evaluadas por la
Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscai de Puerto Rico, asI como, para
aqueflas disposiciones de carácter prcsupuestario, le concediO deferencia a los
comentarios que imparta la Oficina de Gerencia y Presupuesto. Igualmente, recomendo
considerar los comentarios del Comisionado de Instituciones Financieras, del
Departamento de Salud, de Ia AdministraciOn de Seguros de Salud, de la Autoridad de
Energia Eléctrica, de] Departamento de Justicia, del Tribunal Supremo de Puerto Rico,
del Departamento de Asuntos al Consumidor, dcl Departamento de Desarrollo
EconOmico y Comercio, de la Junta de PlanificaciOn, del Departamento del Trabajo y
Recursos Humanos, aM como Ia postura de Ia Junta de Supervision y AdministraciOn
Financiera para Puerto Rico.

El Centro de RecaudaciOn de Ingresos Municipales (en adelante, “CRIM”)2
indicO que, Ia medida busca aumentar ci flujo de efectivo con la concepciOn de
diferentes creditos contributivos, exenciones, y extensiones de fechas relacionadas con
el cumplimiento de las diferentes cargas contributivas. ConcluyO que, el P. de la C. 2468,
no conlleva impacto financiero directo en las operaciones del CRIM. Finalmente, le

1 Memorial Explicativo del Departamento de Hacienda sobre el P. de Ia C. 2468.
2 Memorial Explicativo del Centro de RecaudaciOn de Ingresos Municipales sobre el P. de Ia C. 2468.
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concediO deferencia a las expresiones que puedan vertir Ia FederaciOn de Alcaldes de
Puerto Rico, y de la AsociaciOn de Alcaldes de Puerto Rico.

Sin duda, nos enfrentamos a una situaciOn no vista en sobre den (100) años. Una
pandemia de esta magnitud requiere una respuesta a la par del reto que nos presenta.
Estas Comisiones, como parte de Ia Asamblea Legislativa, se encuentran a la altura que
los tiempos requieren. Hemos puesto Ia acciOn donde se requiere, para dane Ia mejor
calidad de vida posible a nuestros ciudadanos durante tan dificil momento.

Sin embargo, nunca podemos perder de perspectiva los retos adicionales que ya
enfrentaba Puerto Rico antes de la pandemia. En especifico, debemos tomar en cuenta Ia
situaciôn fiscal en que nos encontramos. Por consiguiente, estas Comisiones
recomiendan eliminar de Ia presente medida aquellas disposiciones que las arcas del
Gobierno de Puerto Rico, no pueden costear.

Por otro lado, aquellas medidas que si podemos costear, deben ser lo mas
agresivas posibles para contrarrestar los efectos nocivos a Ia economla de nuestro pals.
Dc esta forma, alcanzaremos Ia recuperaciOn que tanto anhelamos a la brevedad
posible.

CONCLUSION

Por los fundamentos antes expuestos, las Comisiones de Hacienda; y de Banca,
Comercio y Cooperativismo del Senado de Puerto Rico, recomiendan Ia aprobaciOn con
enmiendas del P. de Ia C. 2468.

Respetuosamente sometido,

Migda Padilla Alvelo Eric Correa Rivera
Presidenta Presidente
ComisiOn de Hacienda ComisiOn de Banca,

Comercio y
Cooperativismo
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31 DE MARZO DE 2020

Presentado por los representantes Mendez Nünez, Soto Torres y Pares Otero

Referido a las Comisiones de Hacienda, Presupuesto y de la Supervision,
Administracion y Estabilidad EconOmica de Puerto Rico, “PROMESA; y de Desarrollo
EconOmico, PlanificaciOn, Telecomunicaciories, Alianzas Püblico Privadas y Energia

LEY

Para establecer la “Ley Complementaria para Atender los Efectos de la Economla
Puertorriquefla Provocados por Ia Emergencia dcl Covid-19”; establecer polItica
püblica especIfica; establecer programas gubemarnentales, medidas económicas o
contributivas tales como: programa pan el pago expedito de cuentas por pagar a
proveedores del Gobiemo de Puerto Rico; programa de crédito contributivo

(.lIkF rccmbolsablc a industria o ncgocio por nómina pagada; programa de arrastre de
pérdidas netas en operaciones hacia aflos anteriores; perdida neta en operaciones a
arrastrarse en años contributivos siguientes; exención temporera 4servicios
rendidos a otros comerciantes y a servicios profesionales designados; posponer
temporeramente la contribuciOn minima tentativa a corporaciones; posponer la
radicaciOn de las declaraciones informativas requeridas en las Secciones 1063.01 a
la 106116 de la Ley Nüm. 1-2011, segün enmendada, conocida como ci “COdigo de
Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”; posponer temporeramente el
Informe de Procedimientos Previamente Acordados o Informe de Cumplimiento;
bono c5pccial a trabajadorco copccializtaz dc infracotructura critica dc la Autoridad
de EncrgIa ElCctrica; establecer una extension automCtica de licencias o permisos we
autorizan una actiz’idad coinercial; exclusion del ingreso bruto para propósitos de
contribucion sobre ingresos e ingreso sujeto al pago de patente municipal por
cancelaciOn de deuda y recibo de subsidios; contribuciOn especial para pagar por
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adelantado ganancias do capital a largo plazo; contribucion especial sobre
distribuciones do dividendos o dividendos impilcitos; vigencia retroactiva dc
solicitudes do decretos bajo in Ley Nürn. 60 2019, segün enmendada, conocida
como “COdigo do Incentivos do Puerto Rico”; cumplimiento automático con
requisitos elegibes de decretos de incentivos; programa do ayuda cconómica pan
hospitales privados; extender a los hospitales los lImites de responsabilidad quo
tiene ci Cobiemo de Puerto Rico; horario especial do apertura do negocios o
industrias; eximir del requisito de declaraciones juradas ante notario pübiico;
extender radicacion de planillias de contribucion sobre ingresos para el ano
contributivo 2019; extender fechas ilmites de la planilla mensual del impuesto
sobre ventas y usos; eliminar el pago de impuesto sobre ventas y usos en la
importación y compra de partidas tributables para la reventa; eliminar la retención
por servicios profesionales; prohibir desahucios de arrendamientos sobre vivienda
principal; programa yarn usar tarieta del prozrama de asistencia nutricional en
restaurantes; establecer facultades especiales de reglamentaciOn; y para otros fines
relacionados.

Y EXPOSICION DL MOTIVOS

El mundo moderno está viviendo un escenario nunca antes conocido, ima
pandemia de proporciones apocalipticas: ci coronavirus o COVID-19 como
comünmente se le conoce.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), luego de haber declarado al
COVID-19 como una pandemia, está muy preocupada ante los alarmantes niv&es de
propagación y la inacción de algunos palses. De igual manera, reconociO que algunos
paIses están teniendo dificultades para hdiar con Ia prirnera pandemia de (a historia
provoeada por un coronavirus do In historia. Algunos, por “falta de capacidad”, otros
por “falta de recursos” y el resto por “falta de decision”.

Por otro iado, ante ci crecimiento exponencial del COVID—19, el Centro para el
Control x’ PrevenciOn de Enfermedades de los Estados Unidos (“CDC”, por sus siglas en
ingles) ha tornado medidas de seguridad y salud püblica que nos afectan a nivel
nacional. El CDC estableciO que ci distanciamiento social y la cuarentena ayudan a
prevenir la exposiciOn con personas afectadas o que pudiesen estar afectadas con el
COVID-19.

En Puerto Rico hemos tornado medidas inmediatas y drásticas dirigidas a reducir
la propagación de este mortal virus. Para ello, Ia Gobernadora de Puerto Rico declarO
un estado de emergencia ei 12 de marzo de 2020 con el fin de llevar a cabo todos los
esfuerzos necesarios que permitan salvaguardar Ia saiud, la vida y Ia seguridad de
todos los puertorriqueftos. Luego, tras cinco (5) casos confirmados del COVID-19, y
considerando las gulas nacionales emitidas por ci CDC y la recomendaciOn del
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Departamento de Salud del Gobierno de Puerto Rico, la Gobernadora de Puerto Rico
firmo la Orden Ejecutiva 2020-23 (“OF 2020-23”) para controlar la propagación del
virus. AquI se establecieron medidas rigurosas de aislamiento social y de cuarentena.
Se ordenó un toque de queda para todos los ciudadanos ernpezando a las 9:00 pm hasta
las 5:00 am, desde el 15 de marzo hasta el 30 de marzo de 2020.

La OF 2020-23, además, ordenO ci cierre de todos los comercios en Puerto Rico y
de las operaciories guberriamentales, excepto de aquellas relacionadas a servicios
esenciales. Dc igual manera, limitó a los ciudadanos a transitar o caminar por las vIas
püblicas de 5:00 am a 9:00 pm, salvo algunas excepciones, a saber: adquisición dc
alimentos, productos farmaceuticos y de primera necesidad; citas medicas, asistir a
hospitales, laboratorios o centros de servicio medico, hospitalarios; acudir al lugar de
trabajo a para los empleados püblicos y privados que realicen trabajos esenciales;
retorno al lugar de residencia habitual en una actividad permitida; acudir a
instituciones financieras; entre otras.

Como se puede constatar, la Orden Ejecutiva 2020-23 forzó un distanciamiento
social para evitar que se siga propagando el virus en nuestra tierra. De igual manera, el
30 de marzo de 2020, Ia Goberriadora, mediante la Orden Ejecutiva 2020-29 extendiO
hasta el 12 de abril del corriente año las medidas tomadas para controlar ci riesgo de

9 contagio de este virus COVID-19. Posteriorniente, In Gobernadora extendió lafecha de cierre
total (lockdowrj) rued iante in Orden Ejecutiva 2020-33. Esta Asamblea Legisiativa concurre
con las acciones de la Gobernadora en proteger la salud y el bienestar de nuestra
población, y más cuando se trata de proteger a nuestros adultos mayores.

Acciones drasticas similares; a las que hernos tornado en Puerto Rico, se han
empezado a tomar en otros estados de la Nación. Ahora bien, estos cierres totales
tienen un efecto directo y devastador en nuestra economla. AsI lo ha reconocido el
Presidente del Banco de Ia Reserva Federal de San Luis, ci cual estimô que Ia tasa de
desempleo en los Estados Unidos alcanzara un treinta (30) por ciento en el segundo
trimestre del 2020 debido a los cierres (“shutdowns”). Esto provocará una caIda de más
de un cincuenta (50) por ciento en ci Producto Interno Bruto (“GDP”, por sus siglas en
ingles).

Ante esta proyecciOn, el Presidente de la Reserva Federal de San Luis Ic solicitó al
Gobierno Federal una respuesta fiscal poderosa (“powerful fiscal response”) para
reemplazar $2.5 trillones de dólares en perdidas que se estiman para el segundo
trimestre del 2020. Sugiere, además, que la meta general de este estImulo
gubernamental debe ser el sostener a todos los negocios e industrias y a las familias
estadounidenses.

Ante todo este escenario poco alentador, el Congreso Federal aprobo un histórico
paquete de medidas de estirnulo económico de más de dos (2) trillones de dólares pan
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atender esta crisis provocada por ci COVID-19, al aprobar la Ley de Ayuda, Alivio y
Seguridad Economica de Coronavirus (“CARES Act”). Segun expertos, esta legislacion
es el paquete de rnedidas más grande que se ha aprobado en Ia historia de los Estados
Unidos. Entre ci paquete de medidas, se resaltan las siguientes: $250 billones de dólares
para pagos directos a las familias y a los individuos; $350 billones para préstamos a
pequeflos negocios; $250 billones en beneficios de seguro de desempleo; $500 billones
para compañIas severamente afectadas, $130 billones para hospitales, $150 billones para
gobiernos locales y estatales, entre otras.

En Puerto Rico, Ia Gobernadora anunciO en dIas recientas recientes diversas
propuestas y acciones ejecutivas dirigidas a usar los recursos publicos para atender la
crisis en nuestro Archipiélago como parte del Plan Estrategico para Reactivar Nuestra
Economia, Apoyar a Nuestros Comerciantes y Proteger a Nuestros Trabajadores. La
expectativa es que estas medidas económicas estatales de $787 millones puedan
reactivar a corto plazo nuestra economia. Para ello, esta Asamblea Legislativa aprobó la
Resolución Conjunta 23-2020 donde asignó la cantidad de $500 millones con cargo al
Fondo General. Además, la Gobernadora podra utilizar de la Reserva de Emergencia
$160 millones para la compra de equipos, materiales y suplidos para atender Ia crisis
del COVID-19. For ültimo, del Presupuesto del año vigente Sc estarán reasignado
$156.8 millones como parte de esta primera fase del Plan Estratégico. Ciertamente, esto
un primer paso para aliviar los estragos de esta pandemia.

Esta Asamblea Legislativa entiende necesario establecer un segundo paquete de
medidas que será complementario al paquete inicial presentado por la Gobernadora.
En este segundo paquete se atienden varios asuntos. Primero, se crea un mecanismo
para pagar de forma expedita las obligaciones a los contratistas y proveedores del
Gobierno de Puerto Rico. De esta manera, las deudas acumuladas actualmente se deben
pagar dentro de 60 Jj...dIas calendarios. Igualmente, las Las obligaciones nuevas
contraidas por el Gobierno se deben pagar dentro dcl mismo periodo de 30 dIas
calendarjos. Esta medida, sin duda, ayudara al flujo de efectivo de muchas compañIas,
contratistas y empresarios que le sirven bien a nuestro Gobierno pero que se tardan en
cobrar.

Para aumentar ci flujo de efectivo de nuestros negocios, se concedcn distintos
niveles de créditos contributivos rccmbolsablcs a todos aguellos negocios gue
continüan pagando su nómina durante esta crisis. Ahora bicn, este crédito no aplicará si
las cmprcsas recibicron algün tipo dc subsidio federal o estatal. Par ejemplo, a nivel
federal por parte de que Ia cantidad de los préstamos a pegueflos negocios quc se usen
pan pagar nOmina, serán condonados. Dc igual mancra, para mcjorar la entrada de
efectivo a las emprcsas, se permite ci mecanismo de retrotraer las pérdidas a años
anteriores (“carry back”), aumentando asI la posibilidad de recibir inmediatamente
reintegros por contribuciones pagadas en años anteriores.
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Ahora bien Respecto a las avudas gue reciban los individuos o las entidades jurldica se
aclara que cualquier cantidad que sea condonada o cantidades que se reciban como
subsidios o estImulos estarán cxcluidoz excluidas del ingreso bruto para propósitos de
contribucion sobre ingresos, incluyendo Ia contribución básica alterna o la contribución
alternativa minima, en Puerto Rico o el ingreso sujeto al pago de patente municipal.
Esta disposicion es análoga a la SecciOn 1106(i) de Ia Ley Federal CARES, la cual exime
de tributaciOn la condonación de Ia deuda bajo el COdigo de Rentas Internas Federal;
por lo cual, se debera interpretar liberalmente a favor del contribuyente.

De igual manera, se elimina por tres (3) meses el impuesto del cuatro (4) por
ciento de toda facturacion que se presente durante el periodo de exención por los
servicios rendidos a otros comerciantes, comünmente conocido como B2B, y servicios
profesionales designados, y se le da Ia facultad al Secretario de Hacienda de extender
esta exención por periodos adicionales de tres (3) meses, También, se elimina
temporeramente la contribución minima tentativa a corporaciones de $500 que establece
el Codigo de Rentas Internas. Para el año contributivo 2019, en caso de que la
corporaciOn haya pagado Ia contribucion minima tentativa de $500, podrá solicitar un
reembolso a! Departamento de Hacienda.

Ademas,
como anunció la Gobernadora, la radicación de las planillas de contribución

sobre ingresos se va a posponer para el 15 de Julio de 2020. También, se anunciaron, otras medidas que atienden el Impuesto sobre Ventas y Uso en los muelles, Ia
radicación de la planilla del IVU, la retención del diez (10) por ciento por servicios
profesionales, entre otros. Esta Asamblea Legislativa eleva a fuerza de ley estas
acciones administrativas tomadas por el Ejecutivo. De igual manera, esta pieza
legislativa pospone Ia radicación de las declaraciones irtlormativas, requeridas a los
negocios y empresarios, para el 31 de mayo de 2020. Otro de los beneficios a nuestros
empresarios pequeños y medianos es que se le elimina el requisito de incluir junto a sus
planillas de contribucion sobre ingresos el Informe de Procedimientos Previamente
Acordados o Informe de Cumplimiento preparado por un Contador Páblico
Autorizado. En sintonla con Jo anterior, reconociendo gue el cierre total decretado POT Ia
Gobernadora desde el 15 de inarzo de 2020, pone al pals en una pausa donde se detiene toda Ia
actiz’idad comercial, afectando directamente a todos los negocios y los individuos w gue Ia fran
mayorIa de las oficinas gubernanien tales se man tienen cerradas, incluyendo el Departamento de
Hacienda, esta Asamblea Legislativa entiende prudente v necesarlo flexthilzzar las fechas llznites
de vencimientos de las licencias de rentas internas, licencias o permisos expedidas por el
Gobierno de Puerto Rico, sits agencias, instrumentalidades o municipios, cuyas .fechas de
vencimiento caigan a partir del I de marzo tIe 2020.

Por otro lado, se les conccdc un bono a los empleados especialistas de la
Autoridad de EnergIa Eléctrica (AFE) gue han estado acuartclados (24 horas los side (7)
a la scmana) en las centralcs gcncratriccs de la AEE. Estos empicados especialistas de Ia
Sccción de Opcración en las Centralcs dc la AEE tales como: Ingenieros de Turno,



6

Supcrvisores do Control dc Unidad Ccneratriz, Opcradorcs do Eguipo Auxiliar y
Opcradorcs dc Equipo do Bombear Combustible, cc considcran trabajadorcs csenciales
do inirgestructura crItica. Es por clip, guc estos empicados neccsitan cstar saludabics y
protcgidos porgue tienen Ia gran obligaciOn con la ciudadanIa de brindar un scrvicio
cléctrico dc calidad, confiabic y continuo. El sistcma energético do nucstra Ida cc
nucstra espina dorsal, de Ia cual cc derivan otros sen’icios esenciales, tales comp
servicio en los hospitales, agua potable a nuestras comunidades y las
tclccomunicaciones. Dc hccho, la A5cncia dc Seguridad de Infracotructura y Soguridad
Cibemética (CISA, por sus sighs en inglés), adscrita al Departamento do Homeland
Security (DHS, por sus sighs en inglés), cmitiO un memorandum el 28 do marzo do 2020
titulado “Guidance on the Essential Critical lnfraotrueture Workforce: Ensuring Community
and National Resilience in COVID 19 Response”, identificando a estos trabajadorcs como
csencialcs do infracstructura crItica durante Ia rcspucsta al COVID 19.

Con el fin do poder allcgar mac fondos al erario, al mismo tiempo quo cc
benoficia a los contribuyentes, cc provcc una tasa prcfcrcncial de Un 10% para quc cc
pucda pagar por adclantado agudilas ganancias acumuladas dc capital a largo plazo no
rcalizadas y a una tasa prcfercncial dc 5% las distribucionos do dividondos o
dividcndos implIcitos.

Con el ánimo de promover la actividad económica, cc le ordena al Sccrctario dcl
Dcpartamcnto do Desarr&llo Económico y Comcrcio dcl Cobicrno do Puerto Rico
(DDEC) pan guc toda solicitud do Dccroto guc apruobe durante oste aflo tcndrá
caráctcr retroactivo al 1 do oncro de 2020 o en cI caso do años oconómicos, para años

—‘ comcnzados luogo del 31 do dicicmbrc dc 2019 y athcs dcl 1 do onero do 2021, a opción
del solicitanto. Do igual manera, para el año contributivo 2020 (para empresas con año
natural o en el caso de aflos económicos, para años comenzados luego del 31 de
diciembre de 2019 y antes del 1 de enero de 2021), se reconoce un cumplimiento
automático a los Negocios Exentos que tienen decretos con los ciertos requisitos
establecidos en el Código de Incentivos de Puerto Rico, en otras leyes de incentivos
anteriores y en el propio decreto con el fin de garantizar la continuidad de dichos
decretos de exención. Por ejemplo, entre los Los requisitos o métricas que se entenderán
como cumplidos durante este año 2020 o hasta que dure Ia vigencia de esta Ley, son:
creación y retención de empleos, ingreso bruto o volumen de ventas7 e inversion en
maquinaria y equipo, entre otros quo disponga ci Sccrctario dcl UDEC. Esto ayudara a
que las empresas con decretos de exención se puedan recuperar del impacto económico
que ha provocado el COVID-19.

En csta crisis, los hospitales püblicos y privados ostán rccibiendo un golpe duro a
sus finanzas. El cumplimiento do nuevos rcquisitos o rccomendaciones por parte dci
CDC y las mcdidas para responder adocuadamonto a la pandemia dcl COVID 19 han
aumontado siificativamcnte los costos do opcraciOn. Es por cIlo quo so lc ordena al
Departamcnto do Salud a la AdministraciOn dc Soguros do Salud a quo rcaliccn una
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cvaluación (“assessment”) de los costos opcracionales do los hospitales püblicos y
privados y somctan un informc a Ia Asambica Legislativa sobrc ci uso guc sc Ic darán a
los fondos fcdcralcs a rccibir de Ia Lcy Federal CARES pam la compra de cguipo
medico, matcrialcs, entre otros, y para poder mitigar ci impacto económico negativo dci
aumento dc dichos costos opcracionalcs

La rcspuesta rápida es dave en una situaciOn como Ia quc cstamos vivicndo. For
cndc, ci contar con todo ci cquipo ncccsario en nuestros hospitales dcbe scr una
prioridad.

Para cilo, mcdiantc csta Lcy sc crca an fondo comün dc recmbolso a los
hospitales por las compras dc cguipo critico relacionados a csta cmcrgcncia dcl COVID
19 con ci fin de distribuir todas las asignacioncs dc fondos cstataics, incluyendo los
Fondos dc Emcrgcncia, y fcdcralcs, incluycndo los fondos dcl CARES Act, para
rccmbolsar ci aumcnto en gastos operacionaics. Sc estabicce una fOrmula para distribuir
la cantidad dc cstc fondo comñn a base dc los dIgs pacientcs dc los hospitaics. Dc igual
mancra, sc crca un fondo comün para rccmbolsar a los hospitales agucilos gastos no
Rciacionados al COVID 19 o quo hayan tcnido pCrdida de ingrcsos dc por lo menos un
25% durante csta cmcrgcncia. Para inccntivar a los hospitales quo rctcngan sus
cmplcados, mcdiantc esta Lcy sc cstablccc un programa dc crCdito contributivo
reemboisabic dc hasta un 50% por ia nómina pagada desdc ci 15 dc marzo dc 2020
hasta ci 30 dc junio do 2020 o mientras durc la cmcrgcncia dci COVID 19, ci pcriodo
quc sca menor. Fstc crOdito rccmboisablc sc podrá solicitar tan pronto como dcsdc cii

VC dc julio dc 2020 y ci Dcpartamcnto dc Hacienda vcndrá obligado a dcscmbolsar ci
mismo en o antcs dc trcinta (30) dIas dcsdc quo cc sohcitc. Por otro lado, para aumcntar
ci flujo dc cfcctivo dc los hospitales, cc cstablccc una moratoria do tres (3) mcscs dci
costo dc cloctricidad y un subsidio parcial. For ültimo, como inccntivO adicional a los
hospitalcs y al personal do salud, durante csta crisis, sc crea un programa para extender
los iImitcs do rcsponcabilidad guc tienc ci Cobicrno dc Puero-Eiee

Esta Asamblca Lcgisiativa estabicce un horario especial y ciortos rcquisitos para
quc Ia manufactura y ci comcrcio rcabran sus pucrtas bajo cstrictas mcdidas dc salud y
scguridad. Respccto a los ncgocios quc ofrcccn servicios csenciaics (segün cc define
dicho tCrmino en Ia Orden Ejecutiva 2020 23, Ia Orden Ejecutiva 2020 29, o en cualguier
ordcn cjecutiva análoga) como lo son los hospitales, farmacias, supcrmercados,
restaurantes, gasolineras, institucioncs financicras, cntrc otros, sc requierc quc, como
medida minima de scguridad, todo su personal, cmpieados, contratistas y chcntcs,
hagan uso de mascaras o mascariHas dc teia gue protojan ci rostro, no las dcstinadas a
los trabajadorcs dc salud, scgün las recomendacioncs dcl CDC. En otras paiabras,
ninn negocio, sea cccncigl o no, podrá pcrmitir la entrada do clientes, cuando aplique,
sin ci uso dc dichas maccarillas do tcia. Ademas dc los ncgocios quo ya pucdcn operar
bajo ia Ordcn Ejccutiva 2020 29, cc Ic pcrmite operar a los ncgocios quc no aticndan
pübhco, tales como oficinas, emprcsas de manufacthra, cntre otros, sujeto a unas
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salvaguardas de salud y seguridad, establecidos por ci Departamento do Salud y
recomendaciones dcl CDC, incluycndo ci uso compulsorio do mascaras p mascarillas de
tela guc protejan ci rostro, no las dcstinadas a los trabajadores dc salud, guantes y
desinfectantes, de Ostos cstar disponibics en ci mcrcado. En caso dc gue los guantcs y
desinfectantes no esten disponibles o su uso este hmitado a los trabajadores de la salud
gue atiende la emergencia, ci Dcpartamento de Salud establecerá las medidas de salud
y seguridad eguivalentcs para salvaguardar la salud dci personal, empleados y clientes
de los negocios. Do igual mancra, a los ncgocios guc si atienden publico, sc les pcrmitira
operar a través dcl servicio de cervi carro, tcletrabajo, o cntrcga (delivery) al ncgocio u
hogar y sujeto a las saivaguardas dc salud y seguridad, estabiccidos por dicho
Dcpartamcnto. Sc exime dcl rcguisito de servi carry a ciertos provccdorcs dc scrvicios,
entre cHos, los guc dan servicios dc manteffimiento a ios hogares, cdificios, cicvadores,
cntre otros. Estos proveedores vienen obligados a operar bajo estrictas medidas de
seguridad, incluyendo ci uso compulsorio de mascarillas, de tela guc protejan ci rostro,
no las dcstinadas a los trabajadorcs de salud. Sc pcrmitc guc los proveedores de
servicios y suplidorcs de suministros pucdan ofrecer sus servicios y productos a los
ncgocios gue estén operando por virtud de esta Ley o por virtud do Ia Ordcn Ejccutiva
2020 23, Ia Orden Ejccutiva 2020 29o cualguier orden ejecutiva posterior análoga7

For ültimo, Sc Ics ordena a las agencias gubcrnamentales a elimthar todo trámite
gubernamental gue reguiera la presencia fIsica do los usuarios dc los sennicios, siempre(JJ$ gue la tecnologIa nsf lo pcrmita. Cuando csto ocurra, las agendas gubcrnamentales
realizarán dichas transacciones de manera remota (“online”). Ahora bien, para agudilas
transacciones quo hoy en dIa las agencias gubernamentales no pucden ofreccr
rcmotamcnte, por carccer dc los mcdios tccnologicos, cc provee un terming dc Un (1)
año pam gue las agcncias hagan los ajustes necesamios con el fin do quo todo trámite
gubcmamental pucda realizarse dc manema remota. Esta cxigencia es cOnsona con la
polItica páblica estabiccida en la Ley Nám. 75 2019, conocida como la “Ley dc la Puerto
Rico Innovation and Technology Service.

Conforme lo anterior, esta Asamblea Legislativa, y en el ejercicio de su poder de
razOn de Estado, y de conformidad con Ia Seccion 18 del ArtIculo Ill de la Constitucion
de Puerto Rico, entiende necesario tomar medidas urgentes de acción para atender la
prevenciOn, contagio y tratamiento del coronavirus en la Isla. A estos efcctos, esta
medida le asigna, como mcdida inicial, recurcos cconómicos al Departamento de Salud
para gue pucdan responder a la pandemia.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

ArtIculo 1.-TItulo.
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I Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como “Ley Complementaria para

2 Mender los Efectos de Ia Economla Puertorriquena Provocados por la Emergencia del

3 Covid-19”.

4 ArtIculo 2.-PolItica püblica.

5 La pandemia del Covid-19, está devastando el mundo. Esta no solo tiene

6 implicaciones de salud y seguridad püblica (y privada), sino ademas en cuanto al

7 impacto económico y social de sus consecuencias. For lo tanto, el Gobierno de Puerto

8 Rico declara y reconoce la necesidad de esta legislacion especial, debido al estado de

9 necesidad en el que se encuentra nuestra gente.

Se declara como polItica pñblica del Gobierno de Puerto Rico, permitir el mejor

‘11 uso de sus recursos para atender Ia pandemia del COVID-19 y sus consecuencias en

12 nues Ira economIa.

El uso de los recursos pOblicos para propósitos de proveer mejores condiciones a

14 nuestra economia es una necesidad de nuestra razón de estado, en morrientos en que

15 toda nuestra sociedad se enfrenta a las consecuencias de esta pandemia. Una vez ha

16 sido controlada la crisis de salud püblica, debemos evitar el colapso de nuestras

17 instituciones, de nuestra economla y de los sectores productivos. Con estas medidas

18 procuramos proteger los empleos y desde luego a quienes dependen de ellos: la familia

19 puertorriqueña.

20 Por lo tanto, el objetivo especifico de esta legislación es servir como puente de

21 rescate para distintos sectores productivos de nuestra economla, para poco a poco ir

22 recuperando la normalidad del intercambio de bienes y servicios al que ha estado
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I acostumbrado Ia sociedad puertorriquefla en Ia era moderna. Por lo tanto, se crean

2 programas gubernamentales cuyo propósito fundamental es servir de estImulo

3 econOmico para impedir una recesión y las gravIsimas consecuencias sociales que es-ta

4 esta traerIa. Sirve a su vez para concretizar Ia aspiración de nuestro Pueblo de tener Ia

5 más robusta y vibrante economla para procurar un desarrollo socioeconómico de

6 primer orden, a la altura del Siglo XXI.

7 ArtIculo 3.- Definiciones.

8 Para propósitos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado que se

9 expresa a continuación, teniendo presente que las palabras en masculino pueden

10 interpretarse en el género femenino, segin corresponda:

11 (a) “Codigo de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de

12 Rentas Internas”. - Se refiere a Ia Lev Mum. 1-2011, segün enmendada,

13 conocida como ci “COdigo de Rentas Internas para un Nuevo Puerto

14 Rico”.

15 (b) “Comisionado de Instituciones Financieras”. - Significa el Comisionado de

16 Instituciones Financieras de Puerto Rico, segün se define por la Ley Nüm.

17 4 de 11 de octubre de 1985, segün enmendada, conocida como “Let,’ de hi

18 Oficina del Coniisionado de Inst ituciones Financierczs.

19 (c) “Gobierno de Puerto Rico” o “Gobierno”. - Significa ia Rama F.jecutiva de

20 conformidad con ci ArtIculo IV de la ConstituciOn de Puerto Rico, todos

21 sus departamentos, agencias, oficinas, juntas, comisiones, y toda

22 dependencia que ésta controle. Significará también todas las
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corporaciones püblicas e instrumentalidades del Gohierno de Puerto Rico.

2 No obstante, dicho término no incluirá a Ia Rama Legislativa, ni a Ia Rama

3 Judicial, ni a los Municipios.

4 (d) “Hospital”.T — Significa las facilidades privadas de cuidado de salud,

5 centros de diagnostico y tratamiento, facilidades de diálisis, y cualquiera

6 otra facilidad que pueda ofrecer cuidado y tratamiento medico de

7 urgencia yb de emergencia.

8 (e) “Medicos”. — Significa los facultativos que realizan una labor mediante

9 remuneración, debidamente licenciados y autorizados a ejercer la

10 medicina y telemedicina en Puerto Rico por si o por sus respectivas

corporaciones profesionales.

12 (f) “Personal de Enfermerla”. - Significa todo aquel personal de salud que

1 3 labora como empleado de una institución hospitalaria o centro de

14 diagnostico y tratamiento, debidamente autorizado para ejercer la

15 profesión en Puerto Rico y que recibe cornpensaciOn por su trabajo.

16 (g) “Secretario del Departamento de Asuntos al Consumidor”. — Significa el

I? Secretario del Departamento de Asuntos al Consumidor, segUn se define

18 por la Ley Nüm. 5 de 23 de Abril de 1973, segün enmendada, conocida

19 coino ‘icy Qrga’nica del Departaniento de Asuntos del Consumidor”.

20 (h) “Secretario del DDEC”. — Significa el Secretario del Departamento de

21 Desarrollo Economico y Comercio del Gobierno de Puerto Rico, segün se
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1 define por la Ley Nüm. 60-2019, segün enmendada, conocida como

2 “Código de Incentivos de Puerto Rico”.

3 (i) “Secretario de Hacienda”. - Significa ci Secretario del Departamento de

4 Hacienda del Gobierno de Puerto Rico.

5 ArtIculo 4. Responsabilidad Fjecutiva.

6 Corresponderá al Secretario del Departamento de Hacienda cumplir y hacer

7 cumplir las disposiciones de esta Ley Especial. Para este propósito podrá requerir Ia

8 colaboracion del Secretario del DDEC, la Junta de PlanificaciOn, del Departamento

9 Trabajo, ella Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, ci Departamento de

10 Asuntos a] Consumidor Ia Oficina de Gerencia y Presupuesto y de cualquier otra

I 1 entidad de la Rama Ejecutiva cuya información sea necesaria para poder cumplir con

‘4’ J2 los propósitos aqul senalados.

13 ArtIculo 5.- Determinaciones especificas de politica contributiva y econOmica.

14 Para lograr los propOsitos de esta Ley se determinan la creación de los siguientes

IS programas especIficos y medidas económicas o contributivas:

16 (a) Programa para ci Pago Expedito de Cuentas por Pagar a Proveedores del

17 Gobierno de Puerto Rico. Durante la vigencia do esta Ley todos log pagos a log

18 contratistas, suplidores y proveedores (desde ahora en adelante “proveedor”) dcl

19 Cobierno de Puerto Rico so efccarán en un terming quo nunca exccderá do

20 sesenta (60) dIps calcndario. Dicho terming comcnzará a computarse desde la

21 fecha do sometida la factura, mediante ci mCtodo establecido por cl Cobierno do

22 Puerto Rico, y aceptada como válida por parte del Cobierno. Sc dispone un
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I terming de caducidad dc cinco (5) dIas laborabics pan quc ci Cobierno cvaiüc,

2 utilizando mcdios clccfrónicos en lugar de cualguicr otro proccso reguerido por

3 alguna icy, cada una de las facturas recibidas y las determine coma aceptadas o

4 denegadas. Dcntro de dicho terming dcbcrán de solucionarse todas las

5 discrepancias entre ci provccdor y ci Cobicrno. Si dichas discrepancias no son

6 solucionadas, Ia factura sc cntcnderá como aceptada. Si ci Cobierno cnticndc quo

7 no dcbc p no pucdo pagar la misma, cntonccs acudirá al Tribunal para rcsolvcr

8 cualguier controvcrsia. Una vez advenida en final y firmc una sentencia o

9 rcsplución dci Tribunal, cstablccicndo Li validcz de alguna factura u ordenando

pago al Cobierno, entonccs comcará a computarse ci rcfcridp tCrmo de

sesenta (60) dIas calcndarios. -Las obligaciones o cuentas par pagar a los contratistas,

2 sitplidores zi proveedores (“proveedor”), ya acumuladas previo a Ia aprobación de esta Leg

13 y gue ya havan sido certilicadas POT la agencia 0 instrumentalidad gubernamental para Ia

14 cunl se Ic ofrecio ci servicio 0 entrezado los bienes, deberãn ser pagadas durante un

15 término gue nunca excederá de quince (15) dIas calendario, luego de in firma de esta Ley.

16 (1) Las obligacioncs o cuentas por pagar a los contratistas, suplidorcs y

17 proveedores, ya acumuladas al momento de—ia—aprobación do esta

18 Lcy, debcrán ser pagadas durante un tCrmino quo nunca cxcedcrá

19 de sesenta (60) dIas calcndario luego de Ia firma do esta Lcy.

20 Durante Ia vigencia de esta Ley, toda nueva obligaciOn o cuenta pOT pagar

21 a algün proveedor gue sea certificada por Ia agencia o instrumentalidad

22 gubernamental, para in cual se le ofreciO el servicia a entregado los bienes,
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deberá ser pagada durante un terimno pue nunca excederé de treinta (30)

dIas calendario desde gue se certifigue.

(b) Programa de Crédito Contributivo Rccmbolsable a Industria o Ncgocio

por NOmina Pagoda para RetenciOn dc Empleados (“Employee Retention

Tax Credit for Employers). El Departamcnto dc Hacienda permitirá un

crãdito contributivo reemboisable por nómina pagada del 15 de mar20 de

2020 a! 30 de junio dc 2020 p mientras dure la cmergencia dcl COVID 19,

lo gue sea mcnor, segün se define este terming en la Seccion 1062.01 dcl

Código de Rentas Intcrnas, incluyendo gastos relacionados come

aportaciones patronales 0 de contribuciones sobre nóminas. El crCdito

reembolsable se podrá solicitar dcsde ci 15 dc enero de 2021 hasta ci 30 de

junio de 2021 y ci Dcpartamento de Hacienda desembolsará ci mismo en o

antcs de cuarenta y cinco (45) dips desde su solicitud. El Secretario de

Hacienda adoptará los formularios necesarios para solicitor ci crCdito

reembolsaMe agul dispuesto:

(1) Cien por ciento (100%) de crCdito contributivo reembolsable a

aguellas industrias o negocios gue cumplan con los siguicntes

reguisitos:

(A) Que la ictri: ncgocio no haya operado (gcrte+ede

ingrcsos) durante Ia vigencia de Ia Orden Ejecutiva 2020 23,

la Orden Ejecutiva 2020 29, cualguier otra orden ejecutiva

2

3

4

5

6

7

8

9

i0

ii

?flv
14

15

16

17

18

19

20

21

I
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2

anáioga, o cualguier otra imposición dcl Cobierno de Puerto

Rico de toguc de guedu o “lock down”;

3 Que 13 industria p negocio haya tenido pérdid

4

5

6

7

8

operaciones durante el año contributivo 2020 provocado

directamente por la emergencia dcl COVID 19; y

(C) No se concederá crédito por ci monto de aguella nómina

elegible gue haya sido utilizada para reclamar y obtener

otros créditos cstablccidos por icycs locales o federales, de

9

12

13

mancra dirccta o indirecta, pan atender la emergencia dcl

COVID 19, incluycndo la condonacion dc dcuda o relevo de

carga cconómica dcl pago dc la nómina, cntrc otros.

(D)El crédito contributivo rccmbolsablc máximo a reclamar

por cl negocio, para todo el pcriodo dispuesto en este

14

15

16

17

18

apartado, será do diez mu (10,000) dolares por empicado.

(2) Cincuenta por ciento (50%) de crédito contributivo rccmbolsable a

19

20

ingrcsos) dc mancra parcial durantc la vigencia de ia Orden

Ejecutiva 2020 23, la Orden Ejecutiva 2020 29, cualguier otra

21 orden ejecutiva análoga, o cualguier otra imposición dcl

aquellas industrias o ncgocios quo cumplan con los siguientes

requisitos:

(A) Quc la industria o negocio haya operado (gencrando

22 Cobiemo de Puerto Rico de toquc de qucda o “lock down.”
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(B) Quo in industria o ncgocio h yn tertido una rcducciOn dc

rngresos, provocado dircctamcntc por in

3 COVID 19, dc por lo menos un vcinticinco por ciento (25%)

4 do los ingresos informados al Departamento dc Hacienda en

ci aflo contributivo 2019. En ci caso irn nnrin nnrvn

6 gue ha lievado a cabo opcracioncs por un periodo do por lo

7 menos seis (6) meses, pero menor de Un (1) añp, gue hayn

-,—..LC— -J
[5maJ.Jttt i-”-” a?

9 veinticinco (25%) de los ingresos rcflejados en sus libros de

10 contabilidad desde guc comcnzO operaciones.

13

14

15

16

17

18

19

20

elegibie quo haya sido utilizada para reclamar y obtencr

otros crOditos cstablccidos por byes locales p foderaics, de

mera directa o indirccta, pam atender in emcrgcncia dcl

COVID 19, incluycndo in condonacion do deuda o relevo de

carga económica dcl pago de In nómina, entrc otros.

(D) El crédito contributivo rccmboisabic máximo a reciamar por

ci ncgocio, pam todo ci periodo dispucsto en cste apartado,

coma de cinco mu (5,000) dOiames por empleado.

(3) Cincuenta por ciento (50%) do crédito contributivo reembolsabie a

21 aguellas industrias o negocios quo rindan servicios cscnciales

(segn so define este terming en ]a Orden Ejecutiva 2020 23, in

5

cr1 fl_L ia dci

8 I ‘Z
-J

i1

123fr

(C) No so concederá crCdito por ci monto de aqi Ha nómina

22
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17

Ordon Ejocutiva 2020 29 o cualguior otra ordon ojecutiva análoga),

quo cumplan con los siguiontos roguisitos:

(A) Quo Ia industria o nogocio quo rindan scn’icios osoncialos

hap oporado (gonorando ingrosos) duranto Ia vigoncia do la

5

6

Ordon Ejocutiva 2020 23, in Ordon Ejocutiva 2020 29,

cualquicr otra ordon ojocutiva análoga, o cualquior otra

7

8

9

10

imposición dcl Cobiomo do Puorto Rico do toquc do quoda o

“lock down!’

(B) Quo In industria o nogocio quo rindan sonnicios osconcialos

tonga tin pago do nómina do map do un dioz (10) por cionto

13 •9_ft:’
dol total dcl pago do nómina roalizado duranto ol aflo

contributivo 2019. Solamonto ol oxcoso do nómina pagada,

provocado diroctamonto por in omorgoncia dci COVID 19,

14 cualificará porn ol crédito contributh o roombolsablo

15

16

ostablocido on osto párrafo.

(C) No so concodorá crédito por ci monto do aquolia nómina

17 ologibic quo haya sido utilizada p obtonor

18

19

20

otros cráditos ostablocidos por icyos localos p fodoralos, do

manora dirocta p indirocta, porn atondor in omcrgcncia dol

COVID 19, inciuyondo in condonacion do douda o rolovo do

carga oconOmica dol pago do In nómina, ontro otros.21
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1 (D) El crãdito contributivo 1tt1LflILCLi

2 el ncgocio, pan todo cl periodo dispuesto en este apartado,

3 era de cinco mu (5,000) dólares por empleado.

4 No obstante lo anterior, la industria a negocio gue rindan servicios

5 esenciales (segün se define dicho terming en in Orden Ejecutiva 2020 23, la

6 Orden Ejecutiva 2020 29, p en cualguier orden ejecutiva anáioga) podrá

7 optar por cualguiera de ins opciones de crCditos contributivos dispuestas

8 en este apartado rb), sicmpre y cuando cumpla con todas las condiciones y

9 reguisitos impuestos en ci párrafo pam cl cual elija rcclamar ci crCdito

10 contributivo reembolsable.

11 fe)—(b)Programa para Retrotraer Pérdidas Netas en Operaciones Hacia

12 Anos Anteriores (“Carry Back”). -El Departamento de Hacienda permitirá

13 una deducciOn especial de pérdidas netas en operaciones incurridas,

14 provocadas directamente par la emergencia del COVID-19, para años

15 contributivos en donde ocurrió in deciaración de emergencia provocada

16 por ci COVID 19 y hasta gue finalice la emergencia o in vigencia de in

17 presente Ley, lo gue sea menor, el ano contributivo 2020 a retrotraer a cada

18 uno de los tres (3) dos (2) años contributivos anteriores, comenzando por el

19 año anterior más antiguo. Dicho arrastre de pérdidas no estard sujeta a Ia

20 limitación de uso establecida en el inciso (D) del párrafo (1) del apartado (b) de In

21 Sección 1033.14 del Codigo de Rentas Internas. Nada de lo aquI dispuesto

22 limitará el arrastre de pérdidas dispuesto en la Sección 1033.14 de la Ley
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Nüm. 1-2011, segün enmendada, conocida como “COdigo de Rentas

2 Internas para un Nuevo Puerto Rico”.

3 (1) El retrotraer pérdidas netas en operaciones hacia años anteriores

4 (“Carry Back”) será una elección para aquellas industrias o

5 negocios con un volumen de negocios de diez millones (10,000,000)

6 de dOlares o menos.

7 (2) En el caso de contribuyentes que sean Grandes Contribuyentes,

8 segün definidos en el párrafo (35) del apartado (a) de la Sección

9 1010.01 del Código de Rentas Internas, no se le permitirá retrotraer

10 pérdidas hacia aflos anteriores.

11 (3) Limitaciones. -El contribuyente tendrá hasta la fecha de radicaciOn

12 de la planilla de contribución sobre ingresos siguiento a la focha

13 quo tcina Ia omorgencia provocada por ol COWD o al final do la

14 vigoncia do osta Loy, ol cual oa menor, pam ci año contributivo 2020,

15 inciuyendo prórrogas, para beneficiarse de la retrotracción (“carry-

16 back”) establecida en este apartado.

17 (A)La cantidad ma’xima de perdidas netas en operaciones a retrotraer

18 hacia aflos anteriores (“Carry Back”) será de doscientos nil! (200,000)

19 doiares y ci reintegro ma’ximo por ins contribuciones pagadas en años

20 anteriores será de cincuenta mU (50,000) dóiares.
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(4) La deducción especial de Ia retrotracciOn de las pérdidas aplicará

2 también para computar la contribucion básica alterna y Ia

3 contribución alternativa minima.

4 (El-) (c) Pérdida Neta en Operaciones a Arrastrarse En Anos Contributivos

5 Siguientes. —Para pérdidas netas incurridas, provocadas directamente por

6 la ernergencia del COVID-19, en años contributivos en donde ocurrió la

7 dcclaración de cmcrgcncia provocada por ci COVTD 19 y hasta guc

8 finaiicc Ia cmcrgcncia p la vigencia dc la presente Lcy, lo gue sea mcnor, ci

9 alto contributizio 2020, ci monto a arrastrarse a los aflos contributivos

10 siguientes no le aplicará Ia limitación establecida en el inciso (D) del

Ii párrafo (1) del apartado (b) de Ia SecciOn 1033J4 del COdigo de Rentas

12 Internas.

13 (1) Orden de Ia Aplicaciôn de las Perdidas Neta en Operaciones.

14 (i) El contribuyente reclamard yrimero ins pérdidas incurridas en

15 año contributivos anteriores al año contributivo 2020 sujeto a las

16 limitaciones establecidas en el inciso (D) del parrafo (1) del apartado (b) de

17 la Seccion 1033.14 del Cddigo de Rentas Internas.

18 (ii) Si luego de aplicar las pérdidas del suh-inciso (i) dcl inciso (1)

19 de este apartado in planilla reflejase ingreso neto, podrd tomar una

20 deduccion de Ia pérdida arrastrada generada en el aflo contributiz’o 2020,

21 sin las lirnitaciones estabiecidas en el inciso (D) dcl párrafo (1) del

22 apartado (b) de Ia Sección 1033.14 del Código de Rentas Internas.
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(iii) Si luei’o de aplicar las perdidas del sub-inciso (i) (ii) del

2 inciso (1) de este apartado Ia planilla reflejase ingreso neto, podra’ ton-tar

3 una deducción de Ia pérdida arrastrada generada en el año contributivo

4 2020, conforme a lo dispuesto en este apartado.

5 (e)(d)Exención Temporera a Servicios Rend idos a Otros Comerciantes y

6 Servicios Profesionales Designados. — La facturacion de los servicios

7 prestados a otros comerciantes y servicios profesionales designados,

8 segün definidos en el SubtItulo D del Codigo de Rentas Internas, no

9 estará sujeta a la tasa de cuatro (4) por ciento durante los meses de abril,

10 mayo y junio de 2020. El Secretario de Hacienda podra extender esta

11 exenciOn por periodos adicionales de tres (3) meses cada uno, mientras

12 4j,(Dij\ dure el periodo de emergencia, pero nunca será mayor a la fecha en que

13J$ finaliza la vigencia de esta Ley.

14 91 (e) Posposición Temporera de Ia Contribución Minima Tentativa a

15 Corporaciones de $500. -Para años contributivos comenzados luego del 31

16 de diciembre de 2018 y hash quo finalice la vigencia de la presente Lcy

17 antes del 1 de enero de 2020 (ano contributivo 2019), la contribucion minima

18 tentativa de quinientos dolares ($500) requerida en el apartado (g) de la

19 Sección 1022.03 del Codigo de Rentas Internas, no estará en vigor.

20 (1) Para aquellas corporaciones que hayan pagado la contribuciOn

21 minima tentativa de $500 para el año contributivo 2019, podran

22 solicitar un reembolso por esta cantidad al Departamento de
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I Hacienda, el cual se desembolsara en o antes de cuarenta y cinco

2 (45) dIas calendarios desde su solicitud. El Secretario de Hacienda

3 adoptará los formularios necesarios para solicitar dicho reembolso,

4 si aplica.

5 (gftPosposición de Declaraciones Informativas. -Para años contributivos

6 comenzados luego del 31 de diciembre de 2018 y antes del 1 de enero de

7 2020, las declaraciones informativas requeridas en las Secciones 1063.01 a

8 la 1063J6 del Código de Rentas Internas podrán ser rendidas en o antes

9 del 31 de mayo de 2020.

10 (h) (g) Posposición Temporera del Informe de Procedimientos

Ii Previamente Acordados o Informe de Cumplimiento. -Para años

12 contributivos comenzados luego del 31 de diciembre de 2018 v antes del 1

de enero de 2020, se elimina el requisito de incluir junto a la planilla de

14 contribuciOn sobre ingresos un Informe de Procedimientos Previamente

15 Acordados (Agreed Upon Procedures) o Informe de Cumplimiento

16 (Compliance Attestation) preparado por un Contador Püblico Autorizado

17 (CPA) con licencia vigente parz ejercer Ia profesión en Puerto Rico, segün

18 establecido en el inciso (D) del parrafo (2) del apartado (a) de la SecciOn

19 1021.02 y en el inciso (B) del párrafo (7) del apartado (a) de la Sección

20 1022.04 del Codigo de Rentas Internas.

21 O)(h)Bono Espccial a Trabajadores Especialistas dc Jnfracztructura CrItica

22 do Ia Autoridad do EnergIa Eléctrica. Para brindar un incentivo dc cuatro
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1 mu dolarcs ($4,000) a los trabajadores especialistas de infracstructura

2 crItica de in Autoridad de EnergIa Eléctrica (AEE) guc han estado

3 acuartelados en ins centraics gcnerntrices de in ABE a consecuencia dc in

4 Orden Ejecutiva 2020 23, in Ordcn Ejecutivn 2020 29, o medinnte cuniguier

5 ordcn cjecutivn posterior análoga. Extension Automática de Licencias Para

6 Actividad Conzerciai. -Quedan extendidas auto,na’ticamente, OY Un periodo de

7 seis (6) meses, todas las iicencias it fianzas bafo ci COdigo de Rentas Internas,

8 licencias o permisos expedidos por la Oficina de Gerencia de Permisos o cualguier

9 otra agencia, instrumentalidad gubernamentai o municipio del Gobierno de

iO Puerto Rico, gue venzan a partir del I de marzo de 2020. Toda iicencia o permiso

Ii será aguella aprobaciOn escrita autorizando ci comienzo de una acciOn o actividad

12 conierciai, expedida por ci Gobierno, sits agencias, instrunientaiidad

l3J gubernatnental o municipios.

14 (ft (i) Exclusion del Ingreso Bruto e Ingreso Sujeto al Pago de Patente

15 Municipal por Cancelación de Deuda y Recibo de Subsidios. - Se exciuirá

16 del ingreso bruto para propósitos de contribuciOn sobre ingresos,

17 incluyendo la contribución básica alterna o la contribucion alternativa

18 minima, y dei ingreso sujeto ai pago de patente municipal la cancelación

19 de deuda y las cantidades recibidas por concepto de cualquier subsidio o

20 estImuio federal bajo la Ley de Ayuda, Aiivio y Seguridad Económica de

21 Coronavirus (“CARES Act”) o bajo cuaiguier otra iegisiación .federal para

22 atender el COVID-I9 o bajo un cualquier subsidio o estImuio estatal
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1 atorgado a consecuencia del COVID-19, incluyendo los creditos

2 contributivos reembolsables y otras ayudas económicas dispuestas en esta

3 Ley.

4 (1) Disponiéndose, además, gue ci contribuyente podrá reciamar coma

5 deduccion al ingreso neto los as tos ordinarios i necesarios incurridos en

6 hi operación del negocia, aim cuando dichos gastos sean paados con

7 fondos recibidos par concepto de cualguier sit bsidio a estImulo federal baja

8 ci CARES Act o ba/a cualguier atra legisiación federal pam a tender ci

9 COVID-19 a baja un cualguier subsidio a estImuio estatal otorgado a

10 consecuencia del COVID-19, incluwendo Ia cancelación de deuda y

11 créditos cantributivos reemboisables, i, atras ayudas económicas

12 ,2,pL” dispuestas en esta Ley.

13 (k) Contribución Especial Para Pagar por Adelantado Canancias de

14 Capital a Largo Plaza. Para años cantributivos en donde ocurrió la

15 declaraciOn de emergencia pravocada par ci COVID 19 y hasta gue

16 finalice la vigencia de la presente Ley, cualguier individua, sucesión,

17 fidcicomiso o corporación padrá pagar por adelantado, en lugar de

18 cualesguiera atras contribucianes impuestas por Código de Rentas

19 Internas, una cantribuciOn especial de diez (10) par cienta sobrc

20 cantidades acumuladas en activos de capital poseIdos a largo plaza y para

21 los cuales nose haya realizado la ganancia.
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1

2

3

4

)

6

(1) ContribuciOn Especial sobre Distribucioncs do Dividendos o Dividendo

pagará una contribución especial dcl cinco (5) por cicnto, en lugar do

cualcsguicra otras contribuciones impuestas por ci Codigo dc Rcntas

7 Internas spbre ci monto total distribuid’ derado como dividendo p ci

8

9

dividondo implIcito a base de ins ganancias acumuindas al cierre dcl año

contributivo 2019. Si ci contribuyente clige pagar Ia contribuciOn especial

10 obre ci dividcndo implicito, I contribución 1 £. S. podrá rebajarse

13

por cualguier deficit futuro, io cual tcndrá ci mismo impacto contributivo

como si se hubicra rcahzadp una distribución do dividendos al cicrrc dcl

aflo contributivo 2019. Do igual mancra, toda persona obhgada a retener,

14

15

16

17

18

19

20

21

pagar o depositar Ia contribución impucsta en cstc apartado, dcbcrá

realizarla on ia fccha estabiecida pam ci pago do la contribucion sobre

do cinco (5) por cicnto dispuosta en cstc apartado, y iuego decida

rctroftacr las pCrdidas nctas en opcracioncs hacia años anteriores

(“carry back”) permitida bajo csta Ley, vcndrá obhgado a

Impilcito. Una distribucion quo so considcrc un dividendo o tm

dividondo impilcito, segiin ambos tCrminos cc dcfincn en ci Código do

Rcntas Intcrnas, o por cualguier otra icy especial so Ic impondrñ, cobrará y

ingrcoos para ci año contributivo 2019. El Sccrctario do Hacienda adoptará

los formularios neccsarios on caso do quo cl contribuycntc cc acoja a ia

contribucion especial sobrc ci dividondo implIcito.

(1) En caso do quo ci contribuyentc so acoja a la contribucion especial

22
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rccomputar las utilidadcs y bcncficios (earnings and profits) de in

2 corporaciOn acumulados al cicrrc dcl año contributivo 2019, y

3 pagar Ia contribucion rcsultantc adicional, si alguna.

4 (m) Vigcncia Rctroactiva dc Solicitudcs de Decretos bajo ci Código de

5 Incentivos durantc ci Ano 2020. Toda zolicitud dc Dccrcto presentada

6 durante ci año natural 2020 ante ci Sccrctario dcl DDEC, al amparo do la

7 Lcy Num. 60 2019, segun cnmcndada, conocida como “Codigo do

8 Inccntivps dc Puerto Rico”, tendrá una vigencia rctroactiva al 1 dc cncro

9 dc 2020 o al comicnzo dci aflo cconómico comcnzado luego dci 31 dc

10 dicicmbrc dc 2019 y antcs dcl 1 dc cncro dc 2021, a opción dcl solicitantc.

11 (n} J) Programa de Cumphmiento Automático con Requisitos de Decreto

12 bajo el COdigo de Incentivos de Puerto Rico o Leyes de Incentivos

13 Anteriores. —Para el año contributivo 2020, todo beneficiario de un decreto

14 de exenciOn bajo la Ley Nüm. 60-2019, segán enmendada, conocida como

15 “Codigo de Incentivos de Puerto Rico”, bajo beycs do Inccntivos

16 Antcriorcs leyes de incentivos anteriores o bajo una ley especial de incentivos

17 en Puerto Rico, se entendera que ha cumphdo con todos los siguientes

1 8 requisitos o métricas contenidos en un Decreto, siempre y cuando la

19 posible falta de cumplimiento se deba directamente a Ia ernergencia

20 provocada por el COVID-19;

21 (1) creaciOn y retención de ernpleos;

22 (2) ingreso bruto o volumen de ventas;
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1 (3) inversion en maguinaria g eguipo.

2 Las disposiciones de este apartado no impediran que el Secretario del

3 DDEC verifique el cumplimiento de otros requisitos contenidos en el

4 Codigo de Incentivos, las Lcycs de Incentivos Antcriorcs leyes de incentivos

5 anteriores o bajo una ley especial de incentivos en Puerto Rico o en el

6 propio Decreto de Exención. El alcance de las disposiciones contenidas en

7 este apartado se interpretará de manera analoga con los fines

8 promulgados por la Ley Nüm. 91-2018, conocida como “Ley de

9 Cumplimiento Automático con las Leyes de Incentivos por Emergencia”.

10 Para ello, el Secretario del DDEC determinará, para la consecución de los

11 objetivos de apartado, los términos y condiciones aplicables a este

12 programa mediante orden administrativa, carta circular, memorando,

13 documento interpretativo o cualquier otro comunicado de carácter

14 general.

15 (o) Programas dc Ayuda Económica pan Hospitalcs Privados. Sc ordcna

16 al Departamento dc Salud dc Pucrto Rico y a la Administracion dc

17 Scguros dc Salud (ASES) para guc dcntro dc 30 dIgs rcaiicen una

18 cvaluación dcl aumcnto en los costos opcracionalcs dc los Hospitalcs

19 privados para atcndcr la pandcmia dcl COVID 19 y cl cumplimicnto con

20 rcguisitos y rccomcndacioncs dcl Ccntro para ci Control y Prcvcnción dc

21 Enfcrmcdadcs dc Estados Unidos (CDC, por sus siglas cn ingles), para

22 garantizar la disponibilidad dc camps para pacicntes contagiados con ci
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1

2

virus. El Dopartamento do Salud do Puerto PJco, en conjunto con ASES,

somotorán un informe a la Asambloa Legislativa, dentro de treinta (30)

3

4

dips do la firma de osta Loy, dotallando ol uso quo Ic darán a los fondos

fodoralos asignados medianto la Ley do Ayuda, Aiivio y Soguridad

5 Económica do Coronavirus (“CARES Act”) con elfin do provoer todo ci

6

7

oquipo y matoriales nocosarios para atonder osta crisis y roducir ci

impacto económico nogativo on los Hospitalos privados do Puerto Rico.

8

9

10

11

Las modidas oconOmicas para los hospitalos incluirá, sin quo so entionda

como una limitación, io siguionte:

(1) Programa para Croar Fondo Comiin do Reemboiso a los Hospitalos

por Compras do Equipo CrItico Rolacionados ai COVID 19. So

12

15

16

17

ostablocorá un fondo comUn pan distribuir todas las asignacionos

do fondos adicionalos estataios, incluyendo oi Fondo do

Emorgencia, y_fedoraios, inciuyondo los fondos proveniontos del

CARES Act, para roombolsar el aumento en gastos oporacionaios

rolacionados al COVID 19.

(A) La formula para distribuir osto fondo comün sorá a base do

18

19

los dIas paciontos quo so incluyo on ol informe tituiado

Informo do Costo do Hospitalos (“Hospital Cost Roport,

20 Form CMS 2552 10”) quo los Hospitalos somotioron a

Contros do Son’icios de Medicare y Medicaid (CMS, por sus21
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sighs on inglés) para los años terminados duranto ci aflo

2 fiscal federal termiriado J 30 do septiembro de 2019.

3

4

5

6

7

8

(B) Aqucilos hospitaics quo no venlan obligados a somoter el

informe requorido en ci inciso (A) do este párrafo, somctorá,

en su lugar, una afirmacion bajo pena do perjurio de los dIas

pacientes para ci periodo terminado ci 31 do diciembre do

2019.

(C) Para propósitos do osto pdrrafo, se considerará como oquipo

9

10

li

Ut

14

It

crItico, sin quo se entienda como una hmitacion,

ventiiadores equipo do protección personal (“personal

protective equipment”), tales como: mascarillas, batas y

guantes; pruebas (“test lots”) para detectar ci COVID 19;

ilguidos a base do gel (“hand sanitizer”); vacunas (cuando

estén disponible); entre otro equipo esencial para atender la

15 emergencia dc11 flflhITfl 4,9.,

16

17

18

19

20

21

(2) Programa para Crear Fondo Comün de Reembolso a los Hospitales

COVID 19 p que hayan tenido pérdida de ingresos de por lo menos

un veinticinco (25) por ciento, sin tomar en consideracion la

para Castos No Relacionados al COVID 19 o pérdida de ingresos.

Sc cstabiecerá un fondo comün para distribuir todas las

asignaciones do fondos adicionales estatales y federales para

reembolsar ci aumento en gastos operacionales no relacionados al

22
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3

4

30

asignación de fondos fcdcralcs o cstatalcs para atendcr Ia

cmergencia.

(A) La formula para distribuir cste fondo comün será a base de

los dIas pacicntes gue sc incluyc en ci informe titulado

5

6

Informe de Costo de Hospitales (“Hospital Cost Report,

Form CMS 2552 10”) guc los Hospitaics sometieron a

7

8

Centros dc Servicios dc Medicare y Medicaid (CMS, por sus

siglas en ingles) para los aflos terminados durante ci año

9 fiscal federal tcrminadp 1 30 dc septiembre de 2019.

12Jfr
(

(B) Aguellos hospitalcs gue no venIan obligados a someter ci

informe reguerido en ci inciso (A) de estc párrafo, sometcrá,

en su lugar, una afirmación bajo pena de pejurio gue

13

14

15

16

17

18

19

20

21

inciuya los dIgs pacientcs para ci pcriodo terminado ci 31 de

diciembre dc 2019. En ci caso dc los centros de diagnOstico y

tratamiento, ci Departamento dc Salud estabieccrá una

fOrmula dc distribucion.

(3) Programa de Crédito Contributivo Recmbolsable a Hospitaics por

Nómina Pagada (“Employee Retention Tax Credit). El

Departamento dc Hacienda pcrmitirá un cincuenta por ciento

(50%) de crédito contributivo recmboisable por nómina pagada dci

15 dc marzo de 2020 ai 30 dc junio dc 2020 p micntras dure ia

emergencia dci COVID 19, lo gue sea mcnor, segün sc define este22
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2

3

4

5

terming en la Sección 1062.01 dcl Codigo de Rentas Intemas,

inciuycndo gastos relacionados como aportaciones patronales o de

contribuciones sobre nOminaw

(A) El crCdito reembolsabic sc podrá solicitar dcsde cli dc julio

dc 2020 hasta ci 31 de diciembre de 2020 y ci Departamento

6

7

de Hacienda descmboisará ci mismo en p antcs dc treinta

(30) dIas dcsdc su solicitud. El Sccrctario de Hacienda

8

9

adoptará ios formularios necesarios para sohcitar ci crCdito

rccmboisablc agul dispucsto.

10

I’

14

15

16

17

18

19

20

‘P

(B) No scrá reguisito guc ci hospital hap cerrado operacioncs

total o parcialmente durante la cmergcncia dcl COVID 19 ni

gue haya gencrado una pCrdida ncta cn opcracioncs durantc

ci año contributivo 2020.

(C) No sc concedcrd crCdito por cl monto dc aguclla nómina

clegibic guc haya sido utilizada para reciamar y obtcner

otros crCditos cstablecidos por icycs iocales o fedcralcs, de

manera dirccta o indirccta, para atender ia emcrgcncia dcl

COVID 19, incluycndo la condonacion de deuda o rclcvo de

carga cconómica dcl pago dc la nómina, cntrc otros.

(D) El crCdito contributivo rccmbolsable máximo a reciamar por

21 el hospital, para todo ci pcriodo dispuesto cn estc apartado,

scrá dc dicz mu (10,000) dólarcs por cmplcado.22
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(4) Moratoria de tres (3) Moses dcl Costo dc Elcctricidad y Subsidip

Parcial a los Hospitalos. Pam ln mnq do abril, mayo y junio do

3 2020, la Autoridad do EnorgIa Eléctrica ostableccra una moratoria

4 do trcs (3) moses en ol pago do electricidad do los Hospitales. El

5 sotenta y cinco (75) por cionto do la cantidad en moratoria scrá

6 repagada por los hospitalos a Ia Autoridad do EnergIa Eléctrica

7 duranto un poriodo do doco (12) moses, ci cual comcnzará a partir

8 dcl mos do julio do 2020; y ol rcztanto vointicinco (25) por cionto

9 sorá condonado como un subsidio a

10 (p) Programa para Extender los Lirnitos do Rosponsabilidad quo tieno ci

11 Estado Durante la Emorgcncia dcl COVID 19. A partir dcl 12 do marzo

12 do 2020, hasta trointa (30) digs luogo do torminada la omorgoncia

13 provocada por ol COVID 19, sc oxtondcran los lImitcs do rosponsabilidad

14 quo tiono ci Estado Librc Asociado do Puerto Rico a los hospitaics

15 privados, profosionalos dc onfcrmeria, técnicos y medicos a cargo del

16 tratamionto y cuidado do salud, incluyondo la tcicmcdicina, por los

17 paciontos quo fucron rocibidos por un traslado, o quo trasiadaron

18 paciontos a otra institución hospitalaria, con ol fin do garantizarlos ci

19 mojor tratamicnto posibic dontro de las circunstancias dci estado do

20 omorgoncia, y por cualquicr rcsponsabthdad impucsta por los danos y

21 porjuicioz sufridos por un caso do imporicia mCdica.
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1

2

3

4

(1) Para ofectos do csta Ley, cualguier hospital, profcsional do salud,

medico o personal técnico quo, bajo ci estándar do cuidado

razonable duranto una emorgoncia, so lo impute haber incurrido on

negligencia rosponderá ünicamonte hasta ci ilmito do sotonta y

5

6

cinco mu (75,000) dólarcs por reclamante y hasta un máximo do

cionto cincuonta mu (150,000) por todos los domandantoc incluidos

7

8

en ci mismo pleito por los mismos actos u omisionos cuiposos o

negligentos.

9 El ostand do cuidado razonablo exigiblo los osos do

10 omorgencia por dcclaración del gobiorno federal p ostatal será

aquel oxigiblo on las circunstancias particularos dci caso, bajo las
I

condicignes existentos ai momento do recibir y ofrecer ci cuidado o

13 tratamionto ai pacionto, tomando en considcración ia situación do

14 crisis humanitaria y omorgoncia provocada por el COVID 19.

15

16

(q) Horario Especial do Aportura do Ncgocios a Partir dol 1 do junio do

2020. A partir dci 1 do junio do 2020 y duranto la vigoncia do osta Loy,

17 adcmás do los nogocios quo ya puodon oporar on virtud do la Ordon

18 Ejocutiva 2020 29, cualguier otra ordon ojocuti Laloga, y cuaiquior otra

19

20

21

ordon ojocutiva anaioga, todo nogocio o ostabiocimionto comorciai quo

cumpla con los requisitos aqui dispuostas podrá openr ontro las 9:00 am.

127

y 5:00 p.m., sujoto al protocolo do soguridad y salud ocupacional,

22 establocido por ci Departamonto do Salud para salvaguardar hi salud y
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1 vida dc los cmplcados, suplidores y clientes de los sectores agul

2

3

4

autorizados, incluyendo ci uso de mascarillias de tela gue protejan ci

rostro (no las destinadas a los trabajadores de salud), guantes y

desinfectantes. En caso de gue los guantes o desinfectantes no estén

5 disponibles en ci mercado o su uso esté limitado 1 personal de salud

6 atieride la emergencia provocada por ci COVID 19, el Departamento de

7 Salud estabiccerá las medidas de seguridad cguivaientes para

8

9

saivaguardar la salud dci personal, empleados y clientes de los negocios,

scgün apligue.

10 (1) Negocios guc Ofrecen Servicios Esenciaies. Los negocios guc

Ii ofrecen servicios esenciales (segün se define dicho término en ia

12

14

Orden Ejecutiva 2020 23, la Orden Ejecutiva 2020 29, o en cualguier

orden ejecutiva analoga) vendrán obligados a gue, como medida

minima de seguridad, todo su personal, empleados, contratistas y

15

16

chentes, hagan uso de mascaras o mascarillas de tela gue protejan

ci rostro (no las destinadas a los trabajadores de saiud), segün las

17 recomendaciones dci CDC

18 (2) Negocios gue No Atiendex Püblico en General. Todo nego

19 estabiecimiento, talcs oficinas, emp manufactureras,

20 droguerIas, entre otros, guc no atienden püblico en general,

21 proveerán a sus cmpleados o personal los materiales, cguipo y/o
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1 aditamentos do seguridad, para reali.zar pus laborco (sogün sea

2 aplicable a la naturaleza do pus funcioncs).

3 (A) Será compulsorio ci uso do marcarillas y guantes por partc

4 dcl personal o empicados do los negocios o cstablecimientos

5 quo no atienden püblico en general y so regirán por las

6 estrictas medidas do seguridad estabiccidas por el

Departamento do Salud y por Ia propia cmnrn”.n

8 incluyendo, sin quo so enticnda como una Iimitación, quo su

9 personal o empleados mantcngan una distancia do por lo

ll

is (6) C5 CILIW LilUJ uno roalice regularmente

14

15

farmacéuticas, droguerlas y supcrmcrcados, y todo suplidor

do suministros necesarios para quo los nogocios,

16

17

establecimientos comerciales, incluyondo ci sector do la

manufactura, puedan operar, o cualquier otro

18

19

20

21

establecimionto pormitido a opcrar bajo esta Ley o bajo la

Orden Ejecutiva 2020 29, cualquier otra orden cjecutiva

análoga, o cualquier otra orden ejecutiva analoga, podrán

operar, sicmprc y cuando cumplan con las estrictas mcdidas

7

10

limpicza y dcsinfcccion do areas püblicas y superficics do

alto tráfico.

quo ic rthda scnicios a hospitaics,

22 do seguridad, como el uso do guantes y mascarillas do tela
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2

3

4

5

guc protejan ci rostro (no las dcstinadas a los trabajadores dc

salud). Las medidas de salud y seguridad adicionales guc se

rcgucrirân por ci Dcpnrtamcnto de Salud a los provccdorcs

de scrvicios agul cnumcrados y a los suplidores, dcpcnderá

dc la industria o ncgocio pam ci cual sirvcn.

6 (3) Negocios p Establccimicntos con Scrvicio por “Scrvi Carro”,

7 Teletrabajo, o Entrega al Ncgocio u Hogar. Todo ncgocio e

8

9

10

ii

cstablccimicnto comcrcial guc tcnga in disponibilidad y los mcdion

12 \\kfr

15

16

17

18

19

20

sicmprc la scguridad de sus empleados, personal y sus clicntcs.

Sc cxciuyc dc cstc rcguisito a los siguicntcs ncgocios o pcrsonas:

(A) Provccdorcs dc servicios de mantcnimicnto a cdificios,

cicvadores, plantas céctricas, cistcrnas, crarc otros.

(B) Provccdorcs dc scrvicios ancilares al cuido de animaics.

(C) Proveedores dc servicios dc rcparación de cguipos en ci

hogar.

(D) Provecdorcs de scrvicios dc asistencia en la carrctcra.

(E) Todo provccdor de scrvicio listado en cstc párrafo (1) dc este

21 apartado opcmará bajo medidas cstrictas de scguridad,

incluycndo ci uso compulsorio dc mascarillas dc tela guc

fIsicos y cconOmicos pam hacerlo, podrá opcrar soiamcntc

mediante servicio de “servi carro”, tcietrabajo o cntrega

(“delivery”) dc productos al ncgocio o al hogar, garantizando

22



1

2

protcjan ci rostro (no las dcstadas a los trabajadoros do

salud) y guantcs.

3

4

5

6

7

8

9

10

13$

14

15

16

17

18

19

t

(4) Todo establecimionto ofrccerá lIquidos a baso do gel (“hand

sanitizer”) para limpiar las manos do su personal p cmploados y

visitantes quo procuron sus servicios por “servi carro” o do entroga,

do los mismos ostar comercialmonto disponiblos.

(5) Sc ordona a las agencias gubernamontalos a climinar todo trámito

bomamonta1 prosoncial cuando Ia tocnologIa asI lo pormita. Las

agoncias gubornamontalos doborán rep lizar las transaccioncs do

mancra romota (“onlino”) on cumplirnicnto con la ordon do

mantener distanciamionto social (“social distancing”).

(A) So lo ordona a las agencias gubornamontalos a roalizar una

transiciOn, do no más do un (1) año, do todo trámito p

procoso prosencial pam ci cual al momonto no tcngan puesto

en vigor la tocnologIa correspondicnto para dar sorvicios do

manora romota.

El horario podró normalizarso do conformidad con las

instruccionos quo soan provistas modianto ordon ojocutiva por la

Cobomnadora do Puorto Rico. Do osto ocurrir, osto apartado guodara sin

20

21

efocto en ci momonto on quo psI so indiquo por ordon ojocutiva. No

obstanto, no so podrá ostablocor, modianto ordon ojocutiva, roquisitos más

22 restrictivos a los agul dispuostos.
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1 Los agcntcs do Rentas Internas dcl Dopartamento do Hacienda,

2 tcndrán facultad do hacer cumplir las disposicioncs do ostc apartado, las

3 cuales, durantc ci t&mino do su vigencia estarán por encima do cualguier

4 otra disposiciOn do icy.

5 (r) Ninguna icy, resolución u ordcn cjocutiva, inciuyondo las emitidas

6 durante ci pcriodo do cmcrgcncia podrán afectar los dorcchos y

7 obhgaciones contraIdos en lou contratos do ahanzas otorgados bajo Ia Ley

8 Nüm. 29 2009, sogün cnmondada, conocida como “Ley do Aliaas

9 Püblico Privadas”.

10 Es) (k) Exencion del Uso de Notario Páblico para Declaraciones Juradas. —A partir

11 del 1 de abril de 2020 y hasta que termine la emergencia provocada por el

12 COVID-19, las personas o negocios quedarán exentos de presentar

13 cualquier declaracion jurada y suscrita ante un notario püblico de Puerto

V..14 Rico, quo sea requerida por ei Codtgo de Renta Internas, por reglamento,

15 por cualquier pronunciamiento administrativo emitido por el

16 Departamento de Hacienda o que sea requerida para sohcitar cualquier

17 ayuda o subsidio para atender la emergencia del COVID-19. La persona o

18 negocio presentará, en lugar de Ia deciaracion jurada y suscrita ante el

19 notario püblico, una afirmacion bajo pena de perjurio que incluya toda Ia

20 información que de ordinario hubiese estado en la declaracion jurada.

21 9) (1) PlaniHas do Contribucion sobre Ingresos para el Afto Contributivo 2019. —

22 Se A todo tipo de contribuyente, incluiendo entidades conductos, se Ic extiende



la fecha limite pam ci pago do todo tipo do contribución, asi como in

2 radicación do cualguier planilla o dcclamacion hasta el 15 de Julio de 2020

3 para la radicación de In planilla de con tribucion sobre ingresos requerida baja el

4 Codigo para el año contributivo 2019, hasta 0115 do julio do 2020 cuya

5 fecha original de vencirniento sea entre ci 15 de rnarzo v el 15 de junio de 2020.

6 Disponiéndose, además, que cualguier pago de contribucion sobre ingresos de

7 dichas planillas guedara extendido hasta in fecha de vencimiento agul establecida.

8 Se elimina Ia imposiciOn de intereses, recargos y penalidades siempre y

9 cuando las planillias de contribucion sobre ingresos y el pago de Ia

10 contribucion adeudada con dichas planillas sean sometidas en la fecha

11 limite aguiestablecida.

12 (1) Todo contribuyente que tenga la obligación de radicar una planilla

13 de contribucion sobre ingresos para el aflo contributivo 2019, y que

14 a la fecha de radicación establecida para la misma no cuente con los

15 recursos económicos para remitir el balance pendiente de pago que

16 se refleja en dicha planilla, podrá solicitar un plan de pago para

17 liquidar el total de dicha contribucion.

18 (2) Para poder acogerse al pago a plazos, el contribuyente debera estar

19 al dIa en sus otras responsabilidades contributivas ante el

20 Departamento de Hacienda.

21 (3) Todo contribuyente que solicite el pago a plazos deberá

22 comprometerse a pagar la contribucion adeudada en plazos
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1 mensuales y saldar el monto total adeudaclo no más tarde del 31 de

2 marzo de 2021. Una vez el contribuyente salde la deuda, el

3 Departamento de Hacienda procedera a eliminar los intereses,

4 recargos
‘
penalidades correspondientes.

5 (4) Se ordena al Departamento a emitir las reglas, términos y

6 condiciones y el proceso de solicitud cjue debera seguir todo

7 contribuyente que interese acogerse al pago a plazos.

8 (+*) (in) Extension de Fechas LImites de la Planilla Mensua del Impuesto sobre

9 Ventas y Usos. -

10 Para planillas y pagos relacionados con al d impuesto sobre ventas

II y usos no se impondran intereses, recargos y penalidades, siempre y

12 cuando se cumplan los siguientes requisitos:

13 (1) Planilla Mensual del Impuesto sobre Ventas y Uso. - La fecha Ilmite

14 de radicaciOn de la planilla mensual del impuesto sobre ventas y

15 uso, y su pago correspondiente, para los periodos de febrero,

16 marzo, abril y mayo de 2020 serán el 20 de abril de 2020, 20 de

17 mayo de 2020, 22 de junio de 2020 y 20 de julio de 2020,

18 respectivamente.

19 (2) Planilla Mensual de Impuesto sobre Importaciones.- La fecha lImite

20 de radicación de la planilla mensual de impuesto sobre

21 importaciones, y su pago correspondiente, para los periodos de
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1 marzo, abril y mayo de 2020, serán el 10 de mayo de 2020, el 10 de

2 junio de 2020 y el 10 de julio de 2020, respectivamente.

3 (3) Pagos del Impuesto sobre Ventas y [Jsos Quincenal — No se

4 impondrá penalidades por incumplimiento con los pagos del

5 impuesto sobre ventas y uso (IVU) quincenal para los meses de

6 marzo, abril, mayo y junio de 2020, siempre y cuando ci total del

7 IVU adeudado para dichos meses sea pagado en su totalidad con la

8 radicación de la Planilla Mensual de IVU de dichos periodos.

9 (v (ii) Requisito de Pago de Impuesto sobre Ventas y Usos en Ia Importacion y

10 Compra de Partidas Tributables para la Reventa. —Durante el periodo de

11 emergencia se faculta al Secretario de Hacienda a establecer lo siguiente:

12 (1) Otorgar un certificado de exención que permita durante el periodo

13 de exenciOn temporero importar o adquirir partidas tributables

14 para Ia reventa libre del pago de impuesto sobre ventas y uso (IVU)

15 a todo comerciante que sea un revendedor (segun dicho término se

16 define en la Seccion 4010.01(ww) del COdigo), que tenga vigente un

17 Certificado de Revendedor emitido conforme a lo dispuesto en la

18 Seccion 4050.04(c) del Código. Para propósitos de este apartado, el

19 “Periodo de Exención Temporero” comprende desde el lunes, 6 de

20 abril de 2020 hasta el martes, 30 de junio de 2020.

21 (2) Que el Certificado de ExenciOn Temporero Ic permita al

22 comerciante revendedor importar o adquirir mediante compra en
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I Puerto Rico, partidas tributables que sean adquiridas

2 exciusivamente para la reventa.

3 (w) (o) Retención For Servicios Profesionales — Desde el 23 de rnarzo al 30 de

4 junio de 2020, ninguna empresa, agencia o patrono retendra ci diez (10)

5 por ciento de las cantidades pagaderas a contratistas o personas que

6 reciban compensación por servicios profesionales, segu’n dispuesto en Ia

7 Sección 1062.03 del Código tie Rentas Internas.

8 (1) El relevo de retención dispuesto en este apartado, no exime al

9 receptor del pago de su obligaciOn de tributar sobre dicho ingreso

10 en su planilla de contribuciOn sobre ingresos. Ademas, el agente

11 retenedor deberá informar dichos pagos en su declaracion

12 informativa por servicios prestados.

13 (2) Para ci año contributivo 2019, el individuoL o corporaciOn 0

14 cualguier atm entidad, podrá optar por Ia contribución opcional

15 aunque tenga un balance de contribucion a pagar con su planilla de

16 contribucion sobre ingresos, siempre y cuando dicho balance sea

17 pagaclo en su totalidad no más tarde de Ia fecha ilmite para radicar

18 la planilia de contribucion sobre ingresos, sin considerar solicitud

19 de prórroga.

20 (3) En el caso de contribuyentes que se acogicron acoerãn a la

21 Contribucion Opcional para ci año contributivo 2020 y obtuvicron

22 un certificado de rclcvo parcial, deberan asegurarse de cumplir con
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su responsabilidad contributiva no más tarde dcl tiltimo plazo para

2 pagar la coritribución cztimada dcl año contributivo 2020 de lafecha

3 lImite para radicar in planilla de contribución sobre ingresos, sin

4 considerar solicit ud de yrónoga.

5 f Prohibicion de Desahucios de Arrendamientos sobre Vivienda Principal. —

6 Quedan paralizados los procesos de desahucios de arrendamientos sobre

7 la vivienda principal desde eli de mayo de 2020 hasta el 31 de julio de 2020 o

8 hasta un mes despues de que Ia Gobernadora de Puerto Rico, mediante

9 orden ejecutiva, decrete el cese del estado de ernergencia o hasta que

10 finalice Ia vigencia de esta Ley, lo que sea menor, siempre ii cuando el

Ii arrendatario notifigue ii le demuestre al arrendador gue ha sido directamente

12 afectado por Ia situación de eniergencia de CQVID-19. Lo anterior no

13 JP menoscaba Ia responsabilidad del arrendatario de continuar haciendo los

14 pagos por concepto de cánones de arrendamiento ni de responder por las

15 deudas por falta de pago de los cánones de arrendamiento durante los

16 meses afectados por Ia emer!zencia del COVID-19, segün pactado. En caso de

17 deuda, el recobro de los cánones de arrendamiento, por Ia via judicial, se

18 podrán hacer uria vez termine la paralización de los desahucios dispuesto

19 en este inciso.

20 (p) Uso de Tarjeta del Programa de Asistencia Nutricional (PAN) en Restaurantes. — Se

21 le ordena a Ia Secretaria del Departamento de Ia Farnilia para gue, dentro de diez

22 (10) dIas calendarios siguientes a la firma de esta Ley, solicite al Departamento de
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1 Agricititura de Estados Linidos gue, dii rante in vigencia de esta Ley o hasta gue

2 dure in ernergencia provocada yor ci COVID-19, to gue sea menor, se permita gue

3 los beneficiarios de in tar/eta del PAN puedan coniprar ailnientos preparados en

4 restaurantes.

5 ArtIculo 6.-Reglamentacion.

6 Para cumplir con los propOsitos de esta Ley se autoriza al Departamento de

7 Hacienda a emitir todas las normas, cartas circulares, reglas y reglamentos que entienda

8 prudentes y necesarias. Dicha facultad especial de reglamentaciOn se ejercerá sin

9 sujeción a las disposiciones de la Ley Nüm. 38-2017, segün enmendada, conocida como

10 “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”. No

11 obstante las mismas deberán entrar en vigor no más tarde de diez (10) dIas laborables,

:ontados a partir de la aprobacion de esta Ley. Las mismas, asI como cualesquiera

enmiendas posteriores deberan publicarse en las páginas ciberneticas del Gobierno de

14 Puerto Rica

15 Articulo 7.-Revision Judicial.

16 Para revisar las disposiciones de la presente Ley, asI como pam los

17 procedimientos de disputa de facturas o para resolver controversias sobre las

18 disposiciones contributivas especiales que ésta crea, tendra jurisdicción exclusiva, en

19 primera instancia, la Sala Superior de San Juan del Tribunal General de Justicia.

20 ArtIculo 8.-Separabilidad.

21 Esta Ley se interpretará de acuerdo a la Constitucion de Puerto Rico y la

22 ConstituciOn de Estados Unidos de America. Si cualquier cláusula, párrafo, subparrafo,
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1 oración, palabra, letra, artIculo, disposición, sección, subsección, tItulo, capItulo,

2 subcapItulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, la

3 orden a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta

4 Ley. El efecto de dicha orden quedara limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo,

5 oración, palabra, letra, articulo, disposición, sección, subsección, tItulo, capItulo,

6 subcapItulo, acápite o parte de la misma que asI hubiere sido anulada o declarada

7 inconstitucional.

8 ArtIculo 9.-SupremacIa

9 Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposiciOn general o

10 especIfica de cualquier otra ley o reglamento del Gobierno de Puerto Rico que sea

11 rinconsistente con esta Ley.

9 ArtIculo

13 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente despues de su aprobación. Los

14 programas gubernamentales que se crean mediante la presente estarán en vigor

15 mientras sean necesarios para poder mitigar los efectos en la economIa que ha

16 producido la pandemia del Covid-19, pero nunca se extenderán más allá del 31 de

17 diciembre de 2021.
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